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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Personal técnico de gestión y de administración y servicios · Universidad del País Vasco / Euskal
Herriko Unibertsitatea. Son 43 normas, en el orden de tus 35 temas y sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni
explicaciones de los temas: es la ley, ordenada y señalada.

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 35 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 300 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 6 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es), de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu) y del boletín o la sede oficial de las demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter 
meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su 
versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases 
de la convocatoria de Personal técnico de gestión y de administración y servicios · Universidad del País Vasco / Euskal Herriko 
Unibertsitatea. Edición de octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

TEMARIO COMPLETO

Tema 1 La Constitución Española de 1978: características, estructura y reforma. Los principios 
constitucionales. El Estado Social y Democrático de Derecho. Los valores superiores de la Constitución 
Española. Los derechos fundamentales y las libertades públicas.
CE 1-29, 53-55, 166-169

7

Tema 2 La Constitución Española de 1978: Cortes Generales. Elaboración de las leyes. Tratados 
Internacionales. El Gobierno y la Administración. Relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales. 
Organización Territorial del Estado. Tribunal Constitucional.
CE 66-80, 87-116, 137-165

16

Tema 3 El Estatuto de Autonomía del País Vasco: Competencias de la comunidad Autónoma vasca. Los poderes 
del País vasco. Hacienda y Patrimonio. Reforma del Estatuto. Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se 
aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco.
EA-PV 10-47 · Concierto-PV 1-68

36

Tema 4 Derecho de la Unión Europea. Breve panorama de las instituciones: Consejo Europeo, Consejo de la 
Unión Europea, Comisión, Parlamento y Tribunal. Reglamentos y Directivas.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Tema 5 Fuentes del Derecho Administrativo: la Ley: concepto y clases. Disposiciones normativas con fuerza de 
ley: Decretos Leyes y Decretos Legislativos.
CE 81-86 · LGob-PV 52

—

Tema 6 El Reglamento. Clases de reglamentos. Fundamentos y límites de la potestad reglamentaria. 
Reglamentos ilegales. La reserva de ley y la reserva reglamentaria.
LPACAP 128 · LGob-PV 59-64 · Ley-Gobierno 22-24

—

Tema 7 Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales. Objeto, ámbito de aplicación, definiciones. Principios de la protección de datos. Derechos de 
las personas. Responsable y encargado del tratamiento. Autoridades de protección de datos. Régimen 
sancionador. Garantía de los derechos digitales.
LOPDGDD 1-18, 28-39, 44-62, 70-78, 79-97 · RGPD 4

—

Tema 8 Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del Euskera. Decreto 19/2024, de 22 
de febrero, de normalización del uso del euskera en el Sector Público Vasco.
LNL-PV 1-30 · D19-2024-PV 1-50

—

Tema 9 Ley 11/2022 de Empleo Público Vasco.
LEP-PV 1-199

—

Tema 10 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas. Ámbito subjetivo. Interesados en el procedimiento. Actividad de las Administraciones 
Públicas. Actos administrativos.
LPACAP 1-52

—

Tema 11 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas. El procedimiento administrativo común. Revisión de los actos en vía administrativa: recursos 
administrativos. Iniciativa legislativa y de la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones.
LPACAP 53-133

—

Índice
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Tema 12 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: Disposiciones Generales. Los 
Órganos de las Administraciones Públicas: De los Órganos Administrativos, Competencia, Órganos 
colegiados de las distintas Administraciones Públicas, Abstención y recusación.
LRJSP 1-24

—

Tema 13 El Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
del Estatuto Básico del Empleado Público.
TREBEP 1-100

—

Tema 14 El sistema español de Seguridad Social. El régimen general. Afiliación de trabajadores: altas, bajas, 
forma de practicarse y plazos. Cotización: bases y tipos. La recaudación de cuotas. Otros regímenes de 
previsión social del personal al servicio de la Universidad del País Vasco / Euskal Herriko Unibertsitatea.
LGSS 1-14, 15-41, 136-154 · RD-AFILIACION 5-9, 21-37 · RD-COTIZACION 6-35 · RGRSS 1-11, 55-66 · TR-SegSocialFunc 1-37 ·…

—

Tema 15 Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.
LPAAP 1-14, 15-27, 28-64, 65-83, 84-109, 110-154, 155-165, 166-182, 183-191, 192-197

—

Tema 16 Las propiedades administrativas: Clases. Elementos y régimen jurídico. Prerrogativas. La utilización del 
dominio público.
LPAAP 3-8, 30-31, 41-60, 84-104 · LPat-PV 1-9, 13-14, 19-37, 66-87

—

Tema 17 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Tipos de contratos y requisitos 
generales y específicos de cada uno de ellos. Elementos subjetivos del contrato administrativo (las 
partes). Expedientes de contratación. Gestión económica de los contratos administrativos.
LCSP 12-27, 28-37, 61-98, 99-105, 106-114, 115-130, 198, 231-236, 247-250, 284-286, 298-299, 308-310

—

Tema 18 El presupuesto: concepto. Los principios presupuestarios. El presupuesto por programas. El ciclo 
presupuestario. Estructura del presupuesto. Criterios de clasificación de los créditos presupuestarios. 
Las modificaciones presupuestarias. Ampliaciones de crédito. Generaciones de crédito. Transferencias 
de crédito. Incorporaciones de crédito.
LGP 26-27, 32-41, 42-45, 49-63 · PRES-PV 1-7, 24-26, 34-57, 58-62, 63-101

—

Tema 19 La ejecución del presupuesto de gastos: el procedimiento general, fases, órganos competentes y 
documentos contables. Los gastos plurianuales, los expedientes de tramitación anticipada y la 
convalidación de gastos. Las operaciones de cierre del ejercicio. Los pagos: concepto y clasificación.
LGP 46-48, 69, 73-81 · PRES-PV 30-33, 111-126

—

Tema 20 El control de la actividad financiera de la Comunidad Autónoma de Euskadi. Concepto y clases. El 
control interno: la función interventora y sus modalidades, el control financiero y el control financiero 
permanente. El control externo.
LCEC-PV 1-4, 13-29 · TVCP-PV 1-17

—

Tema 21 Nóminas: estructura y normas de confección. Procedimiento de elaboración: formación, tramitación, 
aprobación, control, contabilización y pago.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Tema 22 Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario. Funciones del sistema universitario y 
autonomía de las universidades. Creación y reconocimiento de las universidades y calidad del sistema 
universitario Régimen jurídico y estructura de las universidades públicas.
LOSU 1-5, 38-43

—

Tema 23 Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario. Gobernanza de las universidades 
públicas. Cooperación, coordinación y participación en el sistema universitario.
LOSU 14-17, 44-52

—

Tema 24 La Ley 3/2004, del Sistema Universitario Vasco. Principios, objetivos y funciones del sistema 
universitario vasco. Régimen jurídico de las universidades. Las lenguas de uso en la universidad.
LSUV-PV 1-11

—

Índice
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Tema 25 La Ley 3/2004, del Sistema Universitario Vasco. La ordenación del sistema universitario vasco. 
Evaluación y acreditación de la calidad.
LSUV-PV 61-68, 78 · LUnibasq-PV 1-13

—

Tema 26 La Ley 3/2004, del Sistema Universitario Vasco. La comunidad universitaria y la docencia, el estudio y la 
investigación.
LSUV-PV 12-60

—

Tema 27 Estatutos de la UPV/EHU: su naturaleza y fines. Comunidad universitaria. La actividad universitaria. 
Estructura. Órganos de gobierno. El Consejo Social. El Claustro Universitario. El Consejo de Gobierno. 
La Junta de Campus.
EST-ESTATUTOS-DELPAISVASCO 1-11, 12-19, 23-77, 78-114, 120-152, 158-161, 167-168, 170-174, 194-200 · LSUV-PV 69-77

—

Tema 28 Estatutos de la UPV/EHU: Órganos unipersonales. Estructura de los servicios administrativos. órganos 
de gobierno de los Centros docentes y de los Departamentos universitarios. Reglamento marco de 
Departamentos.
EST-ESTATUTOS-DELPAISVASCO 153-157, 158-161, 169, 175-193, 201-216

—

Tema 29 Normativa sobre Igualdad y de Género. Igualdad de Género: conceptos generales. Violencia de género: 
conceptos generales. Publicidad institucional e imagen pública no sexista. La Igualdad de Género en 
las Políticas Públicas: concepto de enfoque de género y transversalidad.
LO-Igualdad 1-22, 36-41 · LO-VG 1-2 · Igualdad-PV 1-3, 16-25, 28-30, 54

—

Tema 30 La comunicación. Elementos de la comunicación. Tipos de comunicación: verbal; canales de 
transmisión no verbal. La atención al público.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Tema 31 Las relaciones de la ciudadanía con Administración Pública; derechos de información, petición y 
participación. Medios y canales de relación: servicios de información y atención a los ciudadanos, 
transparencia y acceso a la información pública. Acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios 
públicos. Las sugerencias y reclamaciones: recepción, registro, tramitación y gestión.
LPACAP 12, 13-14 · LO-Peticion 1-12 · LTBG 1-24 · LTBG-PV 10-41, 54-58 · D91-2023-PV 7-28, 53-59, 62, 66, 100, 103-106,…

—

Tema 32 La gestión de documentos. Documentos originales y copias. El desglose de los documentos originales 
y formación de expedientes. Los registros administrativos: presentación y tramitación. La identidad 
Corporativa.
LPACAP 16, 26-28, 70 · RD-203-2021 37, 39, 46-47, 49-52 · LGD-PV 4-11 · D91-2023-PV 82-86, 92-94, 98-99, 101-102

—

Tema 33 El archivo. Concepto. Tipos de archivos. Organización del archivo. Centralización o descentralización 
del archivo. Normas de seguridad y acceso a los archivos. El proceso de archivo. El archivo de los 
documentos administrativos. Manual de archivo de gestión o archivo de oficina de la UPV/EHU.
LPACAP 17 · LPHE 57, 59, 62, 66 · LGD-PV 1-3, 12-15, 21-33, 39-46 · D91-2023-PV 95-97 · RD-203-2021 53-55

—

Tema 34 Clases de bibliotecas. Las bibliotecas universitarias. La Biblioteca de la Universidad del País Vasco / 
Euskal Herriko Unibertsitatea. Adquisición y registro de fondos bibliográficos. Control de publicaciones 
periódicas. Sistemas de clasificación e indización: la CDU. Organización de fondos. Servicios 
bibliotecarios: préstamos información y atención al público. Preservación, conservación y reprografía.
LBibl-PV 1-12, 15, 17-18, 31-32 · L-Bibliotecas 12-15

—

Tema 35 Sistemas Operativos: conceptos generales. El explorador de Ficheros. Formatos de ficheros. 
Operaciones de búsqueda. Aplicaciones ofimáticas: características, funciones y utilidades. Gestión de 
datos. Navegadores y correo electrónico. Nociones básicas de seguridad informática.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

300
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

230
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 1 CE Constitución Española 319 Tema 1 pág. 7

2 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 289 — —

3 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 288 — —

4 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 255 — —

5 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 217 — —

6 Art. 149 CE Constitución Española 213 Tema 2 pág. 27

7 Art. 30 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 210 — —

8 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 196 — —

9 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 185 — —

10 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 183 — —

11 Art. 9 CE Constitución Española 181 Tema 1 pág. 8

12 Art. 4 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 174 — —

13 Art. 5 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 174 — —

14 Art. 137 CE Constitución Española 167 Tema 2 pág. 24

15 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 159 — —

16 Art. 122 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 156 — —

17 Art. 43 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 151 — —

18 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 148 — —

19 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 145 — —

20 Art. 3 LRJSP Ley 40/2015 régimen jurídico del secto… 145 — —

21 Art. 16 LCSP Ley 9/2017 contratos del sector público 142 — —

22 Art. 54 CE Constitución Española 140 Tema 1 pág. 12

23 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 139 — —

24 Art. 103 CE Constitución Española 137 Tema 2 pág. 22

25 Art. 125 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 136 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.

Lo más preguntado de este temario
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución Española de 1978: características, estructura y reforma. Los principios 
constitucionales. El Estado Social y Democrático de Derecho. Los valores superiores de 
la Constitución Española. Los derechos fundamentales y las libertades públicas.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 29, 53 a 55 y 166 a 169 · 36 artículos

36 artículos · empieza en la pág. 7

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 319
Art. 9 CE 181
Art. 54 CE 140
Art. 53 CE 124
Art. 17 CE 117

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 2.088 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 29, 53 a 55 y 166 a 169 · 36 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución Española de 1978: características, estructura y reforma. Los principios constitucionales. El Estado Social…
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no

CE · arts. 5-11Tema 1 · La Constitución Española de 1978: características, estructura y reforma. Los principios constitucionales. El Estado Soci…
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reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
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abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

c) A la libertad de cátedra.

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.
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Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria.
En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
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religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
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podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO X DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así
lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 Según el artículo 54 de la vigente Constitución Española, ¿quién nombra al Defensor del Pueblo?

A) El presidente del Congreso de los Diputados

B) Las Cortes Generales

C) Las Cortes Generales, dando cuenta al Tribunal Constitucional

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Santiago de Compostela, 2020

2 Según lo dispuesto en el artículo 53.2 de la Constitución Española, ¿cuál de los siguientes derechos NO será 
objeto de recurso de amparo?

A) Derecho a la protección de la salud.

B) Derecho a la libertad de cátedra.

C) Derecho de petición individual o colectiva.

D) Derecho a la libertad sindical.
Junta de Andalucía, 2021

3 Conforme figura establecido en el art. 1 de la Constitución Española, España se constituye en un Estado:

A) Social de Derecho.

B) Democrático de Derecho.

C) Social y democrático de Derecho.

D) Plural y democrático de Derecho.
Xunta de Galicia, 2021

4 Según la Constitución, la enseñanza básica es:

A) Obligatoria, gratuita, aconfesional y apolítica.

B) Obligatoria, gratuita y aconfesional.

C) Obligatoria y gratuita.

D) Gratuita y apolítica.
Generalitat Valenciana, 2024

5 Conforme al art. 10 de la Constitución Española, es fundamento del orden político y de la paz social:

A) La dignidad de las instituciones.

B) Los derechos consuetudinarios y la costumbre.

C) El respecto a los derechos especiales.

D) El libre desarrollo de la personalidad.
Diputación Provincial de Huesca, 2021
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Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 54 CE pág. 12 El Defensor del Pueblo es el alto comisionado del Parlamento para la defensa de los
derechos fundamentales, y son las Cortes Generales quienes lo designan directamente. No interviene en su
nombramiento el presidente de una de las cámaras ni se da cuenta al Tribunal Constitucional. Conviene precisar
que la elección exige una mayoría reforzada de tres quintos en cada cámara, conforme a la ley orgánica que
desarrolla la institución, pero el órgano que lo nombra son las propias Cortes.

2 A Art. 53 CE pág. 12 El recurso de amparo protege los derechos del artículo 14 y los reconocidos en la sección
primera del capítulo segundo del título I, además de la objeción de conciencia del artículo 30. La protección de
la salud está reconocida en el capítulo tercero, por lo que no está incluida entre los derechos tutelables
mediante amparo conforme al artículo 53.2. En cambio, la libertad de cátedra, la petición y la libertad sindical sí
se encuentran en la sección primera.

3 C Art. 1 CE pág. 7 La Constitución define a España como un Estado social y democrático de Derecho. La
fórmula reúne esos tres rasgos y, según el artículo, se vincula con los valores superiores de libertad, justicia,
igualdad y pluralismo político. Por ello, la definición correcta debe incluirlos conjuntamente.

4 C Art. 27 CE pág. 11 La Constitución establece expresamente que la enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
No añade en este precepto que sea aconfesional o apolítica. Por tanto, esas características no forman parte de la
respuesta constitucional recogida en el artículo 27.

5 D Art. 10 CE pág. 8 El precepto que abre el Título Primero enumera los pilares sobre los que se asienta la
convivencia: la dignidad de la persona, los derechos que le son inherentes, el respeto a la ley y a los derechos de
los demás y, de forma destacada, el libre desarrollo de la personalidad. Esta última fórmula es la que el texto
reconoce expresamente como fundamento del orden político y de la paz social. Las demás expresiones alteran o
inventan conceptos que el artículo no recoge.

Practica con más de 2.050 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/admin-c1-upv
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
La Constitución Española de 1978: Cortes Generales. Elaboración de las leyes. Tratados 
Internacionales. El Gobierno y la Administración. Relaciones entre el Gobierno y las 
Cortes Generales. Organización Territorial del Estado. Tribunal Constitucional.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 66 a 80, 87 a 116 y 137 a 165 · 74 artículos

74 artículos · empieza en la pág. 16

Lo más preguntado de este tema

Art. 149 CE 213
Art. 137 CE 167
Art. 103 CE 137
Art. 140 CE 121
Art. 141 CE 113

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 2.427 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 66 a 80, 87 a 116 y 137 a 165 · 74 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO III DE LAS CORTES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO DE LAS CÁMARAS

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.

3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.

2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.

3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
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reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.

3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a
efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria,
Mallorca y Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La
Gomera, El Hierro, Lanzarote y La Palma.

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las 
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se 
celebren tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.

c) Al Defensor del Pueblo.

d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.

e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.

f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control
judicial, en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.

2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo
podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa
autorización de la Cámara respectiva.

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.
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Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.

2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará
obtener por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión
presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el
Congreso por mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.

2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
imponerse por incumplimiento de esta obligación.
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Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida
la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ELABORACIÓN DE LAS LEYES

Artículo 87.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y
los Reglamentos de las Cámaras.

2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres
miembros de la Asamblea encargados de su defensa.

3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación
de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha
iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la
prerrogativa de gracia.

Artículo 88.
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de
una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.
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Artículo 89.
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la
prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados
por el artículo 87.

2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán
al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.

Artículo 90.
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará
inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste.

2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje
motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría
absoluta. El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría
absoluta, en caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la
interposición del mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.

3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte
días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y
ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos
los ciudadanos.

2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente
autorizada por el Congreso de los Diputados.

3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum
previstas en esta Constitución.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.

b) Tratados o convenios de carácter militar.

c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.

d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.
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e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.

Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.

2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si
existe o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en
la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.

2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO IV DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 
del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la
Presidencia del Gobierno.

2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviere la mayoría simple.

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.
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5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 106.
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.
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2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.

TÍTULO V DE LAS RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES

Artículo 108.
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados.

Artículo 109.
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda
que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las
Comunidades Autónomas.

Artículo 110.
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno.

2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos.

Artículo 111.
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le
formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal.

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición.

Artículo 112.
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de
los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La
confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.

Artículo 113.
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción
por mayoría absoluta de la moción de censura.

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de
incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los
dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas.

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones.

Artículo 114.
1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a
continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99.

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato
incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo
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99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.

Artículo 115.
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva
responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será
decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones.

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura.

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el
artículo 99, apartado 5.

Artículo 116.
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones
correspondientes.

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por
un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al
efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito
territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros,
previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción
deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración,
que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta
exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren
en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se
produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del
Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes.

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.
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Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que
proceda el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de
los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO TERCERO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
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organización provincial.

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será
elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de
cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.

b) La delimitación de su territorio.

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
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interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.

12.ª Ferias interiores.

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.

14.ª La artesanía.

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.

20.ª Asistencia social.

21.ª Sanidad e higiene.

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.

3.ª Relaciones internacionales.

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.

5.ª Administración de Justicia.

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.
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14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando
su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
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servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.
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5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en
el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con
fuerza de ley.

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se
refiere el apartado 2 del artículo 150.

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas
reglamentarias.

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.

Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
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actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.

Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.

e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.

TÍTULO IX DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo 159.
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta
del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores
de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de
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quince años de ejercicio profesional.

3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán
por terceras partes cada tres.

4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo;
con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o
en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y
con cualquier actividad profesional o mercantil. En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional
tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.

5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su
mandato.

Artículo 160.
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La
declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la
jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa
juzgada.

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta
Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.

c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.

d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por
los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a
cinco meses.

Artículo 162.
1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,
50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su
caso, las Asambleas de las mismas.

b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de
cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán
suspensivos.
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Artículo 164.
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos
particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no
cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente
a todos.

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la
inconstitucionalidad.

Artículo 165.
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2

1 Según lo establecido en el Art. 137 de la Constitución Española de 1978, ¿Cómo se organiza territorialmente 
el Estado?

A) En municipios, en provincias y en las regiones que se formen.

B) En Comunidades Autónomas, en provincias y ciudades.

C) En municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan.

D) En Comunidades Autónomas, en provincias y en las comarcas.
Gobierno de Aragón, 2025

2 En relación con los Tratados Internacionales como fuente del Derecho, señale la respuesta incorrecta:

A) Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización o 
institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución.

B) Los tratados internacionales válidamente celebrados y publicados oficialmente en España forman parte del 
ordenamiento interno. Sus disposiciones solo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas según lo 
previsto en los propios tratados o conforme a las normas del Derecho nacional.

C) La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá la 
previa revisión constitucional.

D) La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios internacionales 
requerirá la previa autorización de las Cortes Generales cuando aquéllos impliquen obligaciones financieras 
para la Hacienda Pública.

Ayuntamiento de Albacete, 2020

3 El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, facultades correspondientes a 
materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación:

A) Mediante Ley orgánica.

B) Mediante Ley ordinaria.

C) Mediante Real Decreto-Ley.

D) Solo mediante modificación del Estatuto de Autonomía.
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, 2024
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4 ¿Cabe la iniciativa de los Parlamentos autonómicos para reformar la Constitución española?

A) No. Está expresamente vetada por la propia Constitución.

B) Sí.

C) Sí. Siempre que se ejerzan por dos o más Comunidades.

D) Sí. Siempre que se acuerde conjuntamente por el Parlamento y el Gobierno autonómicos.
Parlamento de Cantabria, 2023

5 La declaración del estado de excepción:

A) se realiza por acuerdo del Congreso de los Diputados por mayoría absoluta.

B) se realiza por el Gobierno mediante Real Decreto-ley.

C) se realiza por el Gobierno previa autorización de las Cortes Generales.

D) se realiza por el Gobierno previa autorización del Congreso de los Diputados.
Gobierno de Aragón, 2026
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Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 137 CE pág. 24 La Constitución establece que el Estado se organiza territorialmente en municipios,
provincias y Comunidades Autónomas que se constituyan. Además, reconoce autonomía a estas entidades para
gestionar sus respectivos intereses. Por tanto, esa es la estructura territorial que recoge el artículo 137.

2 B Art. 96 CE pág. 21 Una vez publicados oficialmente en España, los tratados pasan a integrar el ordenamiento
interno, pero su modificación, derogación o suspensión no queda al arbitrio de las normas nacionales. La
Constitución reserva esa posibilidad a lo previsto en el propio tratado o a las normas generales del Derecho
internacional, no del Derecho interno. El matiz decisivo está en sustituir indebidamente la referencia
internacional por una remisión a las normas nacionales, lo que altera el sentido de la regla.

3 A Art. 150.2 CE pág. 29 La Constitución permite que el Estado transfiera o delegue a las comunidades
autónomas facultades de titularidad estatal que sean susceptibles de ello por su naturaleza. Esta transferencia o
delegación debe realizarse mediante una ley orgánica. La ley puede prever también las formas de control que se
reserve el Estado.

4 B Art. 87 CE pág. 19 Las Asambleas de las Comunidades Autónomas pueden remitir al Congreso una
proposición de ley y delegar hasta tres miembros para defenderla. Esa facultad permite que los parlamentos
autonómicos participen en la iniciativa legislativa relacionada con la reforma constitucional. Por ello, la
iniciativa autonómica no está excluida.

5 D Art. 116.3 CE pág. 24 El estado de excepción lo declara el Gobierno, pero antes debe obtener la autorización
del Congreso de los Diputados. La autorización debe preceder a la declaración; no corresponde al Congreso
declarar directamente el estado de excepción. Así se distingue del estado de alarma, que declara el Gobierno sin
esa autorización previa.

Practica con más de 2.400 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/admin-c1-upv
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
El Estatuto de Autonomía del País Vasco: Competencias de la comunidad Autónoma 
vasca. Los poderes del País vasco. Hacienda y Patrimonio. Reforma del Estatuto. Ley 
12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la 
Comunidad Autónoma del País Vasco.

Qué entra en este tema

EA-PV · LO 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Auton…
arts. 10 a 47 · 38 artículos

Concierto-PV · Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se apr…
arts. 1 a 68 · 83 artículos

121 artículos · empieza en la pág. 36

Lo más preguntado de este tema

Art. 25 EA-PV 1
Art. 27 EA-PV 1
Art. 33 EA-PV 1

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 3 sobre el tema entero.

EA-PV
LO 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco
En este tema: arts. 10 a 47 · 38 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-A-1979-30177

TÍTULO I DE LAS COMPETENCIAS DEL PAÍS VASCO

Artículo 10.
La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene competencia exclusiva en las siguientes materias:

1. Demarcaciones territoriales municipales, sin perjuicio de las facultades correspondientes a los Territorios
Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de este Estatuto.

2. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno dentro de las normas del
presente Estatuto.

3. Legislación electoral interior que afecte al Parlamento Vasco, Juntas Generales y Diputaciones Forales, en
los términos previstos por el presente Estatuto y sin perjuicio de las facultades correspondientes a los
Territorios Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 del mismo.

4. Régimen Local y Estatuto de los Funcionarios del País Vasco y de su Administración Local, sin perjuicio de
lo establecido en el artículo 149.1.18. a de la Constitución.

5. Conservación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Foral y especial, escrito o consuetudinario
propio de los Territorios Históricos que integran el País Vasco y la fijación del ámbito territorial de su vigencia.

6. Normas procesales y de procedimientos administrativo y económico-administrativo que se deriven de las
especialidades del derecho sustantivo y de la organización propia del País Vasco.

7. Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma, así
como las servidumbres públicas en materias de sus competencias.

8. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 149.1.23. a de la Constitución.

9. Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.

10. Pesca en aguas interiores, marisqueo y acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre.

11. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos cuando las aguas discurran íntegramente dentro del
País Vasco; instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando este transporte no salga
de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra provincia o Comunidad Autónoma; aguas minerales,
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termales y subterráneas. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 149.1.25. a de la Constitución.

12. Asistencia social.

13. Fundaciones y Asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asistencial y similares, en
tanto desarrollen principalmente sus funciones en el País Vasco.

14. Organización, régimen y funcionamiento de las Instituciones y establecimientos de protección y tutela de
menores, penitenciarios y de reinserción social, conforme a la legislación general en materia civil, penal y
penitenciaria.

15. Ordenación farmacéutica de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 149.1.16. a de la Constitución, e
higiene, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 18 de este Estatuto.

16. Investigación científica y técnica en coordinación con el Estado.

17. Cultura, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución.

18. Instituciones relacionadas con el fomento y enseñanza de las Bellas Artes. Artesanía.

19. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico y científico, asumiendo la Comunidad
Autónoma el cumplimiento de las normas y obligaciones que establezca el Estado para la defensa de dicho
patrimonio contra la exportación y la expoliación.

20. Archivos, Bibliotecas y Museos que no sean de titularidad estatal.

21. Cámara Agrarias, de la Propiedad, Cofradías de Pescadores, Cámaras de Comercio, Industria y
Navegación, sin perjuicio de la competencia del Estado en materia de comercio exterior.

22. Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos
36 y 139 de la Constitución. Nombramiento de Notarios de acuerdo con las Leyes del Estado.

23. Cooperativas, Mutualidades no integradas en la Seguridad Social y Pósitos, conforme a la legislación
general en materia mercantil.

24. Sector público propio del País Vasco en cuanto no esté afectado por otras normas de este Estatuto.

25. Promoción, desarrollo económico y planificación de la actividad económica del País Vasco de acuerdo con
la ordenación general de la economía.

26. Instituciones de crédito corporativo, público y territorial y Cajas de Ahorro en el marco de las bases que
sobre ordenación del crédito y la banca dicte el Estado y de la política monetaria general.

27. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, la libre circulación de bienes en el
territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. Ferias y mercados interiores.
Denominaciones de origen y publicidad en colaboración con el Estado.

28. Defensa del consumidor y del usuario en los términos del apartado anterior.

29. Establecimiento y regulación de Bolsas de Comercio y demás centros de contratación de mercancías y de
valores conforme a la legislación mercantil.

30. Industria, con exclusión de la instalación, ampliación y traslado de industrias sujetas a normas especiales
por razones de seguridad, interés militar y sanitario y aquellas que precisen de legislación específica para
estas funciones, y las que requieran de contratos previos de transferencia de tecnología extranjera. En la
reestructuración de sectores industriales, corresponde al País Vasco el desarrollo y ejecución de los planes
establecidos por el Estado.

31. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.

32. Ferrocarriles, transportes terrestres, marítimos, fluviales y por cable, puertos, helipuertos, aeropuertos y
Servicio Meteorológico del País Vasco, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.20. a de la
Constitución. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.

33. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general o cuya realización no afecte a otros
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territorios.

34. En materia de carreteras y caminos, además de las competencias contenidas en el apartado 5, número 1,
del artículo 148 de la Constitución, las Diputaciones Forales de los Territorios Históricos conservarán
íntegramente el régimen jurídico y competencias que ostentan o que, en su caso, hayan de recobrar a tenor
del artículo 3.º de este Estatuto.

35. Casinos, juegos y apuestas, con excepción de las Apuestas Mutuas Deportivas Benéficas.

36. Turismo y deporte. Ocio y esparcimiento.

37. Estadística del País Vasco para sus propios fines y competencias.

38. Espectáculos.

39. Desarrollo comunitario. Condición femenina. Política Infantil, juvenil y de la tercera edad.

Artículo 11.
1. Es de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución dentro
de su territorio de la legislación básica del Estado en las siguientes materias:

a) Medio ambiente y ecología.

b) Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de sus competencias y
sistema de responsabilidad de la Administración del País Vasco.

c) Ordenación del sector pesquero del País Vasco.

2. Es también de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la
ejecución dentro de su territorio, de las bases, en los términos que las mismas señalen, en las siguientes
materias:

a) Ordenación del crédito, banca y seguros.

b) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio, e
intervención de Empresas cuando lo exija el interés general.

c) Régimen minero y energético. Recursos geotérmicos.

Artículo 12.
Corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco la ejecución de la legislación del Estado en las materias
siguientes:

1. Legislación penitenciaria.

2. Legislación laboral, asumiendo las facultades y competencias que en este terreno ostenta actualmente el
Estado respecto a las relaciones laborales; también la facultad de organizar, dirigir y tutelar, con la alta
inspección del Estado, los servicios de éste para la ejecución de la legislación laboral, procurando que las
condiciones de trabajo se adecuen al nivel del desarrollo y progreso social, promoviendo la cualificación de
los trabajadores y su formación integral.

3. Nombramiento de Registradores de la Propiedad, Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de Comercio.
Intervención en la fijación de las demarcaciones correspondientes en su caso.

4. Propiedad intelectual e industrial.

5. Pesas y medidas; contraste de metales.

6. Ferias internacionales celebradas en el País Vasco.

7. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que tendrá participación en los
casos y actividades que proceda.

8. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión directa.

9. Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino dentro del territorio de
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la Comunidad Autónoma, aunque discurran sobre las infraestructuras de titularidad estatal a que hace
referencia el número 21 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, sin perjuicio de la ejecución directa
que se reserve el Estado.

10. Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales del Estado
correspondientes al litoral vasco.

Artículo 13.
1. En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, la Comunidad Autónoma
del País Vasco ejercerá, en su territorio, las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan, reserven o atribuyan al Gobierno.

2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes Generales, el derecho de gracia y la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 14.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en el País Vasco se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de casación y de revisión en las
materias del Derecho Civil Foral propio del País Vasco.

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de casación y de
revisión.

c) En el orden contencioso-administrativo, a todas las instancias y grados cuando se trate de actos dictados
por la Administración del País Vasco en las materias cuya legislación exclusiva corresponde a la
Comunidad Autónoma, y, en primera instancia, cuando se trate de actos dictados por la Administración del
Estado.

d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales del País Vasco.

e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho privativo vasco que deban tener
acceso a los Registros de la Propiedad.

2. En las restantes materias se podrán interponer ante el Tribunal Supremo los recursos que, según las leyes,
procedan. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de competencia y de jurisdicción entre los
órganos judiciales del País Vasco y los demás del Estado.

Artículo 15.
Correspondo al País Vasco la creación y organización, mediante Ley, de su Parlamento, y con respeto a la
institución establecida por el artículo 54 de la Constitución, de un órgano similar que en coordinación con
aquélla ejerza las funciones a las que se refiere el mencionado artículo y cualesquiera otras que el Parlamento
Vasco pueda encomendarle.

Artículo 16.
En aplicación de lo dispuesta en la Disposición adicional primera de la Constitución, es de la competencia de
la Comunidad Autónoma del País Vasco la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y
especialidades, sin perjuicio del artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que lo desarrollen, de las
facultades que atribuye al Estado el artículo 149 1.30ª de la misma y de la alta inspección necesaria para su
cumplimiento y garantía.

Artículo 17.
1. Mediante el proceso de actualización del régimen foral previsto en la disposición adicional primera de la
Constitución, corresponderá a las Instituciones del País Vasco, en la forma que se determina en este Estatuto,
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el régimen de la Policía Autónoma para la protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden
público dentro del territorio autónomo, quedando reservados en todo caso a las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado los servicios policiales de carácter extracomunitario y supracomunitario, como la
vigilancia de puertos, aeropuertos, costas y fronteras, aduanas, control de entrada y salida en territorio
nacional de españoles y extranjeros, régimen general de extranjería, extradición y expulsión, emigración e
inmigración, pasaportes y documento nacional de identidad, armas y explosivos, resguardo fiscal del Estado,
contrabando y fraude fiscal al Estado.

2. El mando supremo de la Policía Autónoma Vasca corresponde al Gobierno del País Vasco, sin perjuicio de
las competencias que pueden tener las Diputaciones Forales y Corporaciones Locales.

3. La Policía Judicial y Cuerpos que actúen en estas funciones se organizarán al servicio y bajo la vigilancia de
la Administración de Justicia en los términos que dispongan las Leyes procesales.

4. Para la coordinación entre la Policía Autónoma y los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado existirá una
Junta de Seguridad formada en número igual por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma.

5. Inicialmente, las Policías Autónomas del País Vasco estarán constituidas por:

a) El Cuerpo de Miñones de la Diputación Foral de Álava, existente en la actualidad.

b) Los Cuerpos de Miñones y Miqueletes dependientes de las Diputaciones de Vizcaya y Guipúzcoa que se
restablecen mediante este precepto. Posteriormente, las Instituciones del País Vasco podrán acordar
refundir en un solo Cuerpo los mencionados en los apartados anteriores, o proceder a la reorganización
precisa para el cumplimiento de las competencias asumidas. Todo ello sin perjuicio de la subsistencia, a
los efectos de representación y tradicionales, de los Cuerpos de Miñones y Miqueletes.

6. No obstante lo dispuesto en los números anteriores, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán
intervenir en el mantenimiento del orden público en la Comunidad Autónoma en los siguientes casos:

a) A requerimiento del Gobierno del País Vasco, cesando la intervención a instancias del mismo.

b) Por propia iniciativa, cuando estimen que el interés general del Estado esté gravemente comprometido;
siendo necesaria la aprobación de la Junta de Seguridad a que hace referencia el número 4 de este artículo.
En supuestos de especial urgencia y para cumplir las funciones que directamente les encomienda la
Constitución, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán intervenir bajo la responsabilidad
exclusiva del Gobierno, dando éste cuenta a las Cortes Generales. Las Cortes Generales, a través de los
procedimientos constitucionales, podrán ejercitar las competencias que les corresponda.

7. En los casos de declaración del estado de alarma, excepción o sitio, todas las fuerzas policiales del País
Vasco quedarán a las órdenes directas de la autoridad civil o militar que en su caso corresponda, de acuerdo
con la legislación que regule estas materias.

Artículo 18.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado en
materia de sanidad interior.

2. En materia de Seguridad Social corresponderá al País Vasco:

a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas que
configuran el régimen económico de la misma.

b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.

3. Corresponderá también al País Vasco la ejecución de la legislación del Estado sobre productos
farmacéuticos.

4. La Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar a tales fines, y dentro de su territorio, todos los
servicios relacionados con las materias antes expresadas y ejercerá la tutela de las instituciones, entidades y
fundaciones en materia de Sanidad y de Seguridad Social, reservándose el Estado la alta inspección
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conducente: al cumplimiento de las funciones y competencias contenidas en este artículo.

5. Los poderes públicos vascos ajustarán el ejercicio de las competencias que asuman en materia de Sanidad y
de Seguridad Social a criterios de participación democrática de todos los interesados, así como de los
Sindicatos de Trabajadores y Asociaciones empresariales en los términos que la Ley establezca.

Artículo 19.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo de las normas básicas del Estado en materia de medios
de comunicación social, respetando en todo caso lo que dispone el artículo 20 de la Constitución.

2. La ejecución en las materias a que se refiere el párrafo anterior se coordinará con la del Estado, con respeto
a la reglamentación específica aplicable a los medios de titularidad estatal.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, el País Vasco podrá regular, crear y
mantener su propia televisión, radio y prensa, y, en general, todos los medios de comunicación social para el
cumplimiento de sus fines.

Artículo 20.
1. El País Vasco tendrá competencias legislativas y de ejecución en las demás materias que por Ley Orgánica le
transfiera o delegue el Estado según la Constitución, a petición del Parlamento Vasco.

2. La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá dictar la correspondiente legislación en los términos del
artículo 150.1 de la Constitución, cuando las Cortes Generales aprueben las Leyes marco a que se refiere dicho
precepto.

3. El País Vasco ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las materias atribuidas a su
competencia en este Estatuto. Ningún tratado o convenio podrá afectar a las atribuciones y competencias del
País Vasco si no es mediante el procedimiento del artículo 152.2 de la Constitución, salvo lo previsto en el
artículo 93 de la misma.

4. Las funciones de ejecución que este Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma del País Vasco en aquellas
materias que no sean de su competencia exclusiva, comprende la potestad de administración, así como, en su
caso, la de dictar reglamentos internos de organización de los servicios correspondientes.

5. El Gobierno Vasco será informado en la elaboración de los tratados y convenios, así como de los proyectos
de legislación aduanera, en cuanto afecten a materias de específico interés para el País Vasco.

6. Salvo disposición expresa en contrario, todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y
otros del presente Estatuto se entienden referidas al ámbito territorial del País Vasco

Artículo 21.
El Derecho emanado del País Vasco en las materias de su competencia exclusiva es el aplicable con
preferencia a cualquier otro y sólo en su defecto será de aplicación supletoria el Derecho del Estado.

Artículo 22.
1. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la gestión y
prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La celebración de los citados
convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes
Generales, o alguna de las Cámaras, manifestaran reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción
de la comunicación, el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo tercero de este artículo. Si
transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio, entrará en vigor.

2. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otro Territorio Histórico foral para la gestión y
prestación de servicios propios correspondientes a las materias de su competencia, siendo necesaria su
comunicación a las Cortes Generales. A los veinte días de haberse efectuado esta comunicación, los convenios
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entrarán en vigor.

3. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con otras Comunidades
Autónomas previa autorización de las Cortes Generales.

Artículo 23.
1. La Administración Civil del Estado en el territorio Vasco se adecuará al ámbito geográfico de la Comunidad
Autónoma.

2. De conformidad con el artículo 154 de la Constitución, un Delegado nombrado por el Gobierno la dirigirá y
la coordinará, cuando proceda, con la Administración propia de la Comunidad Autónoma.

TÍTULO II DE LOS PODERES DEL PAÍS VASCO

CAPÍTULO PRELIMINAR

Artículo 24.
1. Los poderes del País Vasco se ejercerán a través del Parlamento, del Gobierno y de su Presidente o
Lendakari.

2. Los Territorios Históricos conservarán y organizarán sus Instituciones forales de conformidad a lo
dispuesto en el artículo 3.º del presente Estatuto.

CAPÍTULO I DEL PARLAMENTO VASCO

Artículo 25.
1. El Parlamento Vasco ejerce la potestad legislativa, aprueba sus presupuestos e impulsa y controla la acción
del Gobierno Vasco, todo ello sin perjuicio de las competencias de las Instituciones a que se refiere el artículo
37 del presente Estatuto.

2. El Parlamento Vasco es inviolable.

Artículo 26.
1. El Parlamento Vasco estará integrado por un número igual de representantes de cada Territorio Histórico
elegidos por sufragio universal, libre, directo y secreto.

2. La circunscripción electoral es el Territorio Histórico.

3. La elección se verificará en cada Territorio Histórico atendiendo a criterios de representación proporcional.

4. El Parlamento Vasco será elegido por un período de cuatro años.

5. Una Ley Electoral del Parlamento Vasco regulará la elección de sus miembros y fijará las causas de
inelegibilidad e incompatibilidad que afecten a los puestos o cargos que se desempeñen dentro de su ámbito
territorial.

6. Los miembros del Parlamento Vasco serán Inviolables por los votos y opiniones que emitan en el ejercicio
de su cargo. Durante su mandato, por los actos delictivos cometidos en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma, no podrán ser detenidos ni retenidos sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en
todo caso, sobre su Inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia del País
Vasco. Fuera del ámbito territorial del País Vasco, la responsabilidad penal será exigible en los mismos
términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 27.
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros un Presidente, una Mesa y una Diputación Permanente;
funcionará en Pleno y Comisiones. El Parlamento fijará su Reglamento interno, que deberá ser aprobado por
la mayoría absoluta de sus miembros. El Parlamento aprobará su presupuesto y el Estatuto de su personal.
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2. Los períodos ordinarios de sesiones durarán como mínimo ocho meses al año.

3. La Cámara podrá reunirse en sesión extraordinaria a petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o
de la tercera parte de sus miembros. Las sesiones extraordinarias deberán convocarse con un orden del día
determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado.

4. La iniciativa legislativa corresponde a los miembros del Parlamento, al Gobierno y a las Instituciones
representativas a que se refiere el artículo 37 de este Estatuto, en los términos establecidos por la Ley. Los
miembros del Parlamento podrán, tanto en Pleno como en Comisiones, formular ruegos, preguntas,
interpelaciones y mociones en los términos que reglamentariamente se establezcan. La iniciativa popular
para la presentación de proposiciones de Ley, que hayan de ser tramitadas por el Parlamento Vasco, se
regulará por éste mediante Ley, de acuerdo con lo que establezca la Ley Orgánica prevista en el artículo 83 de
la Constitución.

5. Las Leyes del Parlamento serán promulgadas por el Presidente del Gobierno Vasco, el cual ordenará la
publicación de las mismas en el «Boletín Oficial del País Vasco» en el plazo de quince días de su aprobación y
en el «Boletín Oficial del Estado». A efectos de su vigencia regirá la fecha de publicación en el «Boletín Oficial
del País Vasco».

Artículo 28.
Corresponde, además, al Parlamento Vasco:

a) Designar los Senadores que han de representar al País Vasco, según lo previsto en el artículo 69.5 de la
Constitución, mediante el procedimiento que al efecto se señale en una Ley del propio Parlamento Vasco que
asegurará la adecuada representación proporcional.

b) Solicitar del Gobierno del Estado la adopción de un proyecto de Ley o remitir a la Mesa del Congreso una
proposición de Ley, delegando ante dicha Cámara a los miembros del Parlamento Vasco encargados de su
defensa.

c) Interponer el recurso de inconstitucionalidad.

CAPÍTULO II DEL GOBIERNO VASCO Y DEL PRESIDENTE O LENDAKARI

Artículo 29.
El Gobierno Vasco es el órgano colegiado que ostenta las funciones ejecutivas y administrativas del País Vasco.

Artículo 30.
Las atribuciones del Gobierno y su organización, basada en un Presidente y Consejeros, así como el Estatuto
de sus miembros, serán regulados por el Parlamento.

Artículo 31.
1. El Gobierno Vasco cesa tras la celebración de elecciones del Parlamento, en el caso de pérdida de la
confianza parlamentaria o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 32.
1. El Gobierno responde políticamente de sus actos, de forma solidaria, ante el Parlamento Vasco, sin
perjuicio de la responsabilidad directa de cada miembro por su gestión respectiva.

2. El Presidente del Gobierno y sus miembros, durante su mandato y por los actos delictivos cometidos en el
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, no podrán ser detenidos ni retenidos, sino en caso de flagrante
delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. Fuera del ámbito territorial del País Vasco, la responsabilidad
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penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 33.
1. El Presidente del Gobierno será designado de entre sus miembros por el Parlamento Vasco y nombrado por
el Rey.

2. El Presidente designa y separa los Consejeros del Gobierno, dirige su acción, ostentando a la vez la más alta
representación del País Vasco y la ordinaria del Estado en este territorio.

3. El Parlamento Vasco determinará por Ley la forma de elección del Presidente y sus atribuciones, así como
las relaciones del Gobierno con el Parlamento.

CAPÍTULO III DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA EN EL PAÍS VASCO

Artículo 34.
1. La organización de la Administración de Justicia en el País Vasco, que culminará en un Tribunal Superior
con competencia en todo el territorio de la Comunidad Autónoma y ante el que se agotarán las sucesivas
instancias procesales, se estructurará de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial. La
Comunidad Autónoma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 152 de la Constitución, participará en
la organización de las demarcaciones judiciales de ámbito inferior a la provincia y en la localización de su
capitalidad, fijando, en todo caso, su delimitación.

2. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco será nombrado por el Rey.

3. En la Comunidad Autónoma se facilitará el ejercicio de la acción popular y la participación en la
Administración de Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos
penales que la Ley procesal determine.

Artículo 35.
1. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios se efectuará en la forma prevista en las Leyes
Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial, siendo mérito preferente el
conocimiento del Derecho Foral Vasco y el del euskera, sin que pueda establecerse excepción alguna por
razón de naturaleza o de vecindad.

2. A instancias de la Comunidad Autónoma, el órgano competente deberá convocar los concursos y
oposiciones para cubrir las plazas vacantes de Magistrados, Jueces y Secretarios en el País Vasco, de acuerdo
con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial. Las plazas que quedasen vacantes en tales concursos y
oposiciones serán cubiertas por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, aplicando las normas que para
este supuesto se contengan en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

3. Corresponderá a la Comunidad Autónoma, dentro de su territorio, la provisión del personal al servicio de la
Administración de Justicia y de los medios materiales y económicos necesarios para su funcionamiento, en
los mismos términos en que se reserve tal facultad al Gobierno en la Ley Orgánica del Poder Judicial,
valorándose preferentemente, en los sistemas de provisión del personal, el conocimiento del Derecho Foral
Vasco y del euskera.

4. La Comunidad Autónoma y el Ministerio de Justicia mantendrán la colaboración precisa para la ordenada
gestión de la competencia asumida por el País Vasco.

Artículo 36.
La Policía Autónoma Vasca, en cuanto actúe como Policía Judicial, estará al servicio y bajo la dependencia de
la Administración de Justicia, en los términos que dispongan las Leyes procesales.
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CAPÍTULO IV DE LAS INSTITUCIONES DE LOS TERRITORIOS HISTÓRICOS

Artículo 37.
1. Los órganos forales de los Territorios Históricos se regirán por el régimen jurídico privativo de cada uno de
ellos.

2. Lo dispuesto en el presente Estatuto no supondrá alteración de la naturaleza del régimen foral específico o
de las competencias de los regímenes privativos de cada Territorio Histórico.

3. En todo caso tendrán competencias exclusivas dentro de sus respectivos territorios en las siguientes
materias:

a) Organización, régimen y funcionamiento de sus propias instituciones.

b) Elaboración y aprobación de sus presupuestos.

c) Demarcaciones territoriales de ámbito supramunicipal que no excedan los límites provinciales.

d) Régimen de los bienes provinciales y municipales, tanto de dominio público como patrimoniales o de
propios y comunales.

e) Régimen electoral municipal.

f) Todas aquellas que se especifiquen en el presente Estatuto o que les sean transferidas.

4. Les corresponderá, asimismo, el desarrollo normativo y la ejecución, dentro de su territorio, en las
materias que el Parlamento Vasco señale.

5. Para la elección de los órganos representativos de los Territorios Históricos se atenderá a criterios de
sufragio universal, libre, directo, secreto y de representación proporcional, con circunscripciones electorales
que procuren una representación adecuada de todas las zonas de cada territorio.

CAPÍTULO V DEL CONTROL DE LOS PODERES DEL PAÍS VASCO

Artículo 38.
1. Las Leyes del Parlamento Vasco solamente se someterán al control de constitucionalidad por el Tribunal
Constitucional.

2. Para los supuestos previstos en el artículo 150.1, de la Constitución se estará a lo que en el mismo se
dispone.

3. Los actos y acuerdos y las normas reglamentarias emanadas de los órganos ejecutivos y administrativos del
País Vasco serán recurribles ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 39.
Los conflictos de competencia que se puedan suscitar entre las Instituciones de la Comunidad Autónoma y las
de cada uno de sus Territorios Históricos se someterán a la decisión de una comisión arbitral, formada por un
número igual de representantes designados libremente por el Gobierno Vasco y por la Diputación Foral del
Territorio interesado, y presidida por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, conforme
al procedimiento que una Ley del Parlamento Vasco determine.

TÍTULO III HACIENDA Y PATRIMONIO

Artículo 40.
Para el adecuado ejercicio y financiación de sus competencias, el País Vasco dispondrá de su propia Hacienda
Autónoma.

Artículo 41.
1. Las relaciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco vendrán reguladas mediante el sistema
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foral tradicional de Concierto Económico o Convenios.

2. El contenido del régimen de Concierto respetará y se acomodará a los siguientes principios y bases:

a) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular,
dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las
normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el
propio Concierto, y a las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad
Autónoma. El Concierto se aprobará por Ley.

b) La exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de todos los impuestos, salvo los que se
integran en la Renta de Aduanas y los que actualmente se recaudan a través de Monopolios Fiscales, se
efectuará, dentro de cada Territorio Histórico, por las respectivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la
colaboración con el Estado y su alta inspección.

c) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos adoptarán los acuerdos pertinentes, con
objeto de aplicar en sus respectivos territorios las normas fiscales de carácter excepcional y coyuntural que
el Estado decida aplicar al territorio común, estableciéndose igual periodo de vigencia que el señalado para
éstas.

d) La aportación del País Vasco al Estado consistirá en un cupo global, integrado por los correspondientes
a cada uno de sus Territorios, como contribución a todas las cargas del Estado que no asuma la Comunidad
Autónoma.

e) Para el señalamiento de los cupos correspondientes a cada Territorio Histórico que integran el cupo
global antes señalado se constituirá una Comisión Mixta integrada, de una parte, por un representante de
cada Diputación Foral y otros tantos del Gobierno Vasco, y de otra por un número igual de representantes
de la Administración del Estado. El cupo así acordado se aprobará por Ley, con la periodicidad que se fije
en el Concierto, sin perjuicio de su actualización anual por el procedimiento que se establezca igualmente
en el Concierto.

f) El régimen de Conciertos se aplicará de acuerdo con el principio de solidaridad a que se refieren los
artículos 138 y 156 de la Constitución.

Artículo 42.
Los ingresos de la Hacienda General del País Vasco estarán constituidos por:

a) Las aportaciones que efectúen las Diputaciones Forales, como expresión de la contribución de los
Territorios Históricos a los gastos presupuestarios del País Vasco. Una Ley del Parlamento Vasco establecerá
los criterios de distribución equitativa y el procedimiento por el que, a tenor de aquéllos, se convendrá y harán
efectivas las aportaciones de cada Territorio Histórico.

b) Los rendimientos de los impuestos propios de la Comunidad Autónoma que establezca el Parlamento Vasco
de acuerdo con lo establecido en el artículo 157 de la Constitución y en la Ley Orgánica sobre financiación de
las Comunidades Autónomas.

c) Transferencias del Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de Derecho Privado.

e) El producto de las operaciones de crédito y emisiones de deuda.

f) Por cualesquiera otros ingresos que puedan establecerse en virtud de lo dispuesto en la Constitución y en el
presente Estatuto.
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Artículo 43.
1. Se integrarán en el patrimonio de la Comunidad Autónoma vasca los derechos y bienes del Estado u otros
organismos públicos afectos a servicios y competencias asumidas por dicha Comunidad.

2. El Parlamento Vasco resolverá sobre los órganos del País Vasco, a quienes se transferirá la propiedad o uso
de dichos bienes y derechos.

3. Una Ley del Parlamento Vasco regulará la administración, defensa y conservación del Patrimonio del País
Vasco.

Artículo 44.
Los Presupuestos Generales del País Vasco contendrán los ingresos y gastos de la actividad pública general, y
serán elaborados por el Gobierno Vasco y aprobados por el Parlamento Vasco de acuerdo con las normas que
éste establezca.

Artículo 45.
1. La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá emitir deuda pública para financiar gastos de inversión.

2. El volumen y características de las emisiones se establecerán de acuerdo con la ordenación general de la
política crediticia, y en coordinación con el Estado.

3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.

TÍTULO IV DE LA REFORMA DEL ESTATUTO

Artículo 46.
1. La reforma del Estatuto se ajustará, al siguiente procedimiento:

a) La iniciativa corresponderá al Parlamento Vasco, a propuesta de una quinta parte de sus componentes,
al Gobierno Vasco o a las. Cortes Generales del Estado Español.

b) La propuesta habrá de ser aprobada por el Parlamento Vasco por mayoría absoluta.

c) Requerirá, en todo caso, la aprobación de las Cortes Generales del Estado mediante Ley Orgánica.

d) Finalmente precisará la aprobación de los electores mediante referéndum.

2. El Gobierno Vasco podrá ser facultado, por delegación expresa del Estado, para convocar los referéndums a
que se refiere el presente artículo.

Artículo 47.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la reforma tuviera por objeto una mera alteración
de la organización de los poderes del País Vasco y no afectara a las relaciones de la Comunidad Autónoma con
el Estado o a los regímenes forales privativos de los Territorios Históricos, se podrá proceder de la siguiente
manera:

a) Elaboración del proyecto de reforma por el Parlamento Vasco.

b) Consulta a las Cortes Generales y a las Juntas Generales.

c) Si en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la consulta ningún órgano consultado se
declarase afectado por la reforma, se convocará, debidamente autorizado, un referéndum sobre el texto
propuesto.

d) Finalmente se requerirá la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica.

e) Si en el plazo señalado en la letra c) alguno de los órganos consultados se declarase afectado por la
reforma, ésta habrá de seguir el procedimiento previsto en el artículo 46, dándose por cumplidos los
trámites de los apartados a) y b) del número 1 del mencionado artículo.
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2. En el caso de que se produjera la hipótesis prevista en la disposición transitoria cuarta de la Constitución, el
Congreso y el Senado, en sesión conjunta y siguiendo el procedimiento reglamentario que, de común acuerdo
determinen, establecerán, por mayoría absoluta, qué requisitos de los establecidos en el artículo 46 se
aplicarán para la reforma del Estatuto, que deberán en todo caso incluir la aprobación del órgano foral
competente, la aprobación mediante Ley Orgánica, por las Cortes Generales, y el referéndum del conjunto de
los territorios afectados.

3. El segundo inciso de la letra b) del número 6 del artículo 17 del Estatuto podrá ser suprimido por mayoría
de tres quintos del Congreso y el Senado, y aprobación del Parlamento Vasco con posterior referéndum
convocado al efecto, debidamente autorizado.

Concierto-PV
Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco
En este tema: arts. 1 a 68 · 83 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2002-9969

CAPÍTULO I TRIBUTOS

SECCIÓN 1.ª NORMAS GENERALES

Artículo 1. Competencias de las Instituciones de los Territorios Históricos.
Uno. Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular,
dentro de su territorio, su régimen tributario.

Dos. La exacción, gestión, liquidación, inspección, revisión y recaudación de los tributos que integran el
sistema tributario de los Territorios Históricos corresponderá a las respectivas Diputaciones Forales.

Tres. Para la gestión, inspección, revisión y recaudación de los tributos concertados, las instituciones
competentes de los Territorios Históricos ostentarán las mismas facultades y prerrogativas que tiene
reconocidas la Hacienda Pública del Estado.

Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 2. Principios generales.
Uno. El sistema tributario que establezcan los Territorios Históricos seguirá los siguientes principios:
Primero. Respeto de la solidaridad en los términos prevenidos en la Constitución y en el Estatuto de
Autonomía. Segundo. Atención a la estructura general impositiva del Estado. Tercero. Coordinación,
armonización fiscal y colaboración con el Estado, de acuerdo con las normas del presente Concierto
Económico. Cuarto. Coordinación, armonización fiscal y colaboración mutua entre las instituciones de los
Territorios Históricos según las normas que, a tal efecto, dicte el Parlamento Vasco. Quinto. Sometimiento a
los Tratados o Convenios internacionales firmados y ratificados por el Estado español o a los que éste se
adhiera. En particular deberá atenerse a lo dispuesto en los Convenios internacionales suscritos por España
para evitar la doble imposición y en las normas de armonización fiscal de la Unión Europea, debiendo asumir
las devoluciones que proceda practicar como consecuencia de la aplicación de tales Convenios y normas.

Dos. Las normas de este Concierto se interpretarán de acuerdo con lo establecido en la Ley General Tributaria
para la interpretación de las normas tributarias.

Artículo 3. Armonización fiscal.
Los Territorios Históricos en la elaboración de la normativa tributaria:

a) Se adecuarán a la Ley General Tributaria en cuanto a terminología y conceptos, sin perjuicio de las
peculiaridades establecidas en el presente Concierto Económico.
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b) Mantendrán una presión fiscal efectiva global equivalente a la existente en el resto del Estado.

c) Respetarán y garantizarán la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación
de bienes, capitales y servicios en todo el territorio español, sin que se produzcan efectos discriminatorios, ni
menoscabo de las posibilidades de competencia empresarial ni distorsión en la asignación de recursos.

d) Utilizarán la misma clasificación de actividades ganaderas, mineras, industriales, comerciales, de servicios,
profesionales y artísticas que en territorio común, sin perjuicio del mayor desglose que de las mismas pueda
llevarse a cabo.

Artículo 4. Principio de colaboración.
Uno. Las instituciones competentes de los Territorios Históricos comunicarán a la Administración del Estado,
con la debida antelación a su entrada en vigor, los proyectos de disposiciones normativas en materia
tributaria. De igual modo, la Administración del Estado practicará idéntica comunicación a dichas
instituciones.

Dos. El Estado arbitrará los mecanismos que permitan la colaboración de las Instituciones del País Vasco en
los Acuerdos internacionales que incidan en la aplicación del presente Concierto Económico.

Tres. El Estado y los Territorios Históricos, en el ejercicio de las funciones que les competen en orden a la
gestión, inspección y recaudación de sus tributos, se facilitarán mutuamente, en tiempo y forma adecuados,
cuantos datos y antecedentes estimen precisos para su mejor exacción. En particular, ambas
Administraciones:

a) Se facilitarán, a través de sus centros de proceso de datos, toda la información que precisen. A tal efecto,
se establecerá la intercomunicación técnica necesaria. Anualmente se elaborará un plan conjunto y
coordinado de informática fiscal.

b) Los servicios de inspección prepararán planes conjuntos de inspección sobre objetivos, sectores y
procedimientos selectivos coordinados, así como sobre contribuyentes que hayan cambiado de domicilio,
entidades en régimen de transparencia fiscal y sociedades sujetas a tributación en proporción al volumen
de operaciones en el Impuesto sobre Sociedades.

Cuatro. El Estado y las Instituciones del País Vasco arbitrarán los procedimientos de intercambio de
información que garanticen el adecuado cumplimiento de los Tratados y Convenios internacionales del Estado
y, en particular, de la normativa procedente de la Unión Europea en materia de cooperación administrativa y
asistencia mutua.

Se modifica por el anexo de la Ley 28/2007, de 25 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18576

Artículo 5. Competencias exclusivas del Estado.
Constituirán competencias exclusivas del Estado las siguientes: Primera. La regulación, gestión, inspección,
revisión y recaudación de los derechos de importación y de los gravámenes a la importación en los Impuestos
Especiales y en el Impuesto sobre el Valor Añadido. Segunda. La alta inspección de la aplicación del presente
Concierto Económico, a cuyo efecto los órganos del Estado encargados de la misma emitirán anualmente, con
la colaboración del Gobierno Vasco y de las Diputaciones Forales, un informe sobre los resultados de la
referida aplicación.

SECCIÓN 2.ª IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS

Artículo 6. Normativa aplicable y exacción del Impuesto.
Uno. El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas es un tributo concertado de normativa autónoma. Su
exacción corresponderá a la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando el contribuyente
tenga su residencia habitual en el País Vasco.

Dos. Cuando los contribuyentes integrados en una unidad familiar tuvieran su residencia habitual en
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territorios distintos y optasen por la tributación conjunta, se entenderá competente la Administración del
territorio donde tenga su residencia habitual el miembro de dicha unidad con mayor base liquidable,
calculada conforme a su respectiva normativa.

Artículo 7. Retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del trabajo.
Uno. Las retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del trabajo se exigirán, conforme a su respectiva
normativa, por la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando correspondan a los que a
continuación se señalan:

a) Los procedentes de trabajos o servicios que se presten en el País Vasco. En el supuesto de que los
trabajos o servicios se presten en territorio común y vasco o no se pueda determinar el lugar en donde se
realicen los trabajos o servicios, se considerará que los trabajos o servicios se prestan en el territorio donde
se ubique el centro de trabajo al que esté adscrita la persona trabajadora. Asimismo en el caso de
teletrabajo y en los supuestos en que los trabajos o servicios se presten en el extranjero, o en buques,
embarcaciones, artefactos navales o plataformas fijas en el mar se entenderán prestados en el centro de
trabajo al que esté adscrita la persona trabajadora.

b) Los procedentes de pensiones, haberes pasivos y prestaciones percibidas de los Regímenes Públicos de
la Seguridad Social y Clases Pasivas, Instituto Nacional de Empleo, Montepíos, Mutualidades, fondos de
promoción de empleo, planes de pensiones, entidades de previsión social voluntaria así como las
prestaciones pasivas de empresas y otras entidades, cuando el perceptor tenga su residencia habitual en el
País Vasco.

c) Las retribuciones que se perciban por la condición de administradores y miembros de los Consejos de
Administración, de las Juntas que hagan sus veces y de otros órganos representativos, cuando la entidad
pagadora tenga su domicilio fiscal en el País Vasco. Tratándose de entidades que sean sujetos pasivos del
Impuesto sobre Sociedades exigible por el Estado y las Diputaciones Forales, las retenciones
corresponderán a ambas Administraciones en proporción al volumen de operaciones efectuado en cada
territorio. A estos efectos, se aplicará la proporción determinada en la última declaración-liquidación
efectuada por el Impuesto sobre Sociedades. Estas retenciones se exigirán conforme a la normativa foral o
común, según que a la entidad pagadora le resulte de aplicación la normativa foral o común del Impuesto
sobre Sociedades, y la inspección se realizará por los órganos de la Administración que corresponda por
aplicación de este mismo criterio. No obstante lo anterior, las normas relativas al lugar, forma y plazo de
presentación de las correspondientes declaraciones-liquidaciones serán las establecidas por la
Administración competente para su exacción.

Dos. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, corresponderán a la Administración del Estado las
retenciones relativas a las retribuciones, tanto activas como pasivas, incluidas las pensiones generadas por
persona distinta del perceptor, satisfechas por aquélla a los funcionarios y empleados en régimen de
contratación laboral o administrativa del Estado. Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior los
funcionarios y empleados de los Organismos autónomos y entidades públicas empresariales, Sociedades
mercantiles estatales, Consorcios de adscripción estatal, Fundaciones estatales, Universidades públicas no
transferidas, Autoridades Portuarias de los puertos que se encuentran en territorio vasco.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

Artículo 8. Pagos a cuenta por rendimientos de actividades económicas.
Uno. Las retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos derivados de actividades económicas se exigirán,
conforme a su respectiva normativa, por la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando el
obligado a retener o a ingresar a cuenta tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco. En
cualquier caso, se exigirán por la Administración del Estado o por las respectivas Diputaciones Forales cuando
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correspondan a rendimientos por ellas satisfechos. En la exacción de estas retenciones e ingresos a cuenta, las
Diputaciones Forales aplicarán idénticos tipos a los de territorio común.

Dos. Los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se exigirán,
conforme a su respectiva normativa, por la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando el
contribuyente tenga su residencia habitual en el País Vasco.

Artículo 9. Retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del capital mobiliario.
Uno. Las retenciones e ingresos a cuenta por rendimientos del capital mobiliario se exigirán, conforme a su
respectiva normativa, por la Administración del Estado o por la Diputación Foral competente, de acuerdo con
las siguientes normas: Primera. Se exigirán por la Diputación Foral competente por razón del territorio las
correspondientes a:

a) Rendimientos obtenidos por la participación en fondos propios de cualquier entidad, así como los
intereses y demás contraprestaciones de obligaciones y títulos similares, cuando tales rendimientos sean
satisfechos por entidades que tributen exclusivamente por el Impuesto sobre Sociedades en el País Vasco.
Tratándose de sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades exigible por el Estado y las Diputaciones
Forales del País Vasco, la retención corresponderá a ambas Administraciones en proporción al volumen de
operaciones efectuado en cada territorio. A estos efectos, se aplicará la proporción determinada en la
última declaración-liquidación efectuada por el Impuesto sobre Sociedades. Estas retenciones se exigirán
conforme a la normativa foral o común según que a la entidad pagadora le resulte de aplicación la
normativa foral o común del Impuesto sobre Sociedades, y la inspección se realizará por los órganos de la
Administración que corresponda por aplicación de este mismo criterio. No obstante lo anterior, las normas
relativas al lugar, forma y plazo de presentación de las correspondientes declaraciones-liquidaciones serán
las establecidas por la Administración competente para su exacción.

b) Intereses y demás contraprestaciones de las deudas y empréstitos emitidos por la Comunidad
Autónoma, Diputaciones Forales, Ayuntamientos y demás Entes de la Administración territorial e
institucional del País Vasco, cualquiera que sea el lugar en el que se hagan efectivas. Los que correspondan
a emisiones realizadas por el Estado, otras Comunidades Autónomas, Corporaciones de territorio común y
demás Entes de sus Administraciones territoriales e institucionales, aun cuando se satisfagan en territorio
vasco, serán exigidas por el Estado.

c) Los intereses y demás contraprestaciones de operaciones pasivas de los Bancos, Cajas de Ahorro,
Cooperativas de Crédito y entidades equiparadas a las mismas, así como de las efectuadas en cualquier otro
establecimiento de crédito o institución financiera, cuando el perceptor del rendimiento tenga su
residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco.

d) Los rendimientos derivados de operaciones de capitalización y de contratos de seguros de vida o
invalidez, cuando el beneficiario de los mismos o el tomador del seguro en caso de rescate tenga su
residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco.

e) Las rentas vitalicias y otras temporales que tengan por causa la imposición de capitales, cuando el
beneficiario de las mismas tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco.

f) Los rendimientos procedentes de la propiedad intelectual, cuando el sujeto pasivo no sea el autor y, en
todo caso, los de la propiedad industrial y de la prestación de asistencia técnica, cuando la persona o
entidad que los satisfaga se halle domiciliada fiscalmente en el País Vasco.

g) Los procedentes del arrendamiento de bienes, derechos, negocios o minas y análogos, cuando estén
situados en territorio vasco. Segunda. Cuando se trate de intereses de préstamos garantizados con hipoteca
inmobiliaria, será competente para exigir la retención la Administración del territorio donde radiquen los
bienes objeto de la garantía. Cuando los bienes hipotecados estuvieran situados en territorio común y
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vasco, corresponderá a ambas Administraciones exigir la retención, a cuyo fin se prorratearán los intereses
proporcionalmente al valor de los bienes objeto de hipoteca, salvo en el supuesto de que hubiese especial
asignación de garantía, en cuyo caso será esta cifra la que sirva de base para el prorrateo. Tercera. Cuando
se trate de intereses de préstamos garantizados con hipoteca mobiliaria o prenda sin desplazamiento, la
retención se exigirá por la Administración del territorio donde la garantía se inscriba. Cuarta. Cuando se
trate de intereses de préstamos simples, del precio aplazado en la compraventa y otros rendimientos
derivados de la colocación de capitales, las retenciones se exigirán por la Administración del territorio
donde se halle situado el establecimiento o tenga su residencia habitual o domicilio fiscal la entidad o
persona obligada a retener.

Dos. En la exacción de las retenciones e ingresos a cuenta a que se refiere este artículo, las Diputaciones
Forales aplicarán idénticos tipos a los de territorio común.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

Artículo 10. Retenciones e ingresos a cuenta por determinadas ganancias patrimoniales.
Uno. Las retenciones relativas a las ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión o reembolso de
acciones y participaciones de Instituciones de Inversión Colectiva, así como de la transmisión de derechos de
suscripción, se exigirán, conforme a su respectiva normativa, por la Administración del Estado o por la
Diputación Foral competente por razón del territorio, según que el accionista o partícipe tenga su residencia
habitual o domicilio fiscal en territorio común o vasco.

Dos. Las retenciones correspondientes al Gravamen especial sobre los premios de determinadas loterías y
apuestas se exigirán, conforme a su respectiva normativa, por la Administración del Estado o por la
Diputación Foral competente por razón del territorio según que el perceptor de los mismos tenga su
residencia habitual o domicilio fiscal en territorio común o vasco. Las retenciones e ingresos a cuenta
correspondientes a premios distintos de los especificados en el párrafo anterior que se entreguen como
consecuencia de la participación en juegos, concursos, rifas o combinaciones aleatorias, estén o no
vinculados a la oferta, promoción o venta de determinados bienes, productos o servicios, se exigirán,
conforme a su respectiva normativa, por la Administración del Estado o por la Diputación Foral competente
por razón del territorio, según que el pagador de los mismos tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en
territorio común o vasco. En la exacción de las retenciones e ingresos a cuenta a que se refiere este apartado,
las Diputaciones Forales aplicarán idénticos tipos a los de territorio común.

Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 11. Otros pagos a cuenta.
Uno. Las retenciones e ingresos a cuenta correspondientes a rendimientos derivados del arrendamiento y
subarrendamiento de bienes inmuebles se exigirán, conforme a su respectiva normativa, por la Diputación
Foral competente por razón del territorio, cuando el obligado a retener o a ingresar a cuenta tenga su
residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco.

Dos. Las retenciones e ingresos a cuenta por cantidades abonadas a entidades y que, en virtud del régimen de
imputación de rentas, deban imputarse a contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
se exigirán, conforme a su respectiva normativa, por la Diputación Foral competente por razón del territorio,
cuando el obligado a retener o ingresar a cuenta tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en el País
Vasco.

Artículo 12. Eficacia de los pagos a cuenta.
A efectos de la liquidación del Impuesto sobre la Renta del perceptor, tendrán validez los pagos a cuenta que
se hayan realizado en uno y otro territorio, sin que ello implique, caso de que dichos pagos se hubieran
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ingresado en Administración no competente, la renuncia de la otra a percibir la cantidad a que tuviera
derecho, pudiendo reclamarla a la Administración en la que se hubiera ingresado.

Artículo 13. Entidades en régimen de imputación y atribución de rentas.
Uno. A las entidades en régimen de imputación de rentas se les aplicarán las normas establecidas en la
sección 3.ª de este capítulo. Para la exacción de las bases imputadas a sus socios, se tendrán en cuenta las
normas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del Impuesto sobre la Renta de no Residentes o
del Impuesto sobre Sociedades a que se refiere este Concierto, según el impuesto por el que tributen.

Dos. En los supuestos de atribución de rentas, la gestión e inspección de los entes sometidos a dicho régimen
corresponderá a la Administración de su domicilio fiscal. Para la exacción de la renta atribuida a sus socios,
comuneros o partícipes, se aplicarán las normas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
Impuesto sobre la Renta de no Residentes o del Impuesto sobre Sociedades a que se refiere este Concierto,
según el impuesto por el que tributen.

SECCIÓN 3.ª IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

Artículo 14. Normativa aplicable.
Uno. El Impuesto sobre Sociedades es un tributo concertado de normativa autónoma para los sujetos pasivos
que tengan su domicilio fiscal en el País Vasco. No obstante, los sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones
en el ejercicio anterior hubiera excedido de 12 millones de euros, y en dicho ejercicio hubieran realizado en
territorio común el 75 por ciento o más de su volumen de operaciones, quedarán sometidos a la normativa de
dicho territorio. Será de aplicación la normativa autónoma a los sujetos pasivos cuyo domicilio fiscal radique
en territorio común, su volumen de operaciones en el ejercicio anterior hubiera excedido de 12 millones de
euros y en dicho ejercicio hubieran realizado en el País Vasco el 75 por ciento o más de su volumen de
operaciones, salvo que se trate de sujetos pasivos que formen parte de un grupo fiscal y cuyo domicilio fiscal
radique en territorio común, su volumen de operaciones en el ejercicio anterior hubiera excedido de 12
millones de euros, en cuyo caso, será de aplicación la normativa autónoma únicamente si en dicho ejercicio
hubieran realizado en el País Vasco la totalidad de las operaciones.

Dos. Se entenderá por volumen de operaciones el importe total de las contraprestaciones, excluido el
Impuesto sobre el Valor Añadido y el recargo de equivalencia, en su caso, obtenido en un ejercicio por el
sujeto pasivo en las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en su actividad. Tendrán la
consideración de entregas de bienes y prestaciones de servicios las operaciones definidas como tales en la
legislación reguladora del Impuesto sobre el Valor Añadido. Si el ejercicio anterior fuese inferior a un año, el
volumen de operaciones a que se refiere al apartado Uno anterior será el resultado de elevar al año las
operaciones realizadas durante el ejercicio.

Tres. A los efectos de lo previsto en esta Sección, se entenderá que un sujeto pasivo opera en uno u otro
territorio cuando, de acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 16, realice en ellos entregas de
bienes o prestaciones de servicios.

Cuatro. En el supuesto de inicio de la actividad se atenderá al volumen de las operaciones realizadas en el
primer ejercicio, y si éste fuese inferior a un año, el volumen de operaciones será el resultado de elevar al año
las operaciones realizadas durante el ejercicio. Hasta que se conozcan el volumen y el lugar de realización de
las operaciones en este ejercicio, se tomarán como tales, a todos los efectos, los que el sujeto pasivo estime en
función de las operaciones que prevea realizar durante el ejercicio de inicio de la actividad.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 1 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-
A-2025-8568
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el anexo de la Ley 28/2007, de 25 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18576
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Artículo 15. Exacción del Impuesto.
Uno. Corresponderá de forma exclusiva a las Diputaciones Forales la exacción del Impuesto sobre Sociedades
de los sujetos pasivos que tengan su domicilio fiscal en el País Vasco y su volumen de operaciones en el
ejercicio anterior no hubiere excedido de 12 millones de euros.

Dos. Los sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones en el ejercicio anterior hubiere excedido de 12 millones
de euros tributarán, cualquiera que sea el lugar en que tengan su domicilio fiscal, a las Diputaciones Forales, a
la Administración del Estado o a ambas Administraciones en proporción al volumen de operaciones realizado
en cada territorio durante el ejercicio. La proporción del volumen de operaciones realizada en cada territorio
durante el ejercicio se determinará por aplicación de las reglas que se establecen en el artículo siguiente y se
expresará en porcentaje redondeado con dos decimales.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 2 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2025-8568
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el anexo de la Ley 28/2007, de 25 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18576
Redactado el párrafo segundo del apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 143, de 15 de junio de 2002. Ref. BOE-
A-2002-11704

Artículo 16. Lugar de realización de las operaciones.
Se entenderán realizadas en el País Vasco las operaciones siguientes:

A) Entregas de bienes:

1.º Las entregas de bienes muebles corporales cuando se realice desde territorio vasco la puesta a
disposición del adquirente. Cuando los bienes deban ser objeto de transporte para su puesta a disposición
del adquirente, las entregas se entenderán realizadas en el lugar en que se encuentren aquéllos al tiempo
de iniciarse la expedición o el transporte. Esta regla tendrá las siguientes excepciones:

a) Si se trata de bienes transformados por quien realiza la entrega, se entenderá efectuada ésta en el territorio
vasco si se realizó en dicho territorio el último proceso de transformación de los bienes entregados.

b) Si se trata de entregas con instalación de elementos industriales fuera del País Vasco, se entenderán
realizadas en territorio vasco si los trabajos de preparación y fabricación se efectúan en dicho territorio y el
coste de la instalación o montaje no excede del 15 por 100 del total de la contraprestación. Correlativamente,
no se entenderán realizadas en territorio vasco las entregas de elementos industriales con instalación en
dicho territorio, si los trabajos de preparación y fabricación de dichos elementos se efectúan en territorio
común y el coste de la instalación o montaje no excede del 15 por 100 del total de la contraprestación. 2.º Las
entregas realizadas por los productores de energía eléctrica, cuando radiquen en territorio vasco los centros
generadores de la misma. 3.º Las entregas de bienes inmuebles cuando los bienes estén situados en territorio
vasco.

B) Prestaciones de servicios:

1.º Las prestaciones de servicios se entenderán realizadas en territorio vasco, cuando se efectúen desde
dicho territorio.

2.º Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior las prestaciones directamente relacionadas con
bienes inmuebles, las cuales se entenderán realizadas en el País Vasco cuando dichos bienes radiquen en
territorio vasco.

3.º Asimismo, se exceptúan de lo dispuesto en los apartados anteriores las operaciones de seguro y
capitalización, respecto de las cuales se aplicarán las reglas contenidas en el artículo 32 del presente
Concierto Económico.

C) No obstante lo dispuesto en las letras A) y B) anteriores, se entenderán realizadas en el País Vasco las
operaciones que a continuación se especifican, cuando el sujeto pasivo que las realice tenga su domicilio fiscal
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en territorio vasco:

1.º Las entregas realizadas por explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras y armadores de
buques de pesca de productos naturales no sometidos a procesos de transformación que procedan
directamente de sus cultivos, explotaciones o capturas.

2.º Los servicios de transporte, incluso los de mudanza, remolque y grúa.

3.º Los arrendamientos de medios de transporte.

D) Las operaciones que, con arreglo a los criterios establecidos en este artículo, se consideren realizadas en el
extranjero, se atribuirán a una u otra Administración en igual proporción que el resto de las operaciones.

E) Las entidades que no realicen las operaciones previstas en el párrafo segundo del apartado dos del artículo
14 tributarán a las Diputaciones Forales cuando tengan su domicilio fiscal en territorio vasco.

Artículo 17. Pagos a cuenta del Impuesto.
Uno. Las retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre Sociedades corresponderán a una u otra
Administración, conforme a los criterios establecidos a tal efecto en el presente Concierto para el Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas. Asimismo, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 12 respecto de
la eficacia de los pagos a cuenta realizados en una u otra Administración.

Dos. Los sujetos pasivos que deban tributar a ambas Administraciones ingresarán el pago fraccionado del
impuesto en proporción al volumen de operaciones realizado en cada territorio. A estos efectos, se aplicará la
proporción determinada en la última declaración-liquidación del Impuesto. No obstante lo dispuesto en el
párrafo anterior podrá aplicarse, previa comunicación a la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa
prevista en la sección 2.ª del capítulo III del presente Concierto Económico, una proporción diferente en los
siguientes supuestos:

a) Fusión, escisión, aportación de activos y canje de valores.

b) Inicio, cese, ampliación o reducción de actividad en territorio común o foral que implique una variación
significativa de la proporción calculada según el criterio especificado en el primer párrafo de este
apartado. En todo caso, se considerará que la variación es significativa cuando suponga la alteración de 15
o más puntos porcentuales en la proporción aplicable a cualquiera de los territorios.

Tres. El pago fraccionado efectivamente satisfecho a cada Administración se deducirá de la parte de la cuota
que corresponda a ésta.

Artículo 18. Gestión del Impuesto en los supuestos de tributación a ambas Administraciones.
En los casos de tributación a ambas Administraciones se aplicarán las siguientes reglas: Primera. El resultado
de las liquidaciones del Impuesto se imputará a las Administraciones del Estado y del País Vasco en
proporción al volumen de operaciones realizado en uno y otro territorio en cada período impositivo. Segunda.
Los sujetos pasivos que deban tributar a ambas Administraciones presentarán ante las mismas, dentro de los
plazos y con las formalidades reglamentarias, las declaraciones-liquidaciones procedentes en las que
constarán, en todo caso, la proporción aplicable y las cuotas o devoluciones que resulten ante cada una de las
Administraciones. Tercera. Las devoluciones que procedan serán efectuadas por las respectivas
Administraciones en la proporción que a cada una le corresponda.

Artículo 19. Inspección del Impuesto.
Uno. La inspección del impuesto se realizará por la Diputación Foral competente por razón del territorio
cuando el sujeto pasivo tenga su domicilio fiscal en el País Vasco. No obstante, la inspección de los sujetos
pasivos cuyo volumen de operaciones en el ejercicio anterior hubiera excedido de 12 millones de euros y en
dicho ejercicio hubieran realizado en territorio común el 75 por ciento o más de su volumen de operaciones
corresponderá a la Administración del Estado. Asimismo, la inspección de los sujetos pasivos cuyo domicilio
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fiscal radique en territorio común, su volumen de operaciones en el ejercicio anterior hubiera excedido de 12
millones de euros y en dicho ejercicio hubieran realizado en el País Vasco el 75 por ciento o más de su
volumen de operaciones, se realizará por la Diputación Foral competente por razón del territorio.

Dos. Las actuaciones inspectoras se ajustarán a la normativa de la Administración competente, de acuerdo
con lo previsto en el apartado anterior, sin perjuicio de la colaboración del resto de las Administraciones. Si
como consecuencia de las actuaciones inspectoras resultase una deuda a ingresar o una cantidad a devolver
que corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el pago correspondiente será efectuado por la
Administración actuante, sin perjuicio de las compensaciones que entre aquéllas procedan. Los órganos de la
inspección competente comunicarán los resultados de sus actuaciones al resto de las Administraciones
afectadas.

Tres. Lo establecido en el apartado anterior se entenderá sin perjuicio de las facultades que corresponden en
su territorio a las Diputaciones Forales en materia de comprobación e investigación, sin que sus actuaciones
puedan tener efectos económicos frente a los contribuyentes en relación con las liquidaciones definitivas
practicadas como consecuencia de actuaciones de los órganos de las Administraciones competentes.

Cuatro. Las proporciones fijadas en las comprobaciones por la Administración competente surtirán efectos
frente al sujeto pasivo en relación con las obligaciones liquidadas, sin perjuicio de las que, con posterioridad a
dichas comprobaciones, se acuerden con carácter definitivo entre ambas Administraciones.

Cinco. Las Administraciones Tributarias que no ostenten la competencia inspectora podrán verificar, con
independencia de dónde se entendieran realizadas, todas aquellas operaciones que pudieran afectar al cálculo
del volumen de operaciones atribuido por aquellas, a los solos efectos de comunicar lo actuado a la
Administración tributaria con competencia inspectora, sin que ello produzca efectos económicos para el
contribuyente.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 3 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-
A-2025-8568
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el anexo de la Ley 28/2007, de 25 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18576

SECCIÓN 3.ª BIS. IMPUESTO COMPLEMENTARIO

SECCIÓN 3.ª TER. IMPUESTO SOBRE EL MARGEN DE INTERESES Y COMISIONES DE DETERMINADAS ENTIDADES F

Artículo 20. Agrupaciones de interés económico y uniones temporales de empresas, y grupos fiscales.
Uno. El régimen tributario de las agrupaciones de interés económico y uniones temporales de empresas,
corresponderá al País Vasco cuando la totalidad de las entidades que las integren estén sujetas a normativa
foral. Estas entidades imputarán a sus socios la parte correspondiente del importe de las operaciones
realizadas en uno y otro territorio, que será tenida en cuenta por éstos para determinar la proporción de sus
operaciones.

Dos. 1. Los grupos fiscales estarán sujetos al régimen de consolidación fiscal foral cuando todas las entidades
que forman el grupo fiscal estuvieran sujetas a normativa foral en régimen de tributación individual, y estarán
sujetos al régimen de consolidación fiscal de territorio común cuando todas las entidades que forman el grupo
fiscal estuvieran sujetas a normativa de territorio común en régimen de tributación individual. A estos efectos,
se considerarán excluidas del grupo fiscal las entidades que estuvieran sujetas a la otra normativa. La
competencia inspectora de los grupos fiscales corresponderá a la Administración Tributaria cuya normativa
sea aplicable de acuerdo con las normas establecidas en el presente artículo. En todo caso, se aplicará idéntica
normativa a la establecida en cada momento por el Estado para la definición de grupo fiscal, entidad
dominante, entidades dependientes, entidad representante, grado de dominio y operaciones internas del
grupo. 2. Para la aplicación del régimen de consolidación fiscal de los grupos fiscales se seguirán las reglas
siguientes: Primera. Las entidades integrantes del grupo presentarán, de conformidad con las normas
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generales a que se refiere este Concierto, la declaración establecida para el régimen de tributación individual.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la entidad representante del grupo fiscal presentará a cada
una de las Administraciones los estados contables consolidados del grupo fiscal. Segunda. El grupo fiscal
tributará, en todo caso, a una y otra Administración en función del volumen de operaciones realizado en uno
y otro territorio. A estos efectos, el volumen de operaciones realizado en cada territorio estará constituido por
la suma o agregación de las operaciones que cada una de las entidades integrantes del grupo fiscal efectúen en
el mismo, antes de las eliminaciones intergrupo que procedan. 3. Para la determinación de la proporción del
volumen de operaciones efectuado en cada territorio en los casos a que se refiere el segundo párrafo de la
letra c) del apartado Uno del artículo 7, el segundo párrafo de la letra a) del apartado Uno del artículo 9 y el
segundo párrafo del apartado Dos del artículo 23, se atenderá en todo caso al volumen de operaciones del
grupo definido en la regla segunda del apartado anterior.

Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Redactado el párrafo primero del apartado 2.1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 143, de 15 de junio de 2002. Ref. 
BOE-A-2002-11704

Artículo 20 bis. Impuesto Complementario.
Uno. El Impuesto Complementario es un tributo concertado de normativa autónoma para aquellos
contribuyentes que formen parte de un grupo multinacional o de un grupo nacional de gran magnitud a cuyo
sustituto del contribuyente le resulte de aplicación la normativa foral del Impuesto sobre Sociedades de
acuerdo con las normas del artículo 14 o, en su caso, la del Impuesto sobre la Renta de no Residentes de
conformidad con lo previsto en el artículo 21, siempre que el grupo multinacional o nacional de gran
magnitud cuente en territorio español, a su vez, con un grupo fiscal sujeto al régimen de consolidación fiscal
foral y otro sujeto al régimen de consolidación fiscal de territorio común. A los efectos de lo dispuesto en el
párrafo anterior, se tomará en consideración la normativa del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto
sobre la Renta de no Residentes correspondiente al último período impositivo de los citados impuestos que
finalice o hubiera finalizado a la fecha de devengo del Impuesto Complementario. Por el contrario, a los
contribuyentes que formen parte de un grupo multinacional o de un grupo nacional de gran magnitud que no
cuente en territorio español con dos grupos fiscales sujetos respectivamente al régimen de consolidación
fiscal foral y común se les aplicará la normativa autónoma cuando el sustituto del contribuyente del grupo
multinacional o de gran magnitud tenga su domicilio fiscal en el País Vasco. No obstante, cuando el volumen
de operaciones de dicho grupo hubiese excedido de 12 millones de euros en el ejercicio anterior y en dicho
ejercicio el grupo hubiese realizado en territorio común el 75 por ciento o más de su volumen de operaciones,
los contribuyentes que formen parte de dicho grupo quedarán sometidos a la normativa de territorio común.
En el supuesto de contribuyentes que formen parte de un grupo multinacional o de un grupo nacional de gran
magnitud que no cuente en territorio español con dos grupos fiscales sujetos respectivamente al régimen de
consolidación fiscal foral y común, les será de aplicación la normativa común cuando formen parte de un
grupo multinacional o nacional de gran magnitud cuyo sustituto del contribuyente tenga su domicilio fiscal en
territorio común. No obstante, cuando el volumen de operaciones del grupo hubiese excedido de 12 millones
de euros en el ejercicio anterior y en dicho ejercicio el grupo hubiese realizado en el País Vasco el 75 por
ciento o más de su volumen de operaciones, los contribuyentes que formen parte de dicho grupo quedarán
sometidos a la normativa autónoma. A efectos de lo dispuesto en los dos párrafos anteriores, el volumen de
operaciones del grupo estará constituido por la suma o agregación del volumen de operaciones, determinado
a efectos del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, de cada entidad
constitutiva radicada en territorio español, antes de las eliminaciones intergrupo que procedan,
correspondiente al período impositivo anterior al último período de los citados impuestos que finalice o
hubiera finalizado a la fecha de devengo del Impuesto Complementario y el volumen de operaciones realizado
por el grupo en cada territorio estará constituido por la suma o agregación de las operaciones realizadas en
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cada territorio por cada entidad constitutiva, antes de las eliminaciones intergrupo que procedan,
determinadas o que se determinen a estos efectos según las reglas del Impuesto sobre Sociedades o del
Impuesto sobre la Renta de no Residentes para el mismo período. En todo caso se aplicará idéntica normativa
a la establecida en cada momento por el Estado para la definición del contribuyente, del sustituto del
contribuyente y de las reglas para la atribución a cada entidad constitutiva del Impuesto Complementario
nacional, del primario y del secundario.

Dos. La entidad que tenga la consideración de sustituto del contribuyente presentará la autoliquidación del
impuesto y procederá al pago de la deuda tributaria ante las Administraciones competentes de acuerdo con las
reglas establecidas en este apartado. El Impuesto Complementario nacional, primario o secundario de cada
contribuyente se ingresará ante las Administraciones competentes, común o foral, en función o bien de su
domicilio fiscal, o bien en idéntica proporción a su volumen de operaciones, de conformidad con lo previsto
en el artículo 15, correspondiente al último período impositivo del Impuesto sobre Sociedades o, en su caso,
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, que finalice o hubiera finalizado a la fecha de devengo del
Impuesto Complementario. Tratándose de contribuyentes que en el mencionado período impositivo hayan
tributado en el Impuesto sobre Sociedades o, en su caso, en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes,
aplicando el régimen de consolidación fiscal de los grupos fiscales, se atenderá en todo caso al volumen de
operaciones del grupo fiscal.

Tres. En los casos de tributación a ambas Administraciones se aplicarán las siguientes reglas: Primera. El
resultado de las liquidaciones del impuesto se imputará a las Administraciones del Estado y del País Vasco de
conformidad con los criterios establecidos en el apartado dos anterior. Segunda. El sustituto del contribuyente
obligado a la presentación de la autoliquidación y al pago de la deuda tributaria del impuesto presentará ante
las Administraciones competentes para su exacción, dentro de los plazos y con las formalidades
reglamentarias, las autoliquidaciones procedentes en las que constarán, en todo caso, la proporción aplicable
y las cuotas que resulten ante cada una de las Administraciones.

Cuatro. La declaración informativa y las demás comunicaciones y obligaciones formales exigidas en la
normativa del Impuesto Complementario se presentarán ante la Administración a quien corresponda la
competencia inspectora en el Impuesto sobre Sociedades, o en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes de
la entidad constitutiva o, en su caso, de la entidad designada por el grupo multinacional o nacional de gran
magnitud.

Cinco. La competencia inspectora sobre los sujetos pasivos corresponderá a la Administración Tributaria cuya
normativa sea aplicable de acuerdo con las normas establecidas en el apartado uno de este artículo. No
obstante, la competencia para la comprobación del volumen de operaciones señalado en los apartados uno y
dos anteriores se realizará por la Administración común o foral, en función de que las entidades del grupo
cuyo volumen de operaciones se comprueba apliquen en el Impuesto sobre Sociedades, o en su caso, en el
Impuesto sobre la Renta de no Residentes, normativa de territorio común o foral. Las actuaciones inspectoras
se ajustarán a la normativa de la Administración competente, sin perjuicio de la colaboración del resto de las
Administraciones tributarias. A estos efectos, la Administración competente solicitará la colaboración de los
órganos inspectores de la Administración que tenga la competencia inspectora del Impuesto sobre Sociedades
o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, cuando sea necesario realizar actuaciones con entidades cuya
competencia en los citados impuestos no le corresponda. La colaboración de los órganos inspectores de la
Administración no competente se plasmará en un informe que no tendrá efectos vinculantes frente a la
Administración competente. Si como consecuencia de dichas actuaciones resultase una deuda a ingresar que
corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el pago correspondiente se efectuará por la Administración
actuante, sin perjuicio de las compensaciones que entre aquéllas procedan. Los órganos de la inspección
competente comunicarán los resultados de sus actuaciones al resto de las Administraciones afectadas. Lo
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establecido en los párrafos anteriores se entenderá sin perjuicio de las facultades que corresponden en su
territorio a las Diputaciones Forales en materia de comprobación e investigación, sin que sus actuaciones
puedan tener efectos económicos frente a los contribuyentes en relación con las liquidaciones definitivas
practicadas como consecuencia de actuaciones de los órganos de las Administraciones competentes. Las
proporciones para la atribución a cada entidad constitutiva del Impuesto Complementario nacional, del
primario y del secundario serán fijadas en las comprobaciones por la Administración competente y surtirán
efectos frente al contribuyente en relación con las obligaciones liquidadas, sin perjuicio de las que con
posterioridad a dichas comprobaciones se acuerden con carácter definitivo entre las Administraciones
competentes.

Se añade por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 4 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2025-8568

Artículo 20 ter. Impuesto sobre el margen de intereses y comisiones de determinadas entidades 
financieras.
Uno. El Impuesto sobre el margen de intereses y comisiones de determinadas entidades financieras es un
tributo concertado de normativa autónoma para los contribuyentes del impuesto a quienes, según lo previsto
en el artículo 14, resulte de aplicación la normativa foral en el Impuesto sobre Sociedades. En el caso de que el
contribuyente sea una sucursal en territorio español de una entidad de crédito extranjera, la normativa
autónoma se aplicará a los contribuyentes del impuesto a quienes, según lo previsto en el artículo 21 resulte
de aplicación la normativa foral en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

Dos. Los contribuyentes tributarán, en todo caso, a una y otra Administración en función del volumen de
operaciones realizado en uno y otro territorio. A estos efectos, la proporción del volumen de operaciones
realizado en cada territorio será la establecida en el artículo 15 para la exacción del Impuesto sobre
Sociedades.

Tres. La gestión del impuesto así como el ingreso del pago fraccionado en los supuestos de tributación a
ambas Administraciones se realizarán conforme a las reglas previstas en los artículos 17 y 18. Las
devoluciones que procedan serán efectuadas por las respectivas Administraciones en la cuantía que a cada
una le corresponda.

Cuatro. La inspección del impuesto se realizará por la Administración que, según lo establecido en el apartado
Uno de este artículo, ostente la competencia normativa respecto al contribuyente y conforme a las reglas
previstas en el artículo 19.
Se añade por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 5 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2025-8568

SECCIÓN 4.ª IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES

Artículo 21. Normativa aplicable.
Uno. El Impuesto sobre la Renta de no Residentes es un tributo concertado de normativa autónoma. Cuando
se graven rentas obtenidas mediante establecimientos permanentes de personas o entidades residentes en el
extranjero, la normativa autónoma se aplicará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14. Cuando se
graven rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente, resultará de aplicación la normativa
correspondiente a la Diputación Foral competente por razón del territorio, cuando las rentas se entiendan
obtenidas o producidas en el País Vasco de acuerdo con lo dispuesto en los apartados Dos a Seis del artículo
22. En los supuestos a que se refiere el apartado Cuatro del artículo 22 resultará de aplicación la normativa,
foral o común, según que a las entidades o establecimientos permanentes que satisfagan las correspondientes
rentas les resulte de aplicación la normativa foral o común del Impuesto sobre Sociedades o el Impuesto sobre
la Renta de no Residentes y la inspección se realizará por los órganos de la Administración que corresponda
por aplicación de este mismo criterio. No obstante lo anterior, las normas relativas al lugar, forma y plazo de
presentación de las correspondientes declaraciones-liquidaciones serán las establecidas por la
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Administración competente para su exacción. La opción de tributación por el Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas se ejercerá ante la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando la renta
obtenida en territorio vasco represente la mayor parte de la totalidad de la renta obtenida en España. En el
caso de que el contribuyente tenga derecho a la devolución, esta será satisfecha por las Diputaciones Forales
con independencia del lugar de obtención de las rentas dentro del territorio español.

Dos. Se entenderá que una persona física o una entidad opera mediante establecimiento permanente cuando
por cualquier título disponga, de forma continuada o habitual, de instalaciones o lugares de trabajo de
cualquier índole, en los que se realice toda o parte de su actividad, o actúe en él por medio de un agente
autorizado para contratar, en nombre y por cuenta del sujeto pasivo no residente, que ejerza con habitualidad
dichos poderes. En particular, se entenderá que constituyen establecimiento permanente las sedes de
dirección, las sucursales, las oficinas, las fábricas, los talleres, los almacenes, tiendas u otros
establecimientos, las minas, los pozos de petróleo o de gas, las canteras, las explotaciones agrícolas, forestales
o pecuarias o cualquier otro lugar de exploración o de extracción de recursos naturales, y las obras de
construcción, instalación o montaje cuya duración exceda de seis meses.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 6 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-
A-2025-8568
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

Artículo 22. Exacción del Impuesto.
Uno. Cuando se graven rentas obtenidas mediante establecimiento permanente, la exacción del Impuesto
corresponderá a una u otra Administración o a ambas conjuntamente, en los términos especificados en el
artículo 15 anterior.

Dos. Cuando se graven rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente, la exacción del
Impuesto corresponderá a la Diputación Foral competente por razón del territorio, cuando las rentas se
entiendan obtenidas o producidas en el País Vasco por aplicación de los siguientes criterios:

a) Los rendimientos de explotaciones económicas, cuando las actividades se realicen en territorio vasco.

b) Los rendimientos derivados de prestaciones de servicios, tales como la realización de estudios,
proyectos, asistencia técnica, apoyo a la gestión, así como de servicios profesionales, cuando la prestación
se realice o se utilice en territorio vasco. Se entenderán utilizadas en territorio vasco las prestaciones que
sirvan a actividades empresariales o profesionales realizadas en territorio vasco o se refieran a bienes
situados en el mismo. Se atenderá al lugar de la utilización del servicio cuando éste no coincida con el de
su realización.

c) Los rendimientos que deriven, directa o indirectamente, del trabajo: a’) Cuando provengan de una
actividad personal desarrollada en el País Vasco. b’) Las pensiones y demás prestaciones similares, cuando
deriven de un empleo prestado en territorio vasco. c’) Las retribuciones que se perciban por la condición
de administradores y miembros de los Consejos de Administración, de las Juntas que hagan sus veces o de
órganos representativos en toda clase de entidades, conforme a lo previsto en el apartado Cuatro de este
artículo.

d) Los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de la actuación personal en territorio vasco de
artistas o deportistas o de cualquier otra actividad relacionada con dicha actuación, aun cuando se
perciban por persona o entidad distinta del artista o deportista.

e) Los dividendos y otros rendimientos derivados de la participación en fondos propios de entidades
públicas vascas, así como los derivados de la participación en fondos propios de entidades privadas en la
cuantía prevista en el apartado Cuatro de este artículo.

f) Los intereses, cánones y otros rendimientos del capital mobiliario: a’) Satisfechos por personas físicas
con residencia habitual en el País Vasco o entidades públicas vascas, así como los satisfechos por entidades
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privadas o establecimientos permanentes en la cuantía prevista en el apartado Cuatro de este artículo. b’)
Cuando retribuyan prestaciones de capital utilizadas en territorio vasco. Cuando estos criterios no
coincidan, se atenderá al lugar de utilización del capital cuya prestación se retribuye.

g) Los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados en territorio vasco
o de derechos relativos a los mismos.

h) Las rentas imputadas a los contribuyentes personas físicas titulares de bienes inmuebles urbanos
situados en territorio vasco.

i) Las ganancias patrimoniales derivadas de valores emitidos por personas o entidades públicas vascas, así
como las derivadas de valores emitidos por entidades privadas en la cuantía prevista en el apartado Cuatro
de este artículo.

j) Las ganancias patrimoniales derivadas de bienes inmuebles situados en territorio vasco o de derechos
que deban cumplirse o se ejerciten en dicho territorio. En particular, se consideran incluidas en esta letra:
a’) Las ganancias patrimoniales derivadas de derechos o participaciones en una entidad, residente o no,
cuyo activo esté constituido, principalmente, por bienes inmuebles situados en territorio vasco. b’) Las
ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de derechos o participaciones en una entidad,
residente o no, que atribuyan a su titular el derecho de disfrute sobre bienes inmuebles situados en
territorio vasco.

k) Las ganancias patrimoniales derivadas de otros bienes muebles situados en territorio vasco o de
derechos que deban cumplirse o se ejerciten en dicho territorio.

Tres. Cuando con arreglo a los criterios señalados en el apartado anterior, una renta se pudiera entender
obtenida simultáneamente en ambos territorios, su exacción corresponderá a los Territorios Históricos
cuando el pagador, si es persona física, tenga su residencia habitual en el País Vasco; si fuera persona jurídica
o establecimiento permanente, se atenderá a lo dispuesto en el apartado Cuatro de este artículo.

Cuatro. En los supuestos a que se refieren la letra c´) de la letra c) y las letras e), f) e i) del apartado Dos
anterior, así como en el supuesto previsto en el apartado Tres, las rentas satisfechas por entidades privadas o
establecimientos permanentes se entenderán obtenidas o producidas en territorio vasco en la cuantía
siguiente:

a) Cuando se trate de entidades o establecimientos permanentes que tributen exclusivamente al País Vasco
la totalidad de las rentas que satisfagan.

b) Cuando se trate de entidades o establecimientos permanentes que tributen conjuntamente a ambas
Administraciones la parte de las rentas que satisfagan, en proporción al volumen de operaciones realizado
en el País Vasco. No obstante, en los supuestos a que se refiere esta letra, la Administración competente
para la exacción de la totalidad de los rendimientos será la del territorio a quien corresponda la
competencia inspectora de las personas, entidades o establecimientos permanentes que presenten la
liquidación en representación del no residente conforme a los criterios establecidos en el presente
Concierto Económico, sin perjuicio de la compensación que proceda practicar a la otra Administración por
la parte correspondiente a la proporción del volumen de operaciones realizado en el territorio de esta
última. Asimismo, las devoluciones que proceda practicar a los no residentes serán a cargo de la
Administración del territorio a quien corresponda la competencia inspectora de las personas, entidades o
establecimientos permanentes que presenten la liquidación en representación del no residente conforme a
los criterios establecidos en el presente Concierto Económico, sin perjuicio de la compensación que
proceda practicar a la otra Administración por la parte correspondiente al volumen de operaciones de la
entidad pagadora realizado en el territorio de esta última.

Cinco. El Gravamen Especial sobre Bienes Inmuebles de entidades no residentes corresponderá a la
Diputación Foral competente por razón del territorio, cuando el bien inmueble esté situado en territorio vasco.
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Seis. El Gravamen especial sobre los premios de determinadas loterías y apuestas exigible a no residentes sin
establecimiento permanente corresponderá a la Administración del Estado o Diputación Foral competente
por razón del territorio según que el punto de venta donde se adquiera el décimo fracción o cupón de lotería o
apuesta premiados se localice en territorio común o vasco.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

SECCIÓN 4.ª BIS. IMPUESTO SOBRE LOS DEPÓSITOS EN LAS ENTIDADES DE CRÉDITO

SECCIÓN 4.ª TER. IMPUESTO SOBRE EL VALOR DE LA PRODUCCIÓN DE LA ENERGÍA ELÉCTRICA

SECCIÓN 4.ª QUÁTER. IMPUESTO SOBRE LA PRODUCCIÓN DE COMBUSTIBLE NUCLEAR GASTADO Y RESIDUOS RADI

SECCIÓN 4.ª QUINQUIES. IMPUESTO SOBRE EL VALOR DE LA EXTRACCIÓN DE GAS, PETRÓLEO Y CONDENSADOS

Artículo 23. Pagos a cuenta.
Uno. Los pagos fraccionados que realicen los establecimientos permanentes y las retenciones e ingresos a
cuenta del Impuesto que se les practiquen por las rentas que perciban, se exigirán de acuerdo con las reglas
establecidas en las secciones 2.ª y 3.ª anteriores.

Dos. Las retenciones e ingresos a cuenta correspondientes a las rentas obtenidas por los contribuyentes que
operen sin establecimiento permanente se exigirán, conforme a su respectiva normativa, por la
Administración del territorio en el que se entiendan obtenidas las correspondientes rentas, conforme a lo
dispuesto en el artículo anterior. Asimismo, la inspección se realizará por los órganos de la Administración
que corresponda conforme a lo dispuesto en el mismo artículo. No obstante lo anterior, en los supuestos a los
que se refieren la letra c´) de la letra c) y las letras e), f) e i) del apartado dos y en el supuesto previsto en el
apartado tres, ambos del artículo anterior, se exigirán por las Diputaciones Forales en proporción al volumen
de operaciones realizado en el País Vasco correspondiente al obligado a retener, aplicando las reglas
especificadas en la sección 3.ª anterior. En estos supuestos las retenciones se ingresarán conforme la
normativa foral o común, según que a la entidad o establecimiento pagadores les resulte de aplicación la
normativa foral o común del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.
Asimismo, la inspección se realizará por los órganos de la Administración a la que corresponda la
competencia normativa, conforme a lo dispuesto anteriormente. Sin perjuicio de lo indicado en el párrafo
anterior, las normas relativas al lugar, forma y plazo de presentación de las correspondientes declaraciones-
liquidaciones serán las establecidas por la Administración competente para su exacción.

Tres. Asimismo, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 12 respecto de la eficacia de los pagos a cuenta
realizados en una u otra Administración.

Cuatro. Las retenciones correspondientes al Gravamen especial sobre los premios de determinadas loterías y
apuestas realizadas a contribuyentes no residentes sin establecimiento permanente, se exigirán por la
administración del Estado o Diputación Foral competente por razón del territorio según que el punto de venta
donde se adquiera el décimo, fracción, o cupón de lotería o apuesta premiados se localice en territorio común
o vasco.

Se modifica el apartado dos por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 7 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-
A-2025-8568
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

Artículo 23 bis. Gestión e inspección del impuesto.
Uno. Cuando se graven rentas obtenidas mediante establecimiento permanente, en los casos de tributación a
ambas Administraciones, se aplicarán las reglas de gestión del impuesto previstas en el artículo 18 anterior y
la inspección se realizará por la Administración que resulte competente aplicando las reglas previstas en el
artículo 19.
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Dos. Cuando se graven rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente, la gestión e
inspección del impuesto se realizará por la Administración que resulte competente aplicando las reglas
previstas en el apartado uno del artículo 21 anterior, sin perjuicio de lo establecido en el apartado cuatro del
artículo 22.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 8 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2025-8568
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 23 ter. Normativa aplicable y exacción del Impuesto.
Uno. El Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito es un tributo concertado que se regirá por
las mismas normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante lo
anterior, las instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán establecer los tipos de gravamen
de este impuesto dentro de los límites y en las condiciones vigentes en cada momento en territorio común.
Asimismo, las instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de
declaración e ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar
plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por
la Administración del Estado. Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan
nuevas formas de cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los
avances tecnológicos o modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y
procedimiento y las obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de
cumplimiento, garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de
información entre las Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto
Económico y el tratamiento de los mismos.

Dos. La exacción del Impuesto corresponderá a la Administración del Estado o a la Diputación Foral
competente por razón del territorio según que la sede central, sucursales u oficinas donde se mantengan los
fondos de terceros estén situadas en territorio común o vasco. No obstante, la exacción del impuesto derivada
de fondos mantenidos mediante sistemas de comercialización no presenciales y de aquellos otros no
susceptibles de territorialización se atribuirá a los Territorios Históricos del País Vasco en la proporción que
les corresponda según su participación en los depósitos territorializados.

Tres. Los pagos a cuenta del Impuesto se exigirán por una u otra Administración conforme al criterio
contenido en el apartado anterior.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 9 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-
A-2025-8568
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se añade por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 23 quáter. Normativa aplicable y exacción del Impuesto.
Uno. El Impuesto sobre el Valor de la Producción de la Energía Eléctrica es un tributo concertado que se regirá
por las mismas normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante, las
instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso
que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para
cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del
Estado. Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de
cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o
modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y procedimiento y las
obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento,
garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de información entre las
Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto Económico y el
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tratamiento de los mismos.

Dos. La exacción del Impuesto corresponderá a la Administración del Estado o a la Diputación Foral
competente por razón del territorio según que las instalaciones de producción de energía eléctrica radiquen
en territorio común o vasco.

Tres. Los pagos a cuenta del Impuesto se exigirán por una u otra Administración, conforme al criterio
contenido en el apartado Dos anterior.

Cuatro. Las devoluciones que procedan serán efectuadas por las respectivas Administraciones en la cuantía
que a cada una corresponda.

Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 10 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568
Se añade por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 23 quinquies. Normativa aplicable y exacción de los impuestos.
Uno. El Impuesto sobre la producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos resultantes de la
generación de energía nucleoeléctrica y el Impuesto sobre el almacenamiento de combustible nuclear gastado
y residuos radiactivos en instalaciones centralizadas son tributos concertados que se regirán por las mismas
normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante, las instituciones
competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que
contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada
período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.
Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de
cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o
modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y procedimiento y las
obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento,
garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de información entre las
Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto Económico y el
tratamiento de los mismos.

Dos. La exacción del Impuesto sobre la Producción de Combustible Nuclear Gastado y Residuos Radiactivos
Resultantes de la Generación de Energía Nucleoeléctrica corresponderá a la Administración del Estado o a la
Diputación Foral competente por razón del territorio según que las instalaciones donde se produzca el
combustible nuclear gastado y los residuos radiactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica
radiquen en territorio común o vasco.

Tres. La exacción del Impuesto sobre el Almacenamiento de Combustible Nuclear Gastado y Residuos
Radiactivos en Instalaciones Centralizadas corresponderá a la Administración del Estado o a la Diputación
Foral competente por razón del territorio según que las instalaciones donde se almacene el combustible y los
residuos radiquen en territorio común o vasco.

Cuatro. Los pagos a cuenta de estos impuestos se exigirán por una u otra Administración, conforme a los
criterios contenidos en los apartados Dos y Tres anteriores.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 11 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568
Se añade por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 23 sexies. Normativa aplicable y exacción del impuesto.
Uno. El Impuesto sobre el Valor de Extracción de Gas, Petróleo y Condensados es un tributo concertado que se
regirá por las mismas normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No
obstante, las instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de
declaración e ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar
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plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por
la Administración del Estado. Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan
nuevas formas de cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los
avances tecnológicos o modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y
procedimiento y las obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de
cumplimiento, garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de
información entre las Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto
Económico y el tratamiento de los mismos.

Dos. La exacción del Impuesto corresponderá a la Administración del Estado o a la Diputación Foral
competente por razón del territorio en función del lugar donde se ubique el área incluida dentro del perímetro
de referencia de la concesión de explotación del yacimiento a que se refiere el artículo 22 de la Ley 8/2015, de
21 de mayo, por la que se modifica la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, y por la que se
regulan determinadas medidas tributarias y no tributarias en relación con la exploración, investigación y
explotación de hidrocarburos. En caso de que el área incluida dentro del perímetro señalado en el párrafo
anterior se encuentre en territorio común y vasco, la exacción de impuesto se distribuirá proporcionalmente
entre ambas administraciones.

Tres. Los pagos a cuenta del Impuesto se exigirán por una u otra Administración, conforme al criterio
contenido en el apartado Dos anterior.

Cuatro. Las devoluciones que procedan serán efectuadas por las respectivas Administraciones en la cuantía
que a cada una corresponda.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 12 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568
Se añade por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

SECCIÓN 5.ª IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO

Artículo 24. Normativa aplicable y exacción del Impuesto.
El Impuesto sobre el Patrimonio es un tributo concertado de normativa autónoma. Se exigirá por la
Diputación Foral competente por razón del territorio o por el Estado, según que el contribuyente esté sujeto
por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas a una u otra Administración, con independencia del
territorio donde radiquen los elementos patrimoniales objeto de tributación. Tratándose de sujetos pasivos
por obligación real de contribuir, la exacción del Impuesto corresponderá a las Diputaciones Forales cuando
el mayor valor de los bienes y derechos radique en territorio vasco. A estos efectos, se entenderá que radican
en territorio vasco los bienes y derechos que estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de
cumplirse en dicho territorio. Cuando el no residente que hubiera tenido en el País Vasco su última residencia
opte por tributar conforme a la obligación personal, podrá tributar en territorio común o foral conforme a su
respectiva normativa.

SECCIÓN 6.ª IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES

Artículo 25. Normativa aplicable y exacción del Impuesto.
Uno. El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones es un tributo concertado de normativa autónoma.
Corresponderá su exacción a la Diputación Foral competente por razón del territorio en los siguientes casos:

a) En las adquisiciones «mortis causa» y las cantidades percibidas por los beneficiarios de seguros sobre la
vida para caso de fallecimiento, cuando el causante tenga su residencia habitual en el País Vasco a la fecha
del devengo. En el caso de que el causante tuviera su residencia en el extranjero cuando los contribuyentes
tuvieran su residencia en el País Vasco.

b) En las donaciones de bienes inmuebles y derechos sobre los mismos, cuando éstos bienes radiquen en
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territorio vasco. Si los bienes inmuebles radican en el extranjero, cuando el donatario tenga su residencia
habitual en el País Vasco a la fecha del devengo. A efectos de lo previsto en esta letra, tendrán la
consideración de donaciones de bienes inmuebles las transmisiones a título gratuito de los valores a que se
refiere el artículo 314 del Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley del Mercado de Valores.

c) En las donaciones de los demás bienes y derechos, cuando el donatario tenga su residencia habitual en
el País Vasco a la fecha del devengo.

d) En el supuesto en el que el contribuyente tuviera su residencia en el extranjero, cuando el mayor valor
de los bienes o derechos radique en territorio vasco, así como por la percepción de cantidades derivadas de
contratos de seguros sobre la vida, cuando el contrato haya sido realizado con entidades aseguradoras
residentes en el territorio vasco, o se hayan celebrado en el País Vasco con entidades extranjeras que
operen en él. A efectos de esta letra se entenderá que radican en territorio vasco los bienes y derechos que
estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de cumplirse en dicho territorio.

Dos. En los supuestos contemplados en las letras a) y c) del apartado anterior, las Diputaciones Forales
aplicarán las normas de territorio común cuando el causante o donatario hubiera permanecido en territorio
común un mayor número de días del periodo de los 5 años inmediatos anteriores, contados desde la fecha del
devengo del impuesto. Esta norma no será aplicable a quienes hayan conservado la condición política de
vascos con arreglo al artículo 7.º 2 del Estatuto de Autonomía.

Tres. Cuando en un documento se donasen por un mismo donante a favor de un mismo donatario bienes o
derechos y, por aplicación de los criterios especificados en el apartado Uno anterior, el rendimiento deba
entenderse producido en territorio común y vasco, corresponderá a cada uno de ellos la cuota que resulte de
aplicar al valor de los donados cuyo rendimiento se le atribuye, el tipo medio que, según sus normas,
correspondería al valor de la totalidad de los transmitidos.

Cuatro. Cuando proceda acumular donaciones, corresponderá al País Vasco la cuota que resulte de aplicar al
valor de los bienes y derechos actualmente transmitidos, el tipo medio que, según sus normas, correspondería
al valor de la totalidad de los acumulados. A estos efectos se entenderá por totalidad de los bienes y derechos
acumulados, los procedentes de donaciones anteriores y los que son objeto de la transmisión actual.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

SECCIÓN 7.ª IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO

Artículo 26. Normativa aplicable.
El Impuesto sobre el Valor Añadido es un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas
y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante, las instituciones competentes de los
Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que contendrán, al menos, los
mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que
no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado. Cuando las instituciones
competentes de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de cumplimiento de las obligaciones
formales de facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o modifiquen las existentes, también
podrán establecer las normas de gestión y procedimiento y las obligaciones formales exigibles en este
impuesto adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento, garantizando la disponibilidad de los datos precisos
para desarrollar los intercambios de información entre las Administraciones común y forales a que se refiere
el artículo 4 del presente Concierto Económico y el tratamiento de los mismos.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 13 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2025-8568
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Artículo 27. Exacción del Impuesto.
Uno. La exacción del Impuesto sobre el Valor Añadido se ajustará a las siguientes normas: Primera. Los
sujetos pasivos que operen exclusivamente en territorio vasco tributarán íntegramente a las correspondientes
Diputaciones Forales y los que operen exclusivamente en territorio común lo harán a la Administración del
Estado. Segunda. Cuando un sujeto pasivo opere en territorio común y vasco tributará a ambas
Administraciones en proporción al volumen de operaciones efectuado en cada territorio, determinado de
acuerdo con los puntos de conexión que se establecen en el artículo siguiente. Tercera. Los sujetos pasivos
cuyo volumen total de operaciones en el año anterior no hubiera excedido de 12 millones de euros tributarán
en todo caso, y cualquiera que sea el lugar donde efectúen sus operaciones, a la Administración del Estado,
cuando su domicilio fiscal esté situado en territorio común y a la Diputación Foral correspondiente cuando su
domicilio fiscal esté situado en el País Vasco.

Dos. Se entenderá como volumen total de operaciones el importe de las contraprestaciones, excluido el
Impuesto sobre el Valor Añadido y el recargo de equivalencia, en su caso, obtenido por el sujeto pasivo en las
entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en su actividad. En el supuesto de inicio de la
actividad, para el cómputo de la cifra de 12 millones de euros, se atenderá al volumen de operaciones
realizado en el primer año natural. Si el primer año de actividad no coincidiera con el año natural, para el
cómputo de la cifra anterior, las operaciones realizadas desde el inicio de las actividades se elevarán al año.

Tres. A los efectos de lo previsto en esta Sección, se entenderá que un sujeto pasivo opera en uno u otro
territorio cuando, de acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 28, realice en ellos entregas de
bienes o prestaciones de servicios.

Cuatro. La exacción del Impuesto correspondiente a las operaciones relacionadas con el tráfico
intracomunitario de bienes se realizará, salvo los supuestos especificados en los apartados siguientes de este
artículo, en los términos especificados en el apartado Uno anterior.

Cinco. La exacción del Impuesto por las adquisiciones intracomunitarias de medios de transporte nuevos
efectuadas por particulares o por personas o entidades cuyas operaciones estén totalmente exentas o no
sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido, corresponderá a la Administración del territorio común o vasco en
el que dichos medios de transporte se matriculen definitivamente.

Seis. La exacción del Impuesto se exigirá por la Administración del Estado o por la Diputación Foral
competente por razón del territorio, según que el sujeto pasivo esté domiciliado en territorio común o foral,
en los siguientes supuestos:

a) Las adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas al Impuesto por opción o por haberse superado el
límite cuantitativo establecido en la normativa reguladora del Impuesto, efectuadas por sujetos pasivos que
realicen exclusivamente operaciones que no originan derecho a deducción total o parcial de aquel, o por
personas jurídicas que no actúen como empresarios o profesionales.

b) Las adquisiciones intracomunitarias de bienes en régimen simplificado, régimen especial de la
agricultura, ganadería y pesca y régimen de recargo de equivalencia.

Siete. La exacción del Impuesto correspondiente al régimen especial aplicable a los servicios prestados por
empresarios o profesionales establecidos en la Comunidad, pero no en el Estado miembro de consumo, a
destinatarios que no tengan la condición de empresarios o profesionales actuando como tales, a las ventas a
distancia intracomunitarias de bienes y a determinadas entregas interiores de bienes facilitadas a través de
una interfaz digital y al régimen especial aplicable a las ventas a distancia de bienes importados de países o
territorios terceros, caracterizados por la tributación en destino e instrumentalizados mediante el mecanismo
de ventanilla única, cuando España sea el Estado miembro de identificación, corresponderá a la
Administración del Estado o a la Diputación Foral que ostente la competencia inspectora sobre los
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empresarios o profesionales establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto que hayan optado por la
aplicación de dichos regímenes, de acuerdo con las reglas establecidas en el apartado Seis del artículo 29. No
obstante, cuando en el régimen especial aplicable a las ventas a distancia de bienes importados de países o
territorios terceros se hubiese designado intermediario, la exacción del Impuesto corresponderá a la
Administración del Estado o a la Diputación Foral que ostente la competencia inspectora sobre los
intermediarios designados, de acuerdo con las reglas establecidas en el apartado seis del artículo 29.
Se modifican los apartados uno y dos por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 14 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de 
abril. Ref. BOE-A-2025-8568
Se modifica por el art. único de la Ley 1/2022, de 8 de febrero, en los términos establecidos en el anexo. Ref. BOE-A-2022-2051
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el anexo de la Ley 28/2007, de 25 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18576

Artículo 28. Lugar de realización de las operaciones.
Uno. A los efectos de este Concierto Económico, se entenderán realizadas en los Territorios Históricos del País
Vasco las operaciones sujetas al Impuesto de acuerdo con las siguientes reglas:

A) Entregas de bienes: 1 º. Las entregas de bienes muebles corporales, cuando se realice desde territorio
vasco la puesta a disposición del adquirente. Cuando los bienes deban ser objeto de transporte para su
puesta a disposición del adquirente, las entregas se entenderán realizadas en el lugar en que se encuentren
aquéllos al tiempo de iniciarse la expedición o el transporte. Esta regla tendrá las siguientes excepciones:

a) Si se trata de bienes transformados por quien realiza la entrega, se entenderá efectuada ésta en el
territorio vasco si se realizó en dicho territorio el último proceso de transformación de los bienes
entregados.

b) Si se trata de entregas con instalación de elementos industriales fuera del País Vasco, se entenderán
realizadas en territorio vasco si los trabajos de preparación y fabricación se efectúan en dicho territorio y
el coste de la instalación o montaje no excede del 15 por 100 del total de la contraprestación.
Correlativamente, no se entenderán realizadas en territorio vasco las entregas de elementos industriales
con instalación en dicho territorio si los trabajos de preparación y fabricación de dichos elementos se
efectúan en territorio común, y el coste de la instalación o montaje no excede del 15 por 100 del total de la
contraprestación.

c) Si se trata de bienes que deben ser objeto de expedición o transporte iniciado en otro Estado miembro, y
se cumplen los requisitos previstos en la normativa reguladora del Impuesto sobre el Valor Añadido para la
aplicación del régimen de ventas a distancia, la entrega se entenderá realizada en el País Vasco cuando
finalice en dicho territorio el referido transporte. 2 º. Las entregas realizadas por los productores de
energía eléctrica, cuando radiquen en territorio vasco los centros generadores de la misma. 3 º. Las
entregas de bienes inmuebles, cuando los bienes estén situados en territorio vasco.

B) Prestaciones de servicios: 1 º. Las prestaciones de servicios se entenderán realizadas en territorio vasco
cuando se efectúen desde dicho territorio. 2 º. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior, las
prestaciones directamente relacionadas con bienes inmuebles, las cuales se entenderán realizadas en el
País Vasco cuando dichos bienes radiquen en territorio vasco. 3 º. Asimismo, se exceptúan de lo dispuesto
en los apartados anteriores las operaciones de seguro y capitalización, respecto de las cuales se aplicarán
las reglas contenidas en el artículo 32 del presente Concierto Económico.

C) No obstante lo dispuesto en las letras anteriores, será competente para la exacción del Impuesto la
Administración del Estado cuando el domicilio fiscal del sujeto pasivo esté situado en territorio común, y la
Diputación Foral correspondiente cuando su domicilio fiscal esté situado en el País Vasco, en las
operaciones siguientes:

1.ª Las entregas realizadas por explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras y armadores
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de buques de pesca de productos naturales no sometidos a procesos de transformación, que procedan
directamente de sus cultivos, explotaciones o capturas.

2.ª Los servicios de transporte, incluso los de mudanza, remolque y grúa.

3.ª Los arrendamientos de medios de transporte.

Dos. Las entidades que no realicen las operaciones previstas en este artículo, tributarán a las Diputaciones
Forales cuando tengan su domicilio fiscal en territorio vasco.

Redactadas las letras A) y B) del apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 143, de 15 de junio de 2002. Ref. BOE-
A-2002-11704

Artículo 29. Gestión e inspección del Impuesto.
Uno. El resultado de las liquidaciones del Impuesto se imputará a las Administraciones competentes en
proporción al volumen de las contraprestaciones, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido,
correspondientes a las entregas de bienes y prestaciones de servicios gravadas y las exentas que originan
derecho a la deducción que se hayan realizado en los territorios respectivos durante cada año natural.

Dos. Las proporciones provisionalmente aplicables durante cada año natural serán las determinadas en
función de las operaciones del año precedente. La proporción provisional aplicable en los períodos de
liquidación del primer año natural del ejercicio de la actividad será fijada por el sujeto pasivo según su
previsión de las operaciones a realizar en cada territorio, sin perjuicio de la regularización final
correspondiente. No obstante lo previsto en el párrafo anterior, podrá aplicarse, previa comunicación a la
Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa prevista en la sección 2.ª del capítulo III del presente
Concierto Económico, una proporción diferente en los siguientes supuestos:

a) Fusión, escisión y aportación de activos.

b) Inicio, cese, ampliación o reducción de actividad en territorio común o foral que implique una variación
significativa de la proporción calculada según el criterio especificado en el primer párrafo de este
apartado. En todo caso, se considerará que la variación es significativa, cuando suponga la alteración de 15
o más puntos porcentuales en la proporción aplicable a cualquiera de los territorios.

Tres. En la última declaración-liquidación del Impuesto correspondiente a cada año natural, el sujeto pasivo
calculará las proporciones definitivas según las operaciones realizadas en dicho período, y practicará la
consiguiente regularización de las declaraciones efectuadas en los anteriores períodos de liquidación con
cada una de las Administraciones.

Cuatro. Los sujetos pasivos presentarán las declaraciones-liquidaciones del Impuesto ante las
Administraciones competentes para su exacción, en las que constarán, en todo caso, la proporción aplicable y
las cuotas que resulten ante cada una de las Administraciones.

Cinco. Las devoluciones que procedan serán efectuadas por las respectivas Administraciones en la cuantía que
a cada una le corresponda.

Seis. La inspección se realizará de acuerdo con los siguientes criterios:

a) La inspección de los sujetos pasivos que deban tributar exclusivamente a las Diputaciones Forales o, en
su caso, a la Administración del Estado, se llevará a cabo por las inspecciones de los tributos de cada una
de dichas Administraciones.

b) La inspección de los sujetos pasivos que deban tributar en proporción al volumen de sus operaciones
realizadas en territorio común y vasco se realizará de acuerdo con las siguientes reglas: Primera. Sujetos
pasivos con domicilio fiscal en territorio común: la comprobación e investigación será realizada por los
órganos de la Administración del Estado, que regularizarán la situación tributaria del sujeto pasivo frente a
todas las Administraciones competentes, incluyendo la proporción de tributación que corresponda a las
distintas Administraciones. En el caso de que el sujeto pasivo haya realizado en el ejercicio anterior en
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territorio vasco el 75 por 100 o más de sus operaciones o el cien por cien en el caso de entidades acogidas al
régimen especial de grupos de entidades, de acuerdo con los puntos de conexión establecidos, la
comprobación e investigación será realizada por la Diputación Foral competente por razón del territorio,
sin perjuicio de la colaboración de la Administración del Estado. Segunda. Sujetos pasivos con domicilio
fiscal en territorio vasco: la comprobación e investigación será realizada por los órganos competentes de la
Administración Foral correspondiente al domicilio fiscal, sin perjuicio de la colaboración de la
Administración del Estado, y surtirá efectos frente a todas las Administraciones competentes, incluyendo
la proporción de tributación que corresponda a las mismas. En el caso de que el sujeto pasivo haya
realizado en el ejercicio anterior en territorio común el 75 por 100 o más de sus operaciones, de acuerdo
con los puntos de conexión establecidos, será competente la Administración del Estado sin perjuicio de la
colaboración de las Diputaciones Forales. Si como consecuencia de dichas actuaciones resultase una deuda
a ingresar o una cantidad a devolver que corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el pago
correspondiente será efectuado por la Administración actuante, sin perjuicio de las compensaciones que
entre aquéllas procedan. Los órganos de la inspección competente comunicarán los resultados de sus
actuaciones al resto de las Administraciones afectadas. Tercera. Lo establecido en el apartado anterior se
entenderá sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Diputaciones Forales en el ámbito de sus
respectivos territorios en materia de comprobación e investigación, sin que sus actuaciones puedan tener
efectos económicos frente a los contribuyentes en relación con las liquidaciones definitivas practicadas
como consecuencia de actuaciones de los órganos de las Administraciones competentes. Cuarta. Las
proporciones fijadas en las comprobaciones por la Administración competente surtirán efectos frente al
sujeto pasivo en relación con las obligaciones liquidadas, sin perjuicio de las que, con posterioridad a
dichas comprobaciones, se acuerden con carácter definitivo entre las Administraciones competentes.
Quinta. Las Administraciones Tributarias que no ostenten la competencia inspectora podrán verificar, con
independencia de dónde se entendieran realizadas, todas aquellas operaciones que pudieran afectar al
cálculo del volumen de operaciones atribuido por aquellas, a los solos efectos de comunicar lo actuado a la
Administración tributaria con competencia inspectora, sin que ello produzca efectos económicos para el
contribuyente.

Siete. Las entidades acogidas al régimen especial del grupo de entidades tributarán aplicando las reglas
contenidas en la presente Sección 7.ª, con las siguientes especialidades: Primera. Se considerarán excluidas
del grupo de entidades las entidades dependientes cuya inspección, de acuerdo con las reglas contenidas en el
apartado Seis anterior, se encuentre encomendada a los órganos de una Administración, foral o común,
distinta de la aplicable a la entidad dominante. Segunda. Las entidades integrantes del grupo de entidades
presentarán, de conformidad con las normas generales a que se refiere este Concierto, la declaración
establecida para el régimen de tributación individual, conteniendo los importes que resulten de la aplicación
individual de las normas reguladoras del Impuesto, incluyendo, en su caso, las propias del régimen especial
del grupo de entidades. Cada entidad integrante del grupo calculará de forma individual el resultado de la
declaración imputable a cada Administración aplicando el resto de reglas establecidas en la presente Sección
7.ª Tercera. Los importes a computar en las declaraciones-liquidaciones agregadas del grupo de entidades
serán la suma de los resultados calculados conforme a la regla anterior correspondientes a cada una de las
Diputaciones Forales o a la Administración del Estado, sin que quepa la agregación de cantidades que
correspondan a Administraciones tributarias distintas. Cuarta. Las obligaciones específicas de las entidades
dominantes habrán de ser cumplidas ante las Administraciones tributarias en cuyo territorio operen las
entidades que integran el grupo. Quinta. El régimen especial del grupo de entidades no alterará en ningún
caso las reglas previstas en este Concierto y en particular las aplicables para determinar el volumen de
operaciones en cada territorio.

Ocho. Las declaraciones recapitulativas de entregas y adquisiciones intracomunitarias se presentarán ante la
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Administración tributaria que tenga atribuida la competencia para la comprobación e investigación de los
sujetos pasivos.

Nueve. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores de este artículo, en los supuestos en los que
los contribuyentes hubieran estado sometidos a la competencia exaccionadora de una Administración
tributaria en los períodos de liquidación anteriores al momento en que inicien la realización habitual de las
entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a su actividad y a otra diferente en los
períodos de liquidación posteriores, o cuando haya variado sustancialmente la proporción en la que tributan a
las distintas Administraciones, común o forales, en los mencionados períodos de liquidación, procederán a la
regularización de cuotas devueltas en los términos previstos en este apartado. Los contribuyentes a que se
refiere el párrafo anterior deberán regularizar las proporciones de tributación a las distintas Administraciones
correspondientes a los períodos de liquidación anteriores al momento en que inicien la realización habitual
de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a su actividad, de conformidad con los
porcentajes de tributación a cada una de ellas correspondientes al primer año natural completo posterior al
inicio de la mencionada realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios
correspondientes a su actividad. Para ello, los sujetos pasivos presentarán una declaración específica ante
todas las Administraciones afectadas por la regularización en el mismo plazo en que corresponda presentar la
última declaración-liquidación del primer año natural completo posterior al inicio de la mencionada
realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a su actividad. De
esta forma, las Administraciones deberán asumir la devolución de las cuotas correspondientes a los períodos
de liquidación anteriores al momento en que inicien la realización habitual de las entregas de bienes o
prestaciones de servicios correspondientes a su actividad conforme a la proporción establecida en el párrafo
segundo, lo que dará lugar a que deban compensarse entre sí las cantidades que correspondan, sin que esta
regularización pueda tener efectos económicos frente a los contribuyentes. A estos efectos, se entenderá que
ha variado sustancialmente la proporción en la que tributan a las distintas Administraciones, común o forales,
en los períodos de liquidación a que hace referencia el primer párrafo de este apartado, cuando la proporción
correspondiente a alguna de las Administraciones haya variado en, al menos, 40 puntos porcentuales.

Diez. Cuando la exacción del Impuesto corresponda a las Diputaciones Forales, en los regímenes especiales y
según los términos previstos en el apartado siete del artículo 27, los empresarios o profesionales a que hace
referencia dicho apartado que se acojan a dichos regímenes especiales, cumplirán ante la Diputación Foral
correspondiente las obligaciones formales y materiales que se deriven de los mismos, sin perjuicio de los
flujos de información y fondos que correspondan entre Administraciones.
Se modifica por el art. único de la Ley 1/2022, de 8 de febrero, en los términos establecidos en el anexo. Ref. BOE-A-2022-2051
Se modifica por el anexo de la Ley 28/2007, de 25 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18576
Redactado el párrafo primero del apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 143, de 15 de junio de 2002. Ref. BOE-
A-2002-11704

SECCIÓN 8.ª IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES Y ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS

Artículo 30. Normativa aplicable.
El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, tendrá el carácter de tributo
concertado de normativa autónoma, salvo en las operaciones societarias, letras de cambio y documentos que
suplan a las mismas o realicen función de giro, que se regirán por las mismas normas sustantivas y formales
establecidas en cada momento por el Estado, en cuyo caso las instituciones competentes de los Territorios
Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos
que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán
sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado. Cuando las instituciones competentes
de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de cumplimiento de las obligaciones formales de
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facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o modifiquen las existentes, también podrán
establecer las normas de gestión y procedimiento y las obligaciones formales exigibles en este impuesto
adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento, garantizando la disponibilidad de los datos precisos para
desarrollar los intercambios de información entre las Administraciones común y forales a que se refiere el
artículo 4 del presente Concierto Económico y el tratamiento de los mismos.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 15 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2025-8568

Artículo 31. Exacción del Impuesto.
La exacción del Impuesto corresponderá a las respectivas Diputaciones Forales en los siguientes casos:

1. En las transmisiones onerosas y arrendamientos de bienes inmuebles y en la constitución y cesión onerosa
de derechos reales, incluso de garantía, que recaigan sobre los mismos, cuando éstos radiquen en territorio
vasco. En los supuestos previstos en el artículo 314 del Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, cuando radiquen en territorio vasco los
bienes inmuebles integrantes del activo de la entidad cuyos valores se transmiten.

2. En las transmisiones onerosas de bienes muebles, semovientes y créditos, así como en la constitución y
cesión onerosa de derechos sobre los mismos, cuando el adquirente, siendo persona física, tenga su
residencia habitual en el País Vasco y siendo persona jurídica tenga en él su domicilio fiscal. No obstante lo
anterior, se establecen las dos salvedades siguientes:

a) En la transmisión de acciones, derechos de suscripción, obligaciones y títulos análogos y demás valores,
así como participaciones sociales, se atenderá al lugar de formalización de la operación.

b) En la constitución de hipoteca mobiliaria o prenda sin desplazamiento o se refiera a buques,
embarcaciones o aeronaves, se tomará en consideración el territorio donde tales actos hayan de ser
inscritos.

3. En la constitución de préstamos simples, fianzas, arrendamientos no inmobiliarios y pensiones, cuando el
prestatario, afianzado, arrendatario o pensionista, siendo persona física, tenga su residencia habitual en el
País Vasco o, siendo persona jurídica tenga en él su domicilio fiscal. Sin embargo, si se trata de préstamos con
garantía real, cuando los bienes inmuebles hipotecados radiquen en territorio vasco o sean inscribibles en
éste las correspondientes hipotecas mobiliarias o prendas sin desplazamiento. Si un mismo préstamo
estuviese garantizado con hipoteca sobre bienes inmuebles sitos en territorio común y foral o con hipoteca
mobiliaria o prenda sin desplazamiento inscribible en ambos territorios, tributará a cada Administración en
proporción a la responsabilidad que se señale a unos y otros y, en ausencia de esta especificación expresa en
la escritura, en proporción a los valores comprobados de los bienes.

4. En las concesiones administrativas de bienes, cuando éstos radiquen en el País Vasco y en las ejecuciones
de obra o explotaciones de servicios, cuando se ejecuten o presten en el País Vasco. Estas mismas reglas serán
aplicables cuando se trate de actos y negocios administrativos que tributen por equiparación a las concesiones
administrativas. Tratándose de concesiones de explotación de bienes que superen el ámbito territorial del País
Vasco, se exigirá el Impuesto en proporción a la extensión que ocupen en el territorio vasco. Tratándose de
concesiones de ejecución de obras que superen el ámbito territorial del País Vasco, se exigirá el Impuesto en
proporción al importe estimado de las obras a realizar en territorio vasco. Tratándose de concesiones de
explotación de servicios que superen el ámbito territorial del País Vasco, se exigirá el Impuesto en función de
la media aritmética de los porcentajes que representen su población y su superficie sobre el total de las
Comunidades implicadas. Tratándose de concesiones mixtas que superen el ámbito territorial del País Vasco,
se exigirá el Impuesto mediante la aplicación de los criterios recogidos en los tres párrafos anteriores a la
parte correspondiente de la concesión. En el caso de concesiones administrativas que superen el ámbito
territorial del País Vasco, la inspección del Impuesto corresponderá a la Diputación Foral competente por
razón del territorio cuando el domicilio fiscal de la entidad concesionaria radique en el mismo.
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5. En las operaciones societarias, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que la entidad tenga en el País Vasco su domicilio fiscal.

b) Que la entidad tenga en el País Vasco su domicilio social, siempre que la sede de dirección efectiva no se
encuentre situada en el ámbito territorial de otra Administración tributaria de un Estado miembro de la
Unión Europea o, estándolo, dicho Estado no grave la operación societaria con un impuesto similar.

c) Que la entidad realice en el País Vasco operaciones de su tráfico, cuando su sede de dirección efectiva y
su domicilio social no se encuentren situadas en el ámbito territorial de otra Administración tributaria de
un Estado miembro de la Unión Europea o, estándolo, estos Estados no graven la operación societaria con
un impuesto similar.

6. En las escrituras, actas y testimonios notariales, cuando unas y otros se autoricen u otorguen en territorio
vasco. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en los supuestos sujetos a la cuota gradual del gravamen
de Actos Jurídicos Documentados, cuando radique en el País Vasco el Registro en el que deba procederse a la
inscripción o anotación de los bienes o actos.

7. En las letras de cambio y documentos que suplan a las mismas o realicen funciones de giro así como en los
pagarés, bonos, obligaciones y títulos análogos, cuando su libramiento o emisión tenga lugar en el País Vasco;
si el libramiento se hubiera producido en el extranjero, cuando su primer tenedor tenga su residencia
habitual o domicilio fiscal en dicho territorio.

8. En las anotaciones preventivas, cuando se practiquen en los Registros públicos sitos en el País Vasco.

Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

SECCIÓN 9.ª IMPUESTO SOBRE LAS PRIMAS DE SEGURO

Artículo 32. Normativa aplicable y exacción del Impuesto.
Uno. El Impuesto sobre las Primas de Seguro es un tributo concertado que se regirá por las mismas normas
sustantivas y formales que las establecidas en cada momento por el Estado. No obstante, las instituciones
competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que
contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada
período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.
Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de
cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o
modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y procedimiento y las
obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento,
garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de información entre las
Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto Económico y el
tratamiento de los mismos.

Dos. La exacción del Impuesto corresponderá a las respectivas Diputaciones Forales cuando la localización del
riesgo o del compromiso, en las operaciones de seguro y capitalización, se produzca en territorio vasco.

Tres. A estos efectos, se entenderá que la localización del riesgo se produce en territorio vasco, de acuerdo
con las reglas siguientes: Primera. En el caso de que el seguro se refiera a inmuebles, cuando los bienes
radiquen en dicho territorio. La misma regla se aplicará cuando el seguro se refiera a bienes inmuebles y a su
contenido, si este último está cubierto por la misma póliza de seguro. Si el seguro se refiere exclusivamente a
bienes muebles que se encuentran en un inmueble, con excepción de los bienes en tránsito comercial, cuando
el bien inmueble en el que se encuentran los bienes radique en dicho territorio. Cuando en un mismo seguro
se cubra el riesgo de inmuebles ubicados en territorio común y vasco, se localizará en cada uno de ellos en
función del valor de los inmuebles radicados en uno y otro territorio. Segunda. En el caso de que el seguro se
refiera a vehículos de cualquier naturaleza, cuando la persona o entidad a cuyo nombre se encuentre
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matriculado tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco. Tercera. En el caso de que el
seguro se refiera a riesgos que sobrevengan durante un viaje o fuera de la residencia habitual del tomador del
seguro, y su duración sea inferior o igual a cuatro meses, cuando se produzca en territorio vasco la firma del
contrato por parte del tomador del seguro. Cuarta. En todos los casos no explícitamente contemplados en las
reglas anteriores, cuando el tomador del seguro, si es persona física, tenga su residencia habitual en el País
Vasco y, en otro caso, cuando el domicilio social o sucursal a que se refiere el contrato se encuentre en dicho
territorio.

Cuatro. Se entenderá que la localización del compromiso se produce en territorio vasco cuando, en el caso de
seguros sobre la vida, el contratante del seguro tenga en el mismo su residencia habitual, si es una persona
física, o su domicilio social o una sucursal, caso de que el contrato se refiera a esta última, si es una persona
jurídica.

Cinco. En defecto de normas específicas de localización de acuerdo con los números anteriores, se entienden
realizadas en territorio vasco las operaciones de seguro y capitalización cuando el contratante sea un
empresario o profesional que concierte las operaciones en el ejercicio de sus actividades empresariales o
profesionales y radique en dicho territorio la sede de su actividad económica o tenga en el mismo un
establecimiento permanente o en su defecto, el lugar de su domicilio.

Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 16 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568

SECCIÓN 10.ª IMPUESTOS ESPECIALES

Artículo 33. Normativa aplicable y exacción de los impuestos.
Uno. Los Impuestos Especiales tienen el carácter de tributos concertados que se regirán por las mismas
normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante lo anterior, las
instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán establecer los tipos de gravamen de estos
impuestos dentro de los límites y en las condiciones vigentes en cada momento en territorio común.
Asimismo, las instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de
declaración e ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar
plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por
la Administración del Estado. Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan
nuevas formas de cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los
avances tecnológicos o modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y
procedimiento y las obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de
cumplimiento, garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de
información entre las Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto
Económico y el tratamiento de los mismos.

Dos. Los Impuestos Especiales de Fabricación se exigirán por las respectivas Diputaciones Forales cuando su
devengo se produzca en el País Vasco. Las devoluciones de los Impuestos Especiales de Fabricación serán
efectuadas por la Administración en la que hubieran sido ingresadas las cuotas cuya devolución se solicita. No
obstante, en los casos en que no sea posible determinar en qué Administración fueron ingresadas las cuotas,
la devolución se efectuará por la Administración correspondiente al territorio donde se genere el derecho a la
devolución. El control de los establecimientos situados en el País Vasco, así como su autorización, en
cualquiera de sus regímenes, será realizado por las respectivas Diputaciones Forales, no obstante lo cual será
necesaria la previa comunicación a la Administración del Estado y a la Comisión de Coordinación y
Evaluación Normativa.

Tres. El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte se exigirá por las respectivas
Diputaciones Forales cuando radique en territorio vasco el domicilio fiscal de la persona física o jurídica que
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realice el hecho imponible. No obstante lo dispuesto en el apartado Uno, las Instituciones competentes de los
Territorios Históricos podrán incrementar los tipos de gravamen hasta un máximo del 15 por ciento de los
tipos establecidos en cada momento por el Estado.

Cuatro. El Impuesto Especial sobre el Carbón se exigirá por las respectivas Diputaciones Forales cuando el
devengo del mismo se produzca en el País Vasco. Se considerará producido el devengo en el momento de la
puesta a consumo o autoconsumo. Se entiende producida la puesta a consumo en el momento de la primera
venta o entrega de carbón tras la producción, extracción, importación o adquisición intracomunitaria.
Tendrán asimismo la consideración de primera venta o entrega las ventas o entregas subsiguientes que
realicen los empresarios que destinen el carbón a su reventa cuando les haya sido aplicable en la adquisición
la exención por destino a reventa. Tendrá la consideración de autoconsumo la utilización o consumo del
carbón realizado por los productores o extractores, importadores, adquirentes intracomunitarios o
empresarios a que se refiere el párrafo anterior.

Cinco. La exacción del Impuesto Especial sobre la Electricidad corresponderá a la Diputación Foral
competente por razón del territorio en los siguientes casos: En el caso de suministro de energía eléctrica,
cuando esté ubicado en el País Vasco el punto de suministro de la persona o entidad que adquiera la
electricidad para su propio consumo. En el caso del consumo por los productores de energía eléctrica de
aquella electricidad generada por ellos mismos, cuando se produzca en el País Vasco dicho consumo.

Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 17 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.
Se modifica por el anexo de la Ley 28/2007, de 25 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18576

Artículo 33 bis.
Impuesto especial sobre los envases de plástico no reutilizables.

Uno. El impuesto especial sobre los envases de plástico no reutilizables es un tributo concertado que se regirá
por las mismas normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante, las
instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso
que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para
cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del
Estado. Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de
cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o
modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y procedimiento y las
obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento,
garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de información entre las
Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto Económico y el
tratamiento de los mismos.

Dos. La exacción del impuesto corresponderá a la Administración del Estado o a la Diputación Foral
competente por razón del territorio con arreglo a las siguientes reglas: Primera. En los supuestos de
fabricación de productos que forman parte del ámbito objetivo del impuesto, la exacción corresponderá a la
Administración del territorio donde radiquen los establecimientos en los que se desarrolle la actividad.
Segunda. En los supuestos de adquisición intracomunitaria de productos que forman parte del ámbito objetivo
del impuesto, la exacción corresponderá a la Administración del territorio en el que se encuentre el domicilio
fiscal del contribuyente. Si las adquisiciones intracomunitarias se realizan por un contribuyente no
establecido, la exacción corresponderá a la Administración del territorio donde radique el domicilio fiscal de
su representante. Tercera. En los supuestos de introducción irregular de los productos objeto del impuesto, la
exacción corresponderá a la Administración del territorio en el que se encuentren los mismos en el momento
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en que se constate la introducción irregular.

Tres. Las devoluciones que procedan serán efectuadas por la Administración en la que hubieran sido
ingresadas las cuotas cuya devolución se solicita. No obstante, en los casos en que no sea posible determinar
en qué Administración fueron ingresadas las cuotas, la devolución se efectuará por la Administración
correspondiente al territorio donde se genere el derecho a la devolución.

Cuatro. La inscripción y el censo de los obligados tributarios del impuesto serán realizadas por la
Administración del Estado o por la Diputación Foral competente por razón del territorio con arreglo a lo
establecido en el apartado Dos de este artículo.

Cinco. La comprobación e investigación del impuesto se realizará por los órganos de la Administración
competente para la exacción del impuesto, sin perjuicio de la colaboración entre Administraciones tributarias.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 18 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568
Se añade por el art. único de la Ley 9/2023, de 3 de abril, en los téminos establecidos en su anexo.Uno Ref. BOE-A-2023-8455

SECCIÓN 11.ª IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS MINORISTAS DE DETERMINADOS HIDROCARBUROS

SECCIÓN 11.ª BIS. IMPUESTO SOBRE LAS TRANSACCIONES FINANCIERAS

SECCIÓN 11.ª TER. IMPUESTO SOBRE DETERMINADOS SERVICIOS DIGITALES

SECCIÓN 11.ª QUATER. IMPUESTO SOBRE EL DEPÓSITO DE RESIDUOS EN VERTEDEROS, LA INCINERACIÓN Y LA

Artículo 34. Normativa aplicable y exacción del impuesto.
Uno. El Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero es un tributo concertado que se regirá por
las mismas normas sustantivas y formales que las establecidas en cada momento por el Estado. No obstante,
las instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e
ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso
para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración
del Estado. Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de
cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o
modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y procedimiento y las
obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento,
garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de información entre las
Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto Económico y el
tratamiento de los mismos.

Dos. La exacción del impuesto corresponderá a la Administración del Estado o a la Diputación Foral
competente por razón del territorio con arreglo a las siguientes normas: Primera. En los supuestos de
fabricación de gases que forman parte del ámbito objetivo del impuesto, la exacción corresponderá a la
Administración del territorio donde radiquen los establecimientos en los que se desarrolle la actividad.
Segunda. En los supuestos de ventas o entregas, así como consumo de gases realizados por contribuyentes
autorizados como almacenistas de acuerdo con la normativa reguladora del impuesto, la exacción
corresponderá a la Administración del territorio donde radiquen los establecimientos en los que desarrolle su
actividad. Tercera. En los supuestos de adquisición intracomunitaria de gases que forman parte del ámbito
objetivo del impuesto, la exacción corresponderá a la Administración del territorio en el que se encuentre el
domicilio fiscal del contribuyente, salvo que se trate de contribuyentes autorizados como almacenistas, en
cuyo caso se aplicará la regla segunda anterior. Si las adquisiciones intracomunitarias se realizan por un
contribuyente no establecido la exacción corresponderá a la Administración del territorio donde radique el
domicilio fiscal de su representante. Cuarta. En los supuestos de tenencia irregular de los gases objeto del
impuesto, la exacción corresponderá a la Administración del territorio en el que se encuentren los mismos en

Concierto-PV · arts. 33 bis-34Tema 3 · El Estatuto de Autonomía del País Vasco: Competencias de la comunidad Autónoma vasca. Los podere…

3

TEMARIO Personal técnico de gestión y de administración y servicios · Universidad del País Vasco / Euskal Herriko Unibertsitatea · oposic… pág. 76



el momento en que se constate la tenencia irregular.

Tres. Las devoluciones que procedan serán efectuadas por la Administración en la que hubieran sido
ingresadas las cuotas cuya devolución se solicita. No obstante, en los casos en que no sea posible determinar
en qué Administración fueron ingresadas las cuotas, la devolución se efectuará por la Administración
correspondiente al territorio donde se genere el derecho a la devolución.

Cuatro. La inscripción y el censo de los obligados tributarios del impuesto serán realizadas por la
Administración del Estado o por la Diputación Foral competente por razón del territorio con arreglo a lo
establecido en el apartado Dos de este artículo.

Cinco. La comprobación e investigación del impuesto se realizará por los órganos de la Administración
competente para la exacción del impuesto, sin perjuicio de la colaboración entre Administraciones tributarias.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 19 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568
Se modifica por el art. único de la Ley 9/2023, de 3 de abril, en los téminos establecidos en su anexo.Dos. Ref. BOE-A-2023-8455
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.
Se modifica por el anexo de la Ley 28/2007, de 25 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18576

Artículo 34 bis. Normativa aplicable, exacción e inspección del Impuesto.
Uno. El Impuesto sobre las Transacciones Financieras es un tributo concertado que se regirá por las mismas
normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante, las instituciones
competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que
contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada
período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.

Dos. Los sujetos pasivos tributarán, cualquiera que sea el lugar en que tengan su domicilio fiscal, a las
Diputaciones Forales, a la Administración del Estado o a ambas Administraciones en proporción al volumen
de operaciones realizado en cada territorio durante el período de liquidación. La proporción del volumen de
operaciones realizada en cada territorio se determinará en función del porcentaje que representa la base
imponible del Impuesto correspondiente a operaciones relativas a acciones de sociedades con domicilio social
en territorio común o foral respecto a la base imponible total de cada sujeto pasivo. Esta proporción se
expresará en porcentaje redondeado en dos decimales.

Tres. La inspección del Impuesto se llevará a cabo por los órganos de la Diputación Foral competente por
razón del territorio cuando el sujeto pasivo tenga su domicilio fiscal en el País Vasco, sin perjuicio de la
colaboración del resto de Administraciones tributarias concernidas, y surtirá efectos frente a todas las
Administraciones competentes, incluyendo la proporción de tributación que corresponda a las mismas. Si
como consecuencia de dichas actuaciones resultase una deuda a ingresar o una cantidad a devolver que
corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el pago correspondiente se efectuará por la Administración
actuante, sin perjuicio de las compensaciones que entre aquéllas procedan. Los órganos de la inspección
competente comunicarán los resultados de sus actuaciones al resto de las Administraciones afectadas. Las
proporciones fijadas en las comprobaciones por la Administración competente surtirán efectos frente al
sujeto pasivo en relación con las obligaciones liquidadas, sin perjuicio de las que con posterioridad a dichas
comprobaciones se acuerden con carácter definitivo entre las Administraciones competentes.
Se añade por el art. único de la Ley 1/2022, de 8 de febrero, en los términos establecidos en el anexo. Ref. BOE-A-2022-2051

Artículo 34 ter. Normativa aplicable, exacción e inspección del Impuesto.
Uno. El Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales es un tributo concertado que se regirá por las
mismas normas sustantivas y formales establecidas en cada momento por el Estado. No obstante, las
instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso
que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para
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cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del
Estado. Cuando las instituciones competentes de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de
cumplimiento de las obligaciones formales de facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o
modifiquen las existentes, también podrán establecer las normas de gestión y procedimiento y las
obligaciones formales exigibles en este impuesto adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento,
garantizando la disponibilidad de los datos precisos para desarrollar los intercambios de información entre las
Administraciones común y forales a que se refiere el artículo 4 del presente Concierto Económico y el
tratamiento de los mismos.

Dos. Los contribuyentes tributarán, cualquiera que sea el lugar en que tengan su domicilio fiscal, a las
Diputaciones Forales, a la Administración del Estado o a ambas Administraciones en proporción al volumen
de prestaciones de servicios digitales realizado en cada territorio. Esta proporción, que se expresará en
porcentaje redondeado en dos decimales, se determinará en función del porcentaje que representen los
ingresos obtenidos por las prestaciones de servicios sujetas realizadas en el territorio de cada Administración
respecto a los ingresos totales obtenidos en territorio español. A estos efectos, del importe de los ingresos se
excluirá el Impuesto sobre el Valor Añadido u otros impuestos equivalentes.

Tres. Las prestaciones de servicios digitales se entenderán realizadas en territorio común o foral, según el
lugar en el que estén situados los usuarios, determinado de acuerdo con las reglas de localización contenidas
en la normativa reguladora del Impuesto.

Cuatro. Los contribuyentes presentarán las auto-liquidaciones del Impuesto ante las Administraciones
competentes para su exacción, en las que constarán, en todo caso, las proporciones aplicables y cuotas que
correspondan a cada una de las Administraciones. Las devoluciones que procedan serán efectuadas por las
respectivas Administraciones en la cuantía que a cada una le corresponda.

Cinco. La inspección del Impuesto se realizará por los órganos de la Diputación Foral competente por razón
del territorio cuando el contribuyente tenga su domicilio fiscal en el País Vasco, sin perjuicio de la
colaboración del resto de Administraciones tributarias concernidas, y surtirá efectos frente a todas las
Administraciones competentes, incluyendo la proporción de tributación que corresponda a las mismas. Si
como consecuencia de dichas actuaciones resultase una deuda a ingresar o una cantidad a devolver que
corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el pago correspondiente se efectuará por la Administración
actuante, sin perjuicio de las compensaciones que entre aquéllas procedan. Los órganos de la inspección
competente comunicarán los resultados de sus actuaciones al resto de las Administraciones afectadas. Las
proporciones fijadas en las comprobaciones por la Administración competente surtirán efectos frente al
contribuyente en relación con las obligaciones liquidadas, sin perjuicio de las que con posterioridad a dichas
comprobaciones se acuerden con carácter definitivo entre las Administraciones competentes.
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 20 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568
Se añade por el art. único de la Ley 1/2022, de 8 de febrero, en los términos establecidos en el anexo. Ref. BOE-A-2022-2051

Artículo 34 quater. Normativa aplicable y exacción del impuesto.
Uno. El impuesto sobre el depósito de residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos
es un tributo concertado que se regirá por las mismas normas sustantivas y formales que las establecidas en
cada momento por el Estado. No obstante, las instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán
incrementar los tipos de gravamen de este impuesto dentro de los límites y en las condiciones vigentes en
cada momento en territorio común. Asimismo, las instituciones competentes de los Territorios Históricos
podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos que los del
territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán
sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado. Cuando las instituciones competentes
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de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de cumplimiento de las obligaciones formales de
facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o modifiquen las existentes, también podrán
establecer las normas de gestión y procedimiento y las obligaciones formales exigibles en este impuesto
adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento, garantizando la disponibilidad de los datos precisos para
desarrollar los intercambios de información entre las Administraciones común y forales a que se refiere el
artículo 4 del presente Concierto Económico y el tratamiento de los mismos.

Dos. La exacción del impuesto corresponderá a las respectivas Diputaciones Forales cuando se ubique en su
territorio el vertedero o la instalación de incineración o coincineración en la que se entreguen los residuos
objeto de este impuesto.

Tres. La inscripción y el censo de los obligados tributarios sometidos a este impuesto corresponderá a las
Diputaciones Forales competentes por razón del territorio cuando los vertederos, instalaciones de
incineración o coincineración en los que se entreguen los residuos objeto de este impuesto se localicen en el
País Vasco.»
Se modifica el apartado uno por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 21 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. 
BOE-A-2025-8568
Se añade por el art. único de la Ley 9/2023, de 3 de abril, en los téminos establecidos en su anexo.Tres. Ref. BOE-A-2023-8455

SECCIÓN 12.ª OTROS IMPUESTOS INDIRECTOS

Artículo 35. Normativa aplicable.
Los demás impuestos indirectos se regirán por los mismos principios básicos, normas sustantivas, hechos
imponibles, exenciones, devengos, bases, tipos, tarifas y deducciones que los establecidos en cada momento
por el Estado.

SECCIÓN 13.ª TRIBUTOS SOBRE EL JUEGO

Artículo 36. Impuesto sobre Actividades de Juego.
Uno. El Impuesto sobre Actividades de Juego es un tributo concertado que se regirá por las mismas normas
sustantivas y formales que las establecidas en cada momento por el Estado. En todo caso, los sujetos pasivos
del impuesto incorporarán en los modelos a presentar ante cada una de las Administraciones implicadas la
totalidad de la información correspondiente a las actividades gravadas por este impuesto. No obstante lo
anterior, respecto de las actividades que sean ejercidas por operadores, organizadores o por quienes
desarrollen la actividad gravada por este impuesto con residencia fiscal en el País Vasco, las instituciones
competentes de los Territorios Históricos podrán elevar los tipos del impuesto hasta un máximo del 20 por
ciento de los tipos establecidos en cada momento por el Estado. Este incremento se aplicará, exclusivamente,
sobre la parte proporcional de la base imponible correspondiente a la participación en el juego de los
residentes fiscales en territorio vasco. Asimismo, las instituciones competentes de los Territorios Históricos
podrán aprobar los modelos de declaración e ingreso que contendrán, al menos, los mismos datos que los del
territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán
sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado. Cuando las instituciones competentes
de los Territorios Históricos establezcan nuevas formas de cumplimiento de las obligaciones formales de
facturación o registro con apoyo en los avances tecnológicos o modifiquen las existentes, también podrán
establecer las normas de gestión y procedimiento y las obligaciones formales exigibles en este impuesto
adaptadas a las nuevas formas de cumplimiento, garantizando la disponibilidad de los datos precisos para
desarrollar los intercambios de información entre las Administraciones común y forales a que se refiere el
artículo 4 del presente Concierto Económico y el tratamiento de los mismos.

Dos. Los sujetos pasivos tributarán, cualquiera que sea el lugar en que tengan su domicilio fiscal, a las
Diputaciones Forales, a la Administración del Estado o a ambas Administraciones en proporción al volumen
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de operaciones realizado en cada territorio durante el ejercicio. La proporción del volumen de operaciones
realizada en cada territorio durante el ejercicio se determinará en función del peso relativo de las cantidades
jugadas a cada modalidad de juego correspondientes a jugadores residentes en el País Vasco y en territorio
común. Esta proporción, que se expresará en porcentaje redondeado en dos decimales, se aplicará también a
las cuotas correspondientes a jugadores no residentes en territorio español. Las cuotas liquidadas derivadas
de las modalidades de juego en las que no sea exigible la identificación de la residencia del jugador se
imputarán de forma exclusiva a la respectiva Diputación Foral o a la Administración del Estado
correspondiente al domicilio fiscal del sujeto pasivo, sin perjuicio de las compensaciones que corresponda
realizar posteriormente entre las Administraciones. No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, la
exacción del Impuesto derivada de la realización de apuestas mutuas deportivo-benéficas y apuestas mutuas
hípicas estatales, en las que no se identifique la residencia del jugador, corresponderá a la Administración del
Estado o a la Diputación Foral competente por razón del territorio según que el punto de venta donde se
realice la apuesta se localice en territorio común o vasco.

Tres. Los sujetos pasivos presentarán las declaraciones-liquidaciones del Impuesto ante las Administraciones
competentes para su exacción, en las que constarán, en todo caso, la proporción aplicable y las cuotas que
resulten ante cada una de las Administraciones.

Cuatro. Las devoluciones que procedan serán efectuadas por las respectivas Administraciones en la cuantía
que a cada una le corresponda.

Cinco. La inspección de los sujetos pasivos se llevará a cabo por los órganos de la Administración donde
radique el domicilio fiscal del sujeto pasivo o de su representante en el caso de sujetos pasivos no residentes,
sin perjuicio de la colaboración del resto de Administraciones tributarias concernidas, y surtirá efectos frente
a todas las Administraciones competentes, incluyendo la proporción de tributación que corresponda a las
mismas. No obstante, corresponderá a la Administración del Estado la inspección de los sujetos pasivos cuyo
domicilio fiscal radique en territorio vasco cuando en el año anterior, el importe agregado de las cantidades
jugadas hubiera excedido de 12 millones de euros y la proporción de éstas realizada en territorio común, de
acuerdo con los puntos de conexión especificados en el apartado Dos anterior, fuera igual o superior al 75 por
100. Asimismo, corresponderá a los órganos de la Diputación competente por razón del territorio la
inspección de los sujetos pasivos cuyo domicilio fiscal radique en territorio común cuando en el año anterior,
el importe agregado de las cantidades jugadas hubiera excedido de 12 millones de euros y hubieran realizado
de acuerdo con los puntos de conexión especificados en el apartado Dos anterior, la totalidad de sus
operaciones en territorio vasco. Si como consecuencia de dichas actuaciones resultase una deuda a ingresar o
una cantidad a devolver que corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el pago correspondiente se
efectuará por la Administración actuante, sin perjuicio de las compensaciones que entre aquéllas procedan.
Los órganos de la inspección competente comunicarán los resultados de sus actuaciones al resto de las
Administraciones afectadas. Lo establecido en los párrafos anteriores de este apartado se entenderá sin
perjuicio de las facultades que corresponden a las Administraciones tributarias en el ámbito de sus
respectivos territorios en materia de comprobación e investigación, sin que sus actuaciones puedan tener
efectos económicos frente a los contribuyentes en relación con las liquidaciones definitivas practicadas como
consecuencia de actuaciones de los órganos de las Administraciones competentes. Las proporciones fijadas en
las comprobaciones por la Administración competente surtirán efectos frente al sujeto pasivo en relación con
las obligaciones liquidadas, sin perjuicio de las que con posterioridad a dichas comprobaciones se acuerden
con carácter definitivo entre las Administraciones competentes.
Se modifican los apartados uno y cinco por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 22 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de 
abril. Ref. BOE-A-2025-8568
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.
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Artículo 37. Otros tributos sobre el juego.
Uno. El resto de los tributos que recaen sobre el juego tienen el carácter de tributos concertados de normativa
autónoma, cuando su autorización deba realizarse en el País Vasco. Se aplicará la misma normativa que la
establecida en cada momento por el Estado en lo que se refiere al hecho imponible y sujeto pasivo.

Dos. La Tasa sobre los Juegos de Suerte, Envite o Azar será exaccionada por la Diputación Foral competente
por razón del territorio, cuando el hecho imponible se realice en el País Vasco.

Tres. La Tasa Fiscal sobre Rifas, Tómbolas, Apuestas y Combinaciones Aleatorias será exaccionada por la
Diputación Foral competente por razón de territorio, cuando su autorización deba realizarse en el País Vasco.
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

SECCIÓN 14.ª TASAS

Artículo 38. Competencia para la exacción de las tasas.
Corresponderá a las Diputaciones Forales la exacción de las tasas exigibles por la utilización o
aprovechamiento especial de su propio dominio público, por la prestación de servicios o la realización de
actividades en régimen de Derecho público efectuadas por las mismas.

SECCIÓN 15.ª HACIENDAS LOCALES

Artículo 39. Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
El Impuesto sobre Bienes Inmuebles se regulará por las normas que dicten las instituciones competentes de
los Territorios Históricos y gravará los bienes de naturaleza rústica y urbana sitos en su respectivo Territorio
Histórico.

Artículo 40. Impuesto sobre Actividades Económicas.
Uno. El Impuesto sobre Actividades Económicas se regulará por las normas que dicten las instituciones
competentes de los Territorios Históricos.

Dos. Corresponderá a las instituciones competentes de los Territorios Históricos la exacción del Impuesto
sobre Actividades Económicas por las actividades ejercidas en su territorio, de acuerdo con las siguientes
normas:

a) Tratándose de cuotas mínimas municipales o modificadas, cuando éstas se devenguen a favor de los
municipios del Territorio Histórico.

b) Tratándose de cuotas provinciales, cuando se ejerza la actividad en el Territorio Histórico
correspondiente.

c) Tratándose de cuotas que faculten para ejercer en más de una provincia, cuando el sujeto pasivo tenga
su residencia habitual o domicilio fiscal en el País Vasco, según proceda. El pago de dicha cuota a la
Administración correspondiente de territorio común o foral, faculta para el ejercicio de la actividad en
ambos territorios.

Artículo 41. Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.
El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica se regulará por las normas que dicten las instituciones
competentes de los Territorios Históricos, cuando el domicilio que conste en el permiso de circulación
corresponda a un municipio de su territorio.

Artículo 42. Otros tributos locales.
Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de
su territorio, el régimen tributario de otros tributos propios de las Entidades locales, siguiendo los criterios
que a continuación se señalan:
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a) Atención a la estructura general establecida para el sistema tributario local de régimen común y a los
principios que la inspiran, respetando las normas de armonización previstas en el artículo 3 que sean de
aplicación en esta materia.

b) No establecimiento de figuras impositivas de naturaleza indirecta distintas a las de régimen común cuyo
rendimiento pueda ser objeto de traslación o repercusión fuera del territorio del País Vasco.

SECCIÓN 16.ª NORMAS DE GESTIÓN Y PROCEDIMIENTO

Artículo 43. Residencia habitual y domicilio fiscal.
Uno. A efectos de lo dispuesto en el presente Concierto Económico, se entiende que las personas físicas
residentes tienen su residencia habitual en el País Vasco aplicando sucesivamente las siguientes reglas:
Primera. Cuando permanezcan en dicho territorio un mayor número de días del período impositivo, en el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas; del año inmediato anterior, contado de fecha a fecha, que
finalice el día anterior al de devengo, en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, en el Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y en el Impuesto Especial sobre Determinados
Medios de Transporte. En el resto de tributos, la residencia habitual de las personas físicas será la misma que
corresponda para el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas a la fecha del devengo de aquéllos. Para
determinar el período de permanencia se computarán las ausencias temporales. Salvo prueba en contrario, se
considerará que una persona física permanece en el País Vasco cuando radique en él su vivienda habitual.
Segunda. Cuando tengan en éste su principal centro de intereses, considerándose como tal el territorio donde
obtengan la mayor parte de la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
excluyéndose, a estos efectos, las rentas y ganancias patrimoniales derivadas del capital mobiliario, así como
las bases imputadas en el régimen de transparencia fiscal excepto el profesional. Tercera. Cuando sea éste el
territorio de su última residencia declarada a efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Dos. Las personas físicas residentes en territorio español, que no permanezcan en dicho territorio más de
ciento ochenta y tres días durante el año natural, se considerarán residentes en el territorio del País Vasco,
cuando en el mismo radique el núcleo principal o la base de sus actividades empresariales o profesionales o
de sus intereses económicos.

Tres. Cuando se presuma que una persona física es residente en territorio español, por tener su residencia
habitual en el País Vasco su cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad que dependan de
aquél, se considerará que tiene su residencia habitual en el País Vasco.

Cuatro. A los efectos del presente Concierto Económico se entenderán domiciliados fiscalmente en el País
Vasco:

a) Las personas físicas que tengan su residencia habitual en el País Vasco.

b) Las personas jurídicas y demás entidades sometidas al Impuesto sobre Sociedades que tengan en el País
Vasco su domicilio social, siempre que en el mismo esté efectivamente centralizada su gestión
administrativa y la dirección de sus negocios. En otro caso, cuando se realice en el País Vasco dicha gestión
o dirección. En los supuestos en que no pueda establecerse el lugar del domicilio de acuerdo con estos
criterios, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.

c) Los establecimientos permanentes cuando su gestión administrativa o la dirección de sus negocios se
efectúe en el País Vasco. En los supuestos en que no pueda establecerse el lugar del domicilio de acuerdo
con este criterio, se atenderá al lugar donde radique el mayor valor de su inmovilizado.

d) Las sociedades civiles y los entes sin personalidad jurídica, cuando su gestión y dirección se efectúe en
el País Vasco. Si con este criterio fuese imposible determinar su domicilio fiscal, se atenderá al territorio
donde radique el mayor valor de su inmovilizado.

Cinco. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades así como los establecimientos permanentes de
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entidades no residentes, vendrán obligados a comunicar a ambas Administraciones los cambios de domicilio
fiscal que originen modificaciones en la competencia para exigir este Impuesto. En el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas la comunicación se entenderá producida por la presentación de la declaración del
Impuesto.

Seis. Las discrepancias entre Administraciones que puedan producirse respecto a la domiciliación de los
contribuyentes serán resueltas, previa audiencia de éstos, por la Junta Arbitral que se regula en la sección 3.ª
del capítulo III de este Concierto Económico.

Siete. Las personas físicas residentes en territorio común o foral que pasasen a tener su residencia habitual de
uno al otro, cumplimentarán sus obligaciones tributarias de acuerdo con la nueva residencia, cuando ésta
actúe como punto de conexión, a partir de ese momento. Además, cuando en virtud de lo previsto en este
apartado deba considerarse que no ha existido cambio de residencia, las personas físicas deberán presentar
las declaraciones complementarias que correspondan, con inclusión de los intereses de demora. No
producirán efecto los cambios de residencia que tengan por objeto principal lograr una menor tributación
efectiva. Se presumirá, salvo que la nueva residencia se prolongue de manera continuada durante, al menos,
tres años, que no ha existido cambio en relación con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el
Impuesto sobre el Patrimonio, cuando concurran las siguientes circunstancias:

a) Que en el año en el cual se produce el cambio de residencia o en el siguiente, la base imponible del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas sea superior en, al menos, un 50 por 100 a la del año
anterior al cambio. En el caso de tributación conjunta se determinará de acuerdo con las normas de
individualización.

b) Que en el año en el cual se produzca dicha situación, la tributación efectiva por el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas sea inferior a la que hubiese correspondido de acuerdo con la normativa
aplicable del territorio de residencia anterior al cambio.

c) Que en el año siguiente a aquel en el que se produce la situación a que se refiere la letra a) o en el
siguiente, vuelva a tener la residencia habitual en dicho territorio.

Ocho. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que no se ha producido cambio de domicilio fiscal de las
personas jurídicas, cuando en el año anterior o siguiente a dicho cambio devengan inactivas o cesen en su
actividad.

Nueve. El cambio de domicilio del contribuyente se podrá promover por cualquiera de las Administraciones
implicadas. Dicha Administración dará traslado de su propuesta, con los antecedentes necesarios, a la otra
para que se pronuncie en el plazo de cuatro meses sobre el cambio de domicilio y la fecha a que se retrotraen
los efectos. Si ésta responde confirmando la propuesta, la Administración que resulte competente lo
comunicará al contribuyente. Si no hubiera conformidad podrá continuarse el procedimiento en la forma
prevista en el apartado seis de este artículo. Con carácter previo a la remisión de una propuesta de cambio de
domicilio, la Administración interesada podrá llevar a cabo, en colaboración con la otra Administración,
actuaciones de verificación censal del domicilio fiscal. Cuando se produzca un cambio de oficio de domicilio,
previo acuerdo de ambas Administraciones, o como consecuencia de una resolución de la Junta Arbitral, se
presumirá, salvo prueba en contrario, que el nuevo domicilio fiscal así determinado se mantendrá durante los
tres años siguientes a la fecha de resolución.

Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 44. Delito fiscal.
En los supuestos en los que la Administración tributaria estime que las infracciones pudieran ser constitutivas
de delitos contra la Hacienda Pública pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente de acuerdo con lo
establecido en el Código Penal. Cuando, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305.5 del Código
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Penal, sea posible continuar las actuaciones para la determinación y cobro de la deuda tributaria, éstas se
practicarán por la Administración con competencia inspectora y aplicando la normativa tributaria que
corresponda según lo dispuesto en el presente Concierto Económico. Cuando, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 305.7 del Código Penal, resulte procedente que el Juez o Tribunal recabe el auxilio de
los servicios de la Administración Tributaria para la exacción de la responsabilidad civil derivada del delito y
de la multa, dicho auxilio será prestado por la Administración tributaria competente en virtud de este
Concierto. Lo establecido en este artículo se entenderá sin perjuicio de las compensaciones que procedan
entre las distintas Administraciones.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

Artículo 45. Colaboración de las entidades financieras en la gestión de los tributos y actuaciones de la 
inspección de los tributos.
Uno. Corresponderá a las Diputaciones Forales del País Vasco la investigación tributaria de cuentas y
operaciones, activas y pasivas, de las Entidades financieras y cuantas personas físicas o jurídicas se dediquen
al tráfico bancario o crediticio, en orden a la exacción de los tributos cuya competencia les corresponda.

Dos. Las actuaciones comprobadoras e investigadoras que, en el ámbito de las competencias atribuidas por el
presente Concierto Económico a las Diputaciones Forales deban efectuarse fuera de su territorio, serán
practicadas por los órganos competentes del Estado o la de las Comunidades Autónomas competentes por
razón del territorio cuando se trate de tributos cedidos a las mismas, a requerimiento del órgano competente
de dichas Diputaciones Forales. En relación con las citadas actuaciones, la Administración del Estado y las
Diputaciones Forales arbitrarán los oportunos convenios de colaboración y asistencia mutua para la
coordinación de las actuaciones de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 del presente Concierto
Económico.

Tres. Las actuaciones de obtención de información en orden a la exacción de los tributos cuya competencia
corresponda a las Diputaciones Forales, serán efectuadas por los órganos competentes de dichas Diputaciones
Forales, sin perjuicio de los oportunos convenios de colaboración y asistencia mutua que para la coordinación
de las citadas actuaciones puedan formalizarse de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 del presente
Concierto Económico.

Cuatro. Cuando los órganos competentes del Estado o de las Comunidades Autónomas, o las Diputaciones
Forales conocieren, con ocasión de sus actuaciones comprobadoras e investigadoras y de obtención de
información en orden a la exacción de los tributos, hechos con trascendencia tributaria para la otra
Administración, lo comunicarán a esta en la forma que reglamentariamente se determine.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

Artículo 46. Obligaciones de información.
Uno. Los resúmenes de las retenciones e ingresos a cuenta practicados deberán presentarse con arreglo a su
respectiva normativa, en la Administración competente para la exacción de las retenciones e ingresos a
cuenta que deban incluirse en los mismos. Las entidades que sean depositarias o gestionen el cobro de rentas
de valores que, de acuerdo con la normativa correspondiente, vengan obligadas a la presentación de los
resúmenes anuales de retenciones e ingresos a cuenta, deberán presentar los mismos con arreglo a su
respectiva normativa, ante la Administración a la que corresponda la competencia para la comprobación e
investigación de dichas entidades. Las entidades que sean sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades
exigible por el Estado y las Diputaciones Forales deberán presentar resúmenes anuales de retenciones e
ingresos a cuenta correspondientes a los rendimientos a que se refieren los artículos 7.Uno.c) y
9.Uno.primera.a) y 23.Dos del presente Concierto Económico, conforme a las normas sobre lugar, forma y
plazo de presentación de declaraciones que establezca cada una de las Administraciones competentes para su
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exacción, incluyendo el total de los rendimientos y de las retenciones correspondientes a los mismos en la
declaración presentada a cada una de ellas.

Dos. Las declaraciones que tengan por objeto dar cumplimiento a las distintas obligaciones de suministro
general de información tributaria legalmente exigidas deberán presentarse, con arreglo a su respectiva
normativa, ante la Administración del Estado o ante la Diputación Foral competente por razón del territorio,
con arreglo a los siguientes criterios:

a) Tratándose de obligados tributarios que desarrollen actividades económicas, ante la Administración a la
que corresponda la competencia para la comprobación e investigación de dichas actividades empresariales
o profesionales.

b) Tratándose de obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas, según que estén
domiciliados fiscalmente en territorio común o foral. A los efectos de lo dispuesto en las letras anteriores,
cuando se trate de herencias yacentes, comunidades de bienes u otras entidades carentes de personalidad
jurídica, las referidas declaraciones deberán asimismo presentarse ante la Administración en la que estén
domiciliados fiscalmente sus miembros o partícipes.

Tres. Las declaraciones de carácter censal deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la
Administración en la que radique el domicilio fiscal de la persona o entidad obligada a efectuarlas y además
ante la Administración en la que dicha persona o entidad deba presentar, conforme a las reglas previstas en el
presente Concierto Económico, alguna de las siguientes declaraciones: Declaración de retenciones e ingresos
a cuenta. Declaración-liquidación por el Impuesto sobre Sociedades. Declaración-liquidación por el Impuesto
sobre el Valor Añadido. Declaración por el Impuesto sobre Actividades Económicas. Declaración por el
Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales.
Se modifica por el art. único de la Ley 1/2022, de 8 de febrero, en los términos establecidos en el anexo. Ref. BOE-A-2022-2051
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 47. Fusiones y escisiones de empresas.
En las operaciones de fusiones y escisiones de empresas en las que los beneficios tributarios, que en su caso
procedan, hayan de ser reconocidos por ambas Administraciones conforme a los criterios de tributación
contenidos en el artículo 14 precedente, las Diputaciones Forales aplicarán idéntica normativa que la vigente
en cada momento en territorio común, tramitándose los correspondientes expedientes administrativos ante
cada una de las Administraciones.

Artículo 47 bis. Asignación y revocación del número de identificación fiscal.
Las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica deberán solicitar la asignación de número de
identificación fiscal ante la administración correspondiente a su domicilio fiscal. Las entidades no residentes
sin establecimiento permanente deberán solicitar la asignación del número de identificación fiscal a la
administración del territorio en el que vayan a realizar actos u operaciones de naturaleza o con trascendencia
tributaria, salvo que con anterioridad se les haya asignado un número de identificación fiscal por otra
Administración tributaria. La revocación del número de identificación fiscal corresponderá a la
Administración de su domicilio fiscal, salvo que la competencia para comprobación e investigación esté
atribuida a otra Administración, en cuyo caso, corresponderá a esta. En el caso de las entidades no residentes
sin establecimiento permanente será competente para la revocación la administración que lo asignó. En
ambos casos se garantizará la adecuada coordinación y el intercambio de información entre ambas
Administraciones.
Se añade por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
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Artículo 47 ter. Coordinación de competencias exaccionadoras e inspectoras.
Uno. En los supuestos en los que conforme a los criterios establecidos en el presente Concierto Económico,
corresponda a distintas Administraciones la competencia inspectora para regularizar las operaciones a que
hace referencia el apartado Dos siguiente, deberán coordinar sus competencias de exacción o inspección con
el resto de administraciones afectadas por la regularización conforme a lo previsto en el presente artículo.

Dos. La coordinación de competencias será procedente en relación con los siguientes supuestos:

a) Regularización de operaciones realizadas entre personas o entidades vinculadas.

b) Calificación de operaciones de manera diferente a como las haya declarado el contribuyente cuando ello
implique una modificación de las cuotas soportadas o repercutidas en los impuestos indirectos en los que
se haya establecido el mecanismo de la repercusión.

Tres. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior, la Administración que esté ejercitando sus
competencias en relación con alguno de esos supuestos, deberá comunicar, con anterioridad a formular
propuesta de resolución al contribuyente o de formalizar la correspondiente acta de inspección, a las otras
Administraciones afectadas los elementos de hecho y fundamentos de derecho de la regularización que
entienda procedente. En el caso de que en el plazo de dos meses no se hubieran formulado observaciones
sobre la propuesta de resolución por parte de las otras Administraciones concernidas, ésta se entenderá
aprobada y todas ellas quedarán vinculadas frente a los contribuyentes, a quienes deberán aplicar esos
criterios. De existir observaciones, se dará traslado de las mismas a la Comisión de Coordinación y Evaluación
Normativa donde podrá llegarse a un acuerdo sobre las observaciones planteadas. En todo caso, transcurridos
dos meses desde que dichas observaciones hayan sido formuladas sin llegar a un acuerdo sobre las mismas, la
Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa así como cualquiera de las Administraciones concernidas
podrá proceder a trasladar el desacuerdo a la Junta Arbitral en el plazo de un mes, quien deberá resolver la
controversia, previa audiencia del contribuyente, por medio del procedimiento abreviado previsto en el
artículo 68 del presente concierto económico.

Cuatro. Una vez resuelta la controversia o en su defecto trascurridos los plazos previstos en el apartado dos
del artículo 68 de este Concierto sin pronunciamiento de la Junta Arbitral, la Administración actuante podrá
continuar las actuaciones y dictar los actos administrativos correspondientes, cuyos efectos entre
administraciones se suspenderán hasta la resolución de la Junta Arbitral.

Se añade por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

CAPÍTULO II DE LAS RELACIONES FINANCIERAS

SECCIÓN 1.ª NORMAS GENERALES

Artículo 48. Principios generales.
Las relaciones financieras entre el Estado y el País Vasco se regirán por los siguientes principios: Primero.
Autonomía fiscal y financiera de las instituciones del País Vasco para el desarrollo y ejecución de sus
competencias. Segundo. Respeto de la solidaridad en los términos prevenidos en la Constitución y en el
Estatuto de Autonomía. Tercero. Coordinación y colaboración con el Estado en materia de estabilidad
presupuestaria. Cuarto. Contribución del País Vasco a las cargas del Estado que no asuma la Comunidad
Autónoma, en la forma que se determina en el presente Concierto Económico. Quinto. Las facultades de
tutela financiera que, en cada momento, desempeñe el Estado en materia de Entidades locales,
corresponderán a las instituciones competentes del País Vasco, sin que ello pueda significar, en modo alguno,
un nivel de autonomía de las Entidades locales vascas inferior al que tengan las de régimen común.

Concierto-PV · arts. 47 ter-48Tema 3 · El Estatuto de Autonomía del País Vasco: Competencias de la comunidad Autónoma vasca. Los podere…

3

TEMARIO Personal técnico de gestión y de administración y servicios · Universidad del País Vasco / Euskal Herriko Unibertsitatea · oposic… pág. 86



Artículo 49. Concepto de cupo.
La aportación del País Vasco al Estado consistirá en un cupo global, integrado por los correspondientes a cada
uno de sus Territorios Históricos, como contribución a todas las cargas del Estado que no asuma la
Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 50. Periodicidad y actualización del cupo.
Uno. Cada cinco años, mediante ley votada por las Cortes Generales, previo acuerdo de la Comisión Mixta del
Concierto Económico, se procederá a determinar la metodología de señalamiento del cupo que ha de regir en
el quinquenio, conforme a los principios generales establecidos en el presente Concierto, así como a aprobar
el cupo del primer año del quinquenio.

Dos. En cada uno de los años siguientes al primero, la Comisión Mixta del Concierto Económico procederá a
actualizar el cupo mediante la aplicación de la metodología aprobada en la ley a que se refiere el apartado
anterior.

Tres. Los principios que configuran la metodología de determinación del cupo contenida en el presente
Concierto, podrán ser modificados en la Ley de Cupo, cuando las circunstancias que concurran y la
experiencia en su aplicación así lo aconsejen.

Artículo 51.
Participaciones en favor de las Entidades locales del País Vasco en los ingresos por tributos no concertados.
En los supuestos de aportación indirecta mediante participaciones en tributos no concertados, las
Diputaciones Forales distribuirán las cantidades que, a tenor de las normas de reparto de carácter general,
correspondan a las Entidades locales de su respectivo Territorio Histórico.

SECCIÓN 2.ª METODOLOGÍA DE DETERMINACIÓN DEL CUPO

Artículo 52.
Cargas del Estado no asumidas por la Comunidad Autónoma.

Uno. Se consideran cargas del Estado no asumidas por la Comunidad Autónoma las que correspondan a
competencias cuyo ejercicio no haya sido asumido efectivamente por aquélla.

Dos. Para la determinación del importe total de dichas cargas se deducirá del total de gastos del Presupuesto
del Estado la asignación presupuestaria íntegra que, a nivel estatal, corresponda a las competencias asumidas
por la Comunidad Autónoma, desde la fecha de efectividad de la transferencia fijada en los correspondientes
Decretos.

Tres. Entre otras tendrán el carácter de cargas no asumidas por la Comunidad Autónoma, las siguientes:

a) Las cantidades asignadas en los Presupuestos Generales del Estado al Fondo de Compensación
Interterritorial a que se refiere el artículo 158.2 de la Constitución. La contribución a esta carga se llevará a
cabo por el procedimiento que se determine en la Ley de Cupo.

b) Las transferencias o subvenciones que haga el Estado en favor de entes públicos en la medida en que las
competencias desempeñadas por los mismos no estén asumidas por la Comunidad Autónoma del País
Vasco.

c) Los intereses y cuotas de amortización de las deudas del Estado en la forma que determine la Ley de
Cupo.

Cuatro. La imputación a los distintos Territorios Históricos de la parte correspondiente por cargas no
asumidas se efectuará por aplicación de los índices a que se refiere el artículo 57 siguiente.
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Artículo 53. Ajuste a consumo en el Impuesto sobre el Valor Añadido.
Uno. Con el objeto de perfeccionar la imputación de ingresos por el Impuesto del Valor Añadido, se establece
un mecanismo de ajuste entre el índice de la capacidad recaudatoria y el índice de consumo del País Vasco.

Dos. El ajuste mencionado será el resultante de aplicar la siguiente expresión matemática: RF PV = RR PV + a*
RR AD + a* RR VD + (a – b)* H Siendo: RF PV = Recaudación final anual para el País Vasco. RR PV =
Recaudación real anual del País Vasco. RR TC = Recaudación real anual del territorio común. RR AD =
Recaudación real anual por importaciones. RR VD = Recaudación real por los regímenes especiales aplicables
a las ventas a distancia y a determinadas entregas interiores de bienes y prestaciones de servicios,
caracterizados por la tributación en destino e instrumentalizados mediante el mecanismo de ventanilla única.
v = Valor añadido bruto al coste de los factores del País Vasco. V = Valor añadido bruto al coste de los factores
del Estado (menos Canarias, Ceuta y Melilla). f = Formación bruta de capital del País Vasco. F = Formación
bruta de capital del Estado (menos Canarias, Ceuta y Melilla). e = Exportaciones del País Vasco. E =
Exportaciones del Estado (menos Canarias, Ceuta y Melilla). i = Adquisiciones intracomunitarias de bienes en
el País Vasco. I = Adquisiciones intracomunitarias de bienes en el Estado (menos Canarias, Ceuta y Melilla).

Tres. Será la Ley de Cupo la que determine para el período el valor de los índices a los que se hace referencia
en el apartado uno anterior.

Cuatro. La imputación provisional del ajuste anterior y su regularización definitiva en el ejercicio inmediato
siguiente, se efectuará conforme al procedimiento vigente en cada momento aprobado por la Comisión Mixta
del Concierto Económico.

Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Ley 9/2023, de 3 de abril, en los téminos establecidos en su anexo.Cuatro. Ref. BOE-A-2023-8455

Artículo 54. Ajuste a consumo en los Impuestos Especiales de Fabricación.
Uno. Con el objeto de perfeccionar la imputación de ingresos por los Impuestos Especiales de Fabricación
sobre Alcohol y Bebidas Derivadas, Productos Intermedios, Cerveza, Hidrocarburos, Labores del Tabaco y
Líquidos para Cigarrillos Electrónicos y otros Productos relacionados con el Tabaco, se establece un
mecanismo de ajuste entre el índice de la capacidad recaudatoria y el índice de consumo del País Vasco para
cada uno de estos impuestos.

Dos. El ajuste mencionado, para cada uno de los impuestos anteriores, será el resultante de aplicar la
siguiente expresión matemática a cada uno de los impuestos: RF PV = RR PV + c* RR AD + (c – d)* H Siendo: H
= RR PV si RR PV ≤ d d RR TC 1 – d H = RR TC si RR PV ≥ d 1 – d RR TC 1 – d RF PV = Recaudación final anual
para el País Vasco por el Impuesto Especial de Fabricación de Alcohol, Bebidas Derivadas y Productos
Intermedios, o Cerveza, o Hidrocarburos, o Tabaco, o Líquidos para Cigarrillos Electrónicos y otros Productos
relacionados con el Tabaco. RR PV = Recaudación real anual del País Vasco por el Impuesto Especial de
Fabricación de Alcohol, Bebidas Derivadas y Productos Intermedios, o Cerveza, o Hidrocarburos, o Tabaco, o
Líquidos para Cigarrillos Electrónicos y otros Productos relacionados con el Tabaco. RR TC = Recaudación real
anual del territorio común por el Impuesto Especial de Fabricación de Alcohol, Bebidas Derivadas y Productos
Intermedios, o Cerveza, o Hidrocarburos, o Tabaco, o Líquidos para Cigarrillos Electrónicos y otros Productos
relacionados con el Tabaco. RR AD = Recaudación real anual por importaciones por el Impuesto Especial de
Fabricación de Alcohol, Bebidas Derivadas y Productos Intermedios, o Cerveza, o Hidrocarburos, o Tabaco, o
Líquidos para Cigarrillos Electrónicos y otros Productos relacionados con el Tabaco. c = Consumo Residentes
País Vasco. Consumo Residentes en el Estado. (ámbito de aplicación del impuesto) d = Capacidad Recaudatoria
País Vasco. Capacidad Recaudatoria Estado. (ámbito de aplicación del impuesto)

Tres. Será la Ley de Cupo la que determine para el período el valor de los índices a los que se hace referencia
en el apartado uno anterior.

Cuatro. La imputación provisional de los ajustes anteriores y su regularización definitiva en el ejercicio
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inmediato siguiente, se efectuará conforme al procedimiento vigente en cada momento aprobado por la
Comisión Mixta del Concierto Económico.
Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el apartado 23 del anexo de la Ley 3/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2025-8568

Artículo 54 bis.
Ajuste a consumo por el impuesto especial sobre los envases de plástico no reutilizables.

Uno. Con el objeto de perfeccionar la imputación de ingresos por el impuesto especial sobre los envases de
plástico no reutilizables se establece un mecanismo de ajuste entre el índice de la capacidad recaudatoria y el
índice de consumo del País Vasco.

Dos. El ajuste mencionado será el resultante de aplicar la siguiente expresión matemática: RF PV = RR PV + f *
RR AD + (f – g) * H Siendo: RF PV = Recaudación final anual para el País Vasco. RR PV = Recaudación real
anual del País Vasco. RR TC = Recaudación real anual del territorio común. RR AD = Recaudación real anual
por importaciones.

Tres. Será la Ley de Cupo la que determine para el período el valor de los índices a los que se hace referencia
en el apartado uno anterior.

Cuatro. La imputación provisional de los ajustes anteriores y su regularización definitiva en el ejercicio
inmediato siguiente, se efectuará conforme al procedimiento vigente en cada momento aprobado por la
Comisión Mixta del Concierto Económico.
Se añade por el art. único de la Ley 9/2023, de 3 de abril, en los téminos establecidos en su anexo.Cinco. Ref. BOE-A-2023-8455

Artículo 54 ter. Ajuste a consumo por el Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero.
Uno. Con el objeto de perfeccionar la imputación de ingresos por el Impuesto sobre los Gases Fluorados de
Efecto Invernadero se establece un mecanismo de ajuste entre el índice de la capacidad recaudatoria y el
índice de consumo del País Vasco.

Dos. El ajuste mencionado será el resultante de aplicar la siguiente expresión matemática: RF PV = RR PV + h *
RR AD + (h –i) * H Siendo: RF PV = Recaudación final anual para el País Vasco. RR PV = Recaudación real anual
del País Vasco. RR TC = Recaudación real anual del territorio común. RR AD = Recaudación real anual por
importaciones.

Tres. Será la Ley de Cupo la que determine para el período el valor de los índices a los que se hace referencia
en el apartado uno anterior.

Cuatro. La imputación provisional de los ajustes anteriores y su regularización definitiva en el ejercicio
inmediato siguiente, se efectuará conforme al procedimiento vigente en cada momento aprobado por la
Comisión Mixta del Concierto Económico.
Se añade por el art. único de la Ley 9/2023, de 3 de abril, en los téminos establecidos en su anexo.Seis. Ref. BOE-A-2023-8455

Artículo 55. Otros ajustes.
Uno. Para perfeccionar la imposición directa se practicará un ajuste por las cantidades que resulten de
considerar los supuestos establecidos en los artículos 9.uno.primera.b) y 7.dos del presente Concierto
Económico.

Dos. Igualmente en la Ley de Cupo podrán establecerse, en su caso, otros mecanismos de ajuste que puedan
perfeccionar la estimación de los ingresos públicos imputables al País Vasco y al resto del Estado.

Tres. Las cantidades resultantes de la práctica de los ajustes que procedan constituirán el cupo de cada
Territorio Histórico.

Artículo 56. Compensaciones.
Uno. Del cupo correspondiente a cada Territorio Histórico se restarán por compensación los siguientes
conceptos:
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a) La parte imputable de los tributos no concertados.

b) La parte imputable de los ingresos presupuestarios de naturaleza no tributaria.

c) La parte imputable del déficit que presenten los Presupuestos Generales del Estado, en la forma que
determine la Ley de Cupo. Si existiera superávit se operará en sentido inverso.

Dos. La imputación de los conceptos señalados en el número anterior, se efectuará aplicando los índices
establecidos en el artículo 57 siguiente.

Se modifica por el art. único de la Ley 1/2022, de 8 de febrero, en los términos establecidos en el anexo. Ref. BOE-A-2022-2051

Artículo 57. Indices de imputación.
Uno. Los índices para efectuar las imputaciones a que se refieren los artículos 52, 55.dos y 56 anteriores se
determinarán básicamente en función de la renta de los Territorios Históricos en relación con el Estado.

Dos. Dichos índices se señalarán en la Ley de cupo y se aplicarán durante la vigencia de ésta.

Artículo 58. Efectos sobre el cupo provisional por variación en las competencias asumidas.
Uno. Si durante el período de vigencia anual del cupo, fijado con arreglo a la normativa precedente, la
Comunidad Autónoma del País Vasco asumiese competencias cuyo coste anual a nivel estatal hubiese sido
incluido dentro de las cargas del Estado que sirvieron de base para la determinación de la cuantía provisional
del cupo, se procederá a reducir dicho coste anual proporcionalmente a la parte del año en que el País Vasco
hubiera asumido tales competencias y, en consecuencia, el cupo en la cuantía que proceda. La citada
reducción proporcional tendrá en cuenta la periodicidad real de los gastos corrientes, así como el efectivo
grado de realización de las inversiones del Estado.

Dos. De igual modo se procederá si la Comunidad Autónoma dejase de ejercer competencias que tuviera
asumidas en el momento de la fijación de la cuantía provisional del cupo, incrementando éste en la suma que
proceda.

Artículo 59. Liquidaciones provisional y definitiva.
El cupo y las compensaciones que procedan se determinarán inicial y provisionalmente partiendo al efecto de
las cifras contenidas en los Presupuestos del Estado aprobados para el ejercicio correspondiente. Una vez
terminado el ejercicio y realizada la liquidación de los Presupuestos del Estado, se procederá a practicar las
rectificaciones oportunas en las magnitudes a que se refieren los artículos 52, 55 y 56 del presente Concierto
Económico. Las diferencias, a favor o en contra, que resulten de dichas rectificaciones se sumarán
algebraicamente al cupo provisional del ejercicio siguiente a aquel en que se hubieren practicado aquéllas.

Artículo 60. Ingreso del cupo.
La cantidad a ingresar por la Comunidad Autónoma del País Vasco se abonará a la Hacienda Pública del
Estado en tres plazos iguales, durante los meses de mayo, septiembre y diciembre de cada año.

CAPÍTULO III DE LAS COMISIONES Y JUNTA ARBITRAL DEL CONCIERTO ECONÓMICO

SECCIÓN 1.ª COMISIÓN MIXTA DEL CONCIERTO ECONÓMICO

Artículo 61. Composición y acuerdos.
La Comisión Mixta del Concierto Económico estará constituida, de una parte, por un representante de cada
Diputación Foral y otros tantos del Gobierno Vasco y, de otra, por un número igual de representantes de la
Administración del Estado. Los acuerdos de la Comisión Mixta del Concierto Económico deberán adoptarse
por unanimidad de todos sus miembros integrantes.
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Artículo 62. Funciones.
La Comisión Mixta del Concierto Económico tendrá atribuidas las siguientes funciones:

a) Acordar las modificaciones del Concierto Económico.

b) Acordar los compromisos de colaboración y coordinación en materia de estabilidad presupuestaria.

c) Acordar la metodología para el señalamiento del cupo en cada quinquenio.

d) Acordar el nombramiento y régimen de los componentes de la Junta Arbitral especificada en la sección 3.ª
de este capítulo, así como lo referente a su funcionamiento, convocatoria, reuniones y régimen de adopción
de acuerdos.

e) Todos aquellos acuerdos que en materia tributaria y financiera resulten necesarios en cada momento para
la correcta aplicación y desarrollo de lo previsto en el presente Concierto.

SECCIÓN 2.ª COMISIÓN DE COORDINACIÓN Y EVALUACIÓN NORMATIVA

Artículo 63. Composición.
La composición de la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa será la siguiente:

a) Cuatro representantes de la Administración del Estado.

b) Cuatro representantes de la Comunidad Autónoma designados por el Gobierno Vasco, tres de los cuales lo
serán a propuesta de cada una de las respectivas Diputaciones Forales.

Artículo 64. Funciones de la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa.
La Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa tendrá atribuidas las siguientes funciones:

a) Evaluar la adecuación de la normativa tributaria al Concierto Económico con carácter previo a su
publicación. A estos efectos, cuando, como consecuencia del intercambio de proyectos de disposiciones
normativas especificado en el apartado Uno del artículo 4 del presente Concierto Económico, se efectuasen
observaciones en relación con las propuestas contenidas en ellas, cualquiera de las instituciones y
Administraciones representadas podrá solicitar, por escrito y de forma motivada, la convocatoria de esta
Comisión, que se reunirá en el plazo máximo de quince días desde la solicitud de convocatoria, analizará la
adecuación de la normativa propuesta al Concierto Económico e intentará, con anterioridad a la publicación
de las correspondientes normas, propiciar que las instituciones y Administraciones representadas alcancen
un acuerdo sobre las posibles discrepancias existentes en relación al contenido de la normativa tributaria.

b) Resolver las consultas que se planteen sobre la aplicación de los puntos de conexión contenidos en el
presente Concierto Económico. Estas consultas se trasladarán para su análisis junto con su propuesta de
resolución en el plazo de dos meses desde su recepción, al resto de las Administraciones concernidas. En el
caso de que en el plazo de dos meses no se hubieran formulado observaciones sobre la propuesta de
resolución, ésta se entenderá aprobada. De existir observaciones y no ser admitidas, podrá llegarse a un
acuerdo sobre las mismas en el seno de la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa. En todo caso,
transcurridos dos meses desde que dichas observaciones hayan sido formuladas sin llegar a un acuerdo sobre
las mismas, la Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa así como cualquiera de las
Administraciones concernidas podrá proceder a trasladar el desacuerdo a la Junta Arbitral en el plazo de un
mes.

c) Resolver sobre las observaciones que se planteen relativas a las cuestiones del artículo 47 ter.

d) Realizar los estudios que estimen procedentes para una adecuada articulación estructural y funcional del
régimen autonómico con el marco fiscal estatal.

e) Facilitar a las Administraciones competentes criterios de actuación uniforme, planes y programas de
informática y articular y acordar los instrumentos, medios, procedimientos o métodos para la materialización
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efectiva del principio de colaboración y del intercambio de información.

f) Analizar los supuestos o cuestiones que se han planteado en materia de inspección entre las
Administraciones del Estado y las respectivas Diputaciones Forales, así como los problemas de valoración a
efectos tributarios.

g) Emitir los informes que sean solicitados por el Ministerio de Hacienda, los distintos Departamentos de
Hacienda del Gobierno Vasco y de las Diputaciones Forales y la Junta Arbitral.

h) Cualquier otra relacionada con la aplicación y ejecución de este Concierto Económico en particular.

Se modifica por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

SECCIÓN 3.ª JUNTA ARBITRAL

Artículo 65. Composición.
Uno. La Junta Arbitral estará integrada por tres miembros cuyo nombramiento se formalizará por el Ministro
de Hacienda y Administraciones Públicas y el Consejero de Hacienda y Finanzas.

Dos. Los árbitros serán nombrados para un período de seis años.

Tres. En caso de producirse una vacante, será cubierta siguiendo el mismo procedimiento de nombramiento.
El nuevo miembro será nombrado por el período de mandato que restaba al que sustituye.

Cuatro. Los integrantes de la Junta Arbitral serán designados entre expertos de reconocido prestigio con más
de quince años de ejercicio profesional en materia tributaria o hacendística.
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 66. Funciones.
Uno. La Junta Arbitral tendrá atribuidas las siguientes funciones:

a) Resolver los conflictos que se planteen entre la Administración del Estado y las Diputaciones Forales o
entre éstas y la Administración de cualquier otra Comunidad Autónoma, en relación con la aplicación de
los puntos de conexión de los tributos concertados y la determinación de la proporción correspondiente a
cada Administración en los supuestos de tributación conjunta por el Impuesto sobre Sociedades o por el
Impuesto sobre el Valor Añadido.

b) Conocer de los conflictos que surjan entre las Administraciones interesadas como consecuencia de la
interpretación y aplicación del presente Concierto Económico a casos concretos concernientes a
relaciones tributarias individuales.

c) Resolver las discrepancias que puedan producirse respecto a la domiciliación de los contribuyentes.

Dos. Cuando se suscite el conflicto de competencias, las Administraciones afectadas lo notificarán a los
interesados, lo que determinará la interrupción de la prescripción y se abstendrán de cualquier actuación
ulterior. Los conflictos serán resueltos por el procedimiento que reglamentariamente se establezca en el que
se dará audiencia a los interesados.

Tres. Cuando se suscite el conflicto de competencias, hasta tanto sea resuelto el mismo, la Administración que
viniera gravando a los contribuyentes en cuestión continuará sometiéndolos a su competencia, sin perjuicio
de las rectificaciones y compensaciones tributarias que deban efectuarse entre las Administraciones,
retrotraídas a la fecha desde la que proceda ejercer el nuevo fuero tributario, según el acuerdo de la Junta
Arbitral.
Se modifica por el art. único y anexo de la Ley 7/2014, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2014-4284.

Artículo 67. Acuerdos de la Junta Arbitral.
La Junta Arbitral resolverá conforme a derecho, de acuerdo con los principios de economía, celeridad y
eficacia, todas las cuestiones que ofrezca el expediente, hayan sido o no planteadas por las partes o los
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interesados en el conflicto, incluidas las fórmulas de ejecución. Los acuerdos de esta Junta Arbitral, sin
perjuicio de su carácter ejecutivo, serán únicamente susceptibles de recurso en vía contencioso-
administrativa ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo.

Artículo 68. Procedimientos especiales.
Uno. Son procedimientos especiales de la Junta Arbitral prevista en el presente Concierto Económico el
procedimiento abreviado, la extensión de efectos y el incidente de ejecución.

Dos. El procedimiento abreviado se aplicará en los supuestos a que hace referencia la letra b) del artículo 64 y
el apartado Tres del artículo 47 ter del presente Concierto Económico. En tales casos, la Junta Arbitral deberá
admitir a trámite los conflictos correspondientes en el plazo de un mes desde su interposición, deberá otorgar
un plazo común de diez días a todas las partes concernidas para que realicen sus alegaciones y resolver en el
plazo de un mes desde la conclusión del mismo.

Tres. Quien fuese parte en un conflicto ante la Junta Arbitral prevista en el presente Concierto Económico
respecto a una cuestión que guarde identidad de razón con otra que ya hubiera sido resuelta por medio de
resolución firme de la Junta Arbitral, podrá solicitar que el conflicto pendiente de resolución se sustancie
mediante la extensión de efectos de la resolución firme. A estos efectos, la Junta Arbitral deberá trasladar el
escrito de solicitud de extensión de efectos de la resolución firme a las demás partes concernidas para que en
el plazo común de diez días realicen las alegaciones que correspondan sobre la identidad de razón entre los
supuestos, y resolver decidiendo la extensión de efectos de la resolución firme o la continuación del
procedimiento arbitral conforme a las reglas generales en el plazo de un mes.

Cuatro. Por medio del incidente de ejecución, quien hubiera sido parte en un procedimiento ante la Junta
Arbitral prevista en el presente Concierto Económico podrá solicitar la adopción de medidas de ejecución de
la resolución de la Junta Arbitral cuando la Administración concernida no hubiera ejecutado la misma en sus
propios términos. A las decisiones de la Junta Arbitral sobre los incidentes de ejecución les resultará de
aplicación lo dispuesto en el artículo 67 del presente Concierto Económico.

Se modifica por el art. único de la Ley 1/2022, de 8 de febrero, en los términos establecidos en el anexo. Ref. BOE-A-2022-2051
Se añade por el art. único, en los términos establecidos en el anexo de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15713

Ponte a prueba 3 preguntas de examen real del Tema 3

1 Señala la respuesta correcta y más completa.

A) El Presidente del Gobierno será designado de entre sus miembros por el Parlamento Vasco y nombrado por Rey.

B) El Presidente del Gobierno será elegido por el Parlamento Vasco de entre los candidatos presentados por los 
partidos políticos, sin necesidad de ostentar la condición de parlamentario.

C) El Presidente del Gobierno será elegido por el Parlamento Vasco de entre los candidatos propuestos por los 
Territorios Históricos.

D) Ninguna respuesta es correcta.
Parlamento Vasco, 2022
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2 De acuerdo al Estatuto de Autonomía de Gernika, ¿Cuál es la respuesta correcta y más completa?

A) La iniciativa legislativa corresponde a los miembros del Parlamento, al Gobierno y a los Ayuntamientos.

B) La iniciativa legislativa corresponde en exclusiva al Gobierno.

C) La iniciativa legislativa corresponde a los miembros del Parlamento, al Gobierno y a las instituciones 
representativas de los territorios históricos a que se refiere el artículo 37 de este Estatuto, en los términos 
establecidos por las leyes.

D) La iniciativa legislativa corresponde a los miembros del Parlamento, pero también al Gobierno, a las 
instituciones representativas a que se refiere el artículo 37 de este Estatuto, a las regiones y a los ciudadanos en 
los términos que establezcan las leyes.

Parlamento Vasco, 2022

3 De acuerdo al Estatuto de Autonomía de Gernika, ¿cuál es la respuesta correcta y más completa?

A) El Parlamento Vasco ejerce la potestad legislativa, aprueba sus presupuestos e impulsa y controla la acción del 
Gobierno Vasco

B) El Parlamento Vasco ejerce la potestad ejecutiva y le corresponde la aplicación de las leyes.

C) El Parlamento Vasco ejerce la potestad de aplicar y hacer cumplir las leyes.

D) Ninguna respuesta es correcta.
Parlamento Vasco, 2022
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 33.1 EA-PV pág. 44 El Estatuto de Autonomía del País Vasco establece que el Lehendakari es designado
por el Parlamento Vasco de entre sus miembros y nombrado por el Rey. Por tanto, debe ser parlamentario y la
elección corresponde a la Cámara. No se atribuye esa propuesta a los Territorios Históricos ni se exige que los
candidatos sean presentados por los partidos sin ser parlamentarios.

2 C Art. 27 EA-PV pág. 42 El Estatuto atribuye la iniciativa legislativa a los miembros del Parlamento, al Gobierno
y a las instituciones representativas de los territorios históricos mencionadas en su artículo 37. Su ejercicio se
realiza en los términos establecidos por la ley. La iniciativa popular para presentar proposiciones de ley se
regula por separado, conforme a lo previsto en el propio Estatuto.

3 A Art. 25 EA-PV pág. 42 El Parlamento Vasco ejerce la potestad legislativa y aprueba sus propios presupuestos.
Además, impulsa y controla la acción del Gobierno Vasco. Son funciones diferenciadas que corresponden a la
Cámara conforme al Estatuto.

Practica este tema en haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/admin-c1-upv
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AQUÍ ACABA LA MUESTRA

Has visto 3 de los 35 temas.
Te faltan 32 temas. El temario completo de Personal técnico de gestión y de 

administración y servicios · Universidad del País Vasco / Euskal Herriko 

Unibertsitatea lleva el texto de las 43 normas de tu programa, con los artículos más 

preguntados señalados.

TEMARIO COMPLETO

24,90 €
Pago único, impuestos incluidos

PDF con los 35 temas.

TEMARIO + LIBRO DE TEST

44,90 €
Pago único, impuestos incluidos

Con el libro de test de esta convocatoria. 
Fallas una pregunta, lees su artículo y vuelves 
a intentarlo.

Consíguelo en OposicionesExpress
Apunta con la cámara o entra en la página de tu convocatoria.

oposicionesexpress.com/Test-Personal-tecnico-de-gestion-y-de-
administracion-y-servicios-Universidad-del-Pais-Vasco-Euskal-
Herriko-Uni.html?quiero=temario

Los 35 temas del programa oficial El texto de 43 normas, sin artículos derogados

Los artículos más preguntados, señalados 5 preguntas de examen por tema, explicadas

Lo más preguntado de cada tema Índice que se pulsa y marcadores

https://oposicionesexpress.com/Test-Personal-tecnico-de-gestion-y-de-administracion-y-servicios-Universidad-del-Pais-Vasco-Euskal-Herriko-Uni.html?quiero=temario&utm_source=muestra-temario
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